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RESUMEN 
 
La presente tesis está orientada  a  la búsqueda  doctrinal  y  a su vez  enmarcar los diferentes  
conceptos que ayuden a enriquecer el conocimiento, de manera explicativa las diferentes 
teorías que  conllevan a  la  aplicación de la Imputación objetiva en el marco de excluir la 
responsabilidad del autor por la puesta en peligro de la víctima, el cual  se encuentran  hoy 
en día, cumpliendo  un rol fundamental  que es acercar al operador del derecho  en la 
búsqueda de acreditar la responsabilidad penal entre la acción y el resultado,  la que a su vez 
determinaría el hecho punible acreditable al imputado. Dado  que  hoy en día  los jueces de 
las distintas salas penales contemplan en sus resoluciones conceptos doctrinarios  basados 
en el   “nexo causal”  para determinar la acción, cometida por el autor penal, toda vez que se  
cumpla con los requisitos previstos en la teoría del delito . 
 
Como bien se explicara en esta investigación, se busca detallar  el concepto matriz, sobre 
exclusión de la responsabilidad por la autopuesta en peligro de la propia víctima, vale indicar 
que se tomara como material de inducción para llegar a un concepto claro al tema en 
mención, las diferentes vertientes  doctrinales  que conlleve al mejor entendimiento con tales 
son la teoría  de la imputación objetiva,  prohibición de regreso, la teoría del riesgo permitido 
y  el principio de confianza, las mismas que coadyuvan al mejor entendimiento de esta 
vertiente doctrinal. 
 
Palabras claves: Imputación objetiva, autopuesta en peligro, punible, nexo causal 
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ABSTRAC 
 
The present thesis is oriented to the doctrinal search and in turn to frame the different 
concepts that help enrich the knowledge, in an explanatory way the different theories that 
lead to the application of the objective Imputation in the framework of excluding the 
responsibility of the author for the laying in danger of the victim, which are nowadays, 
fulfilling a fundamental role that is to bring the operator of the right in the search to accredit 
the criminal liability between the action and the result, which in turn would determine the 
punishable act creditable to the accused. Given that today the judges of the different criminal 
courts contemplate in their resolutions doctrinal concepts based on the "causal link" to 
determine the action, committed by the criminal author, provided that the requirements of 
the theory of crime are met . 
 
As well explained in this research, we seek to detail the concept matrix, on exclusion of 
responsibility for the self-endangered of the victim itself, it is worth indicating that it will be 
taken as induction material to reach a clear concept to the subject in question, the different 
doctrinal aspects that lead to the best understanding with such are the theory of objective 
imputation, prohibition of return, the theory of allowed risk and the principle of trust, the 
same ones that contribute to the better understanding of this doctrinal aspect. 
 
Keywords: Objective imputation, auto in danger, Punishable, causal link  
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I. INTRODUCCIÓN 
 
El derecho penal encuentra en la actualidad el sustento de su legalidad  mediante la 
imputación objetiva instituida por Claus Roxin en 1972, quien sostuvo que la tipicidad de la 
conducta  no podía estar enmarcada al solo hecho de constatar  el vínculo de causalidad, por 
tanto,  el entendimiento  de tipicidad debía inferir r una valoración normativa sobre,  la 
importancia penal de la conducta, fundamentada en los  principios de creación y ejecución 
de riesgos no permitidos por el marco jurídico legal. 
Sin embargo en muchas ocasiones los jueces peruanos considera suficiente en la 
práctica jurisdiccional la constatación de una conducta creadora de un riesgo para imputar a 
título culposo un hecho lesivo sin considerar otros elementos de carácter normativo – 
valorativo como fuese el caso del riesgo permitido, principio de confianza, etc. En sentido 
contrario, la doctrina de la imputación Objetiva ha introducido elementos valorativos, con 
lo cual se desarrolla una corriente normativa sobre el juicio de tipicidad, propiciando una 
auténtica revolución del mismo. Cabe advertir que es apreciar en la realidad conductas que 
pese a generar un riesgo pueden encontrase dentro del riesgo permitido por la norma, o que 
se desenvuelven de acuerdo al Principio de Confianza, no pertenece la conducta que favorece  
a la comisión del delito, como también es decir el accionar de la víctima juega un papel 
importante en la realización de la lesión, de sus bienes tutelados por el ordenamiento 
jurídico. En este último supuesto  pueden encontrarse casos de los más variados de no difícil 
constatación, en los que el sujeto de derecho  desempeña un papel relevante para el desarrollo 
del acto lesivo, teniendo en cuenta ello, como un hecho  relevante para excluir de toda  
responsabilidad penal al autor del delito. Durante los últimos años la relevancia  del accionar 
de la víctima para la vulneración de su bien jurídico  ha originado un intenso debate en la 
doctrina fundamentalmente en Alemania y España; no obstante la jurisprudencia peruana ha 
acogido  la Teoría de la Imputación Objetiva como un instrumento, para la solución de causas 
en las cuales la influencia de la autopuesta en peligro de la propia víctima es evidente y 
necesaria de analizar. 
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1.1.  Realidad Problemática 
 
La definición del término delito  se encuentra en el marco doctrinal jurídico-penal 
como una "acción típica, antijurídica y culpable del autor. Sin embargo, se tiene en 
consideración, que en diferentes hechos delictivos recogidos a través  de los ordenamientos  
penales se encuentra  un sujeto  que resulta directamente lesionado por la conducta 
incriminada, es decir, es de vital  atención que este sujeto  de la acción  penal no se encuentre  
en la definición acabada de referir. 
Por tal motivo para estipular si estamos ante un hecho penalmente óptimo  se debe 
analizar detenidamente si la muerte o lesión de la víctima se puede imputar objetivamente a 
un tercero. Al utilizar el término imputar se presume que se hacer referencia a una 
imputación de resultados típicos, es decir una imputación basada en una relación de 
causalidad. Sin embargo en la actualidad no es suficiente con señalar que una acción y 
omisión tiene como fin, un hecho negativo, pues ello es deficiente  para atribuir una 
responsabilidad penal, debido a que para determinar esta, no solo se debe basar sobre 
presupuestos facticos, sino también de presupuestos valorativos de contenido penalmente 
relevante. De acuerdo a este enunciado la asignación  de un resultado típico penal, ya no se 
basaría solo en supuestos  de causalidad natural, sino también en criterios comprendidos en 
la denominada Teoría de la Imputación Objetiva. 
Es decir  estamos inmersos en un procesos penal cuya característica, es imputar la 
realización de un hecho lesivo a su autor, en tal sentido significa asignar la realización de la 
conducta  penalmente antijurídica, que atraves de la Teoría de la teoría de la imputación 
objetca se podrá  determinar la responsabilidad del imputado y dilucidad si se encuentra 
inmerso en la realización del hecho penal sea autor o participe. de manera que a través de 
este análisis exista la posibilidad que el autor quede excluido de las consecuencias 
perjudiciales que se hayan podido generar de la conducta atípica que se le atribuye. 
Como señala Roxin, C. (1999) “La acción generada por el autor se puede asignar siempre y 
cuando su conducta permitió la realización de un peligro para el bien jurídico tutelado, es 
decir  no se encontraba previsto como riesgo permitido , la cual se refleja en el resultado”. 
Es decir la primera finalidad de esta imputación objetiva es establecer cuáles de la 
circunstancias de un hecho la configuran en típica, antijurídica y responsable; pues factores 
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que originan la muerte  de la persona pueden ser muchos, pero autor desde el punto de vista 
jurídico penal puede ser uno, varios o ninguno. (Roxin 1999) 
 
1.2. Trabajos Previos 
 
1.2.1. Internacional. 
 
 Tesis: “Víctima e imputación Obetiva”. Según (Teixidor Vinoy, 2011),en 
su investigación  nos detalla información sobre como ha ido cambiando la concepcion de 
imputación, desde su origen hasta lo que hoy esta definido  en materia de la imputacion 
objetiva  y del principio de autoresponsabilidad de la víctima . Analizando la informacion 
contenida en esta investigación, se detalla a continuación la conclusión más relevante: 
 
- Se afirma que la imputar, es la  atribución de una obra a su autor  la cual cambia de 
acuerdo al sentido del desvalor de la conducta o comportamiento, llamado también 
aspecto funcional de la vía imputación.  La cual permite  determinar  la imputación 
a la víctima de  manera que “constituye una experiencia única en el entendimiento 
de Frederick schaner, que tiene como única solución consultar los principios y 
compromisos subyacentes a la regla infra  incluyente. De la misma manera  la 
imputación a la víctima en el ámbito de la tipicidad,  separa su culpabilidad  respeto 
del  dolo e imprudencia. Sin embargo, puede ser congruente con la categoría de 
inexigibilidad de un comportamiento alternativo. 
 
 Tesis: Imputación a la víctima.  (LICHARDELLI, 2010) en su 
investigación busca analizar  la responsabilidad de la víctima en el contexto  de la teoría del 
delito, basado en  figuras culposas en las que haya incurrido la conducta de la misma; 
procurando para ello una variedad de soluciones. Las conclusiones más importantes que 
aportaran a nuestro estudio son: 
 
- Se deberá estudiar  la trascendencia  que tiene la conducta de la víctima en el marco 
jurídico penal, para asi analizar  paulatinamente el aporte  de la víctima en lo 
sucedido, y de ameritarse llegar  hasta la exclusión de la responsabilidad del sujeto 
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de tal manera, que los supuestos coexistentes de un mismo hecho,  coadyuven  a 
determinar la producción de resultado. 
 
 Tesis: Conducta de la víctima o imputación objetiva en el derecho penal 
(Cancio Melia, 1997), en su investigación establece que para determinar la responsabilidad 
de un suceso, en el marco del tipo objetivo, juega un rol preponderante la conducta de  la 
víctima, la cual se constituye como un elemento normativo. Más aun, cuando a causa del 
comportamiento del agraviado, el hecho pueda asignarse al ámbito de responsabilidad 
exclusiva de esta, según lo que inicialmente definió como imputación a la víctima, el 
proceder  del autor no será objetivamente imputable. Las principales conclusiones son: 
 
-  A pesar que aún no se establece de manera concreta la inclusión de  inculpar 
a la víctima en la teoría de la imputación objetiva, la información analizada 
en la presente investigación nos describen como adecuadas y acertadas las 
opiniones doctrinales, que considera desde distintos puntos de vista, que 
concretamente el asunto debe centrarse en la teoría del tipo objetivo. 
 
 
1.2.2. Nacional. 
 
 Tesis: El principio de la imputación necesaria: una garantía procesal  y  
sustantiva a la vez  derivada del diseño de  un sistema penal democrático y garantista.  
(Peña Cabrera Freyre, 2005). La presente investigación nos permitirá analizar el proceso de 
atribución en un proceso penal; orientado a acusar  al inculpado; teniendo en cuenta la 
existencia de un comportamiento común  y  antijurídico, cuando se quiere definir la puesta 
en peligro  de la víctima. Para los fines de nuestra investigación detallamos los puntos más 
relacionados: 
 
- En la investigación se estudia la existencia del “principio de la imputación necesaria”, 
y su análisis recae en los órganos de administración de justicia. Es decir  según lo 
señalado en el actual código procesal - penal, el principio acusatorio,  el cual se 
relaciona proporcionalmente con el tema de estudio, aumenta su importancia 
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normativa y de aplicación, el cual se observa reflejado al momento de formalizar la 
acusación fiscal, siendo ello de vital importancia dado que en esta etapa  de 
investigación preparatoria, no tenemos la certeza de la responsabilidad total o 
participe del autor. 
 
- Es decir que el atribuir la responsabilidad a  la víctima es un tema delicado,  como 
romper los parámetros jurídicos correspondientes a la imputación necesaria, por ende 
es  de vital importancia  que las dos cuenten con vías  ordinarias , que garanticen  una 
vigencia irrestricta , de tal manera que el principio de imputación necesaria mantenga 
una estrecha relación con las garantías esenciales del debido proceso. 
 
- Deducimos entonces que el proceso penal, debe  encaminar su acción  probatoria, a 
demostrar con medios suficientes y fehacientes , dos puntos en concretos:  el primero, 
es determinar si el comportamiento del inculpado se acopla por completo a los 
conceptos dogmáticos en estudio en  el plano penal  y a ello verificar que no guarde 
justificación a la acción lesiva generada a la víctima, en tanto el hecho no se haya 
producido  dentro de un riego permitido  por el marco legal, la cual no puede ser 
objeto de punición. Y como segundo punto hace referencia que el inculpado es 
responsable desde el punto de vista estrictamente procesal, refiriendo si tuvo o no  
autoría – participación en el hecho punible.  
 
 Tesis: Teoría de la imputación objetiva en el sistema funcional del 
derecho penal. Para (Medina Frinsacho, 2010)  en su investigación define la imputación 
objetiva  como una estrategia legal que ayudará  en procesos referidos al  derecho penal de 
un estado democrático, que tiene como finalidad primar las diferentes conductas sociales , 
garantizando que las personas civiles mantengan una actitud responsable con las 
obligaciones  jurídicas, pero solo de aquello que les compete en torno  a su organización. 
Según lo señalado es que se puede observar que la Imputacion objetiva ampara  la libertad 
de las personas como tales, y establece seguridad  dentro del marco legal, para el respeto de 
su proceso de auto organización, en la cual ni el estado si otros ciudadanos tengan injerencia. 
Según el desarrollo de la investigación; el autor concluye en lo siguiente: 
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-  En razón de lo mencionado podemos acotar que existen actos, que de alguna 
manera representan riesgos  para la sociedad (trascendente o poco relevante como 
un mecanismo de solución es); pero estos  no se están penalmente  prohibidos 
dentro del marco normativo ya explicado, y basado en lo expuesto se puede 
definir que constituyen riesgos permitidos.  Por ello podemos entender de modo 
general que agrupando todo lo referido a supuestos irrelevantes, sobre los 
principios de imputación ya este el caso  riesgo permitido, principio de confianza, 
prohibición de regreso; no son más que supuestos  particulares que tiene como 
eje matriz el riesgo permitido  
 
 
 Tesis: Autopuesta En Peligro Y Exclusión De Comportamientos 
Penalmente Relevantes (Oré Sosa, 2008). La presente investigación  analiza el juicio de 
imputación objetiva  aplicable a otros principios, como, protección a la norma y el principio 
de confianza; considerando que en este último se centra la esencia de la teoría de la 
prohibición de regreso, en sus orígenes. Las conclusiones más relevante para esta 
investigación son: 
 
- Se puede establecer  que la víctima, por decisión propia se ha visto inmersa en una 
situación peligrosa causado por la actitud imprudente de la misma, por lo si se 
produce la  inimputabilidad de autor o participe en el resultado del hecho punible, 
emerge a consecuencia de que la víctima  provoco dicho riesgo, que incluso puede 
tener como resultado final su propia muerte. Por tanto solo  ella debe asumir las 
consecuencias de su acción, dicho de otra manera, no puede transferir a otras 
personas la responsabilidad por un resultado lesivo  producto de la imprudencia de 
la propia víctima o, lo que es lo mismo, en incumplimiento de sus deberes de 
autoprotección   
 
 Tesis: La imputación objetiva fundamentos y consecuencias dogmáticas  
a partir de las concepciones  finalistas de Roxin y Jakobs. (fernandez, 2005). La presente 
investigación  aporta conceptos y definiciones claves en el proceso de imputación objetiva. 
Las conclusiones, más relevantes señaladas son: 
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- En cuanto se puede señalar que en el marco  doctrinal conforme a la teoría de la 
Imputacion objetiva ha logrado  unificar  un pensamiento estandarizado  
correspondiente a  los delitos dolosos y culposos, toda vez que se genera  de un  hecho 
impudente,  asi mismo se puede  resaltar que existe congruencia ente los delitos 
culposos y dolosos 
 
 Proyecto de Investigación: Apreciaciones críticas a la teoría de regreso 
en la jurisprudencia peruana. Según (Villanueva Haro, 2008) en su investigación define 
los siguientes criterios: 
 
- La víctima no tiene el poder de controlar los riesgos o peligros; por lo cual no debe 
imputarse el accionar  por no tenerlo en cuenta generando, dificultad de la victima  
de conocer dicho riesgo, será determinante al momento de enmarcar el tipo penal , 
pero no debe generar la exclusión o  disminución de la pena, provocando error en los 
elementos del tipo. Esta situación se podrá evitar cuando el autor, siendo consiente 
del cuidado necesario, hubiese correctamente evitado  las circunstancias ignoradas.  
Cabe menciona que la tal cuidado depende  de la circunstancias  en las que se 
encuentre y debe  desarrollarse de acuerdo a las capacidades  personales del autor. 
 
 Tesis: Imputación objetiva en la jurisprudencia peruana (Villavicencio 
Terreros, 2010). Del presente trabajo se deducen las siguientes conclusiones: 
 
- Es de suma importancia que exista una relación objetiva entre la Imputacion objetiva 
del resultado y de la conducta; pues no es basta una vana  concurrencia; para asi 
lograr verse como un riesgo constitutivo a dicha  conducta. Asimismo la conducta y 
el resultado deberán mantener un vínculo  de causalidad y de riesgo; siendo factible   
negar la imputación objetiva en el hipotético caso en el que el resultado efecto  haya  
emergido   por un comportamiento  que creó un riesgo prohibido. 
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 Artículo de Investigación: Consideraciones sobre la imputación objetiva 
y su consolidación en el derecho penal peruano.  (Pariona Ariana, 2013). Al realizar un 
análisis del artículo se señala las siguientes conclusiones: 
 
- Dentro del marco legal peruano, es de vital  relevancia  la teoría de la imputación 
objetiva para reconocer  la conducta penalmente trascendente. Ya no es suficiente 
una vano vinculo  causal;  si no que es necesario un análisis de tipicidad, el cual debe 
llevarse a cabo según criterios de valoración normativos basados en el riesgo 
permitido; por tanto una conducta  será valorada penalmente solo  si ocasiona un 
riesgo no permitido, la cual después se materializa en el efecto  típico; el cual está 
incluido en el entorno de protección a la norma. 
 
 
1.2.3. Local. 
 
 No se encuentran más antecedentes de la Investigación en la Región respecto 
al presente tema. 
 
1.3. Teoría relacionadas al tema 
 
1.3.1. Teoría de la Imputación Objetiva. 
 
La expresión imputación objetiva engloba un pensamiento de aludir la comisión de un 
hecho a su autor, el adjetivo que califica la atribución como objetiva, revela además que 
dicha atribución no comprende necesariamente del entendiendo, emociones  y deseos del 
autor, ni de los factores individuales,  pues estos fundamentan la formación del juicio de 
reproche. 
La Dogmática Penal a partir de los años setenta ha centrado su atención en temas de 
variada naturaleza siendo el tema de la imputación objetiva el que sobresale por la 
originalidad  de sus ideas y la sofisticada red argumentativa de sus presupuestos teóricos e 
implicancias prácticas, siendo considerada la ha privilegiada del funcionalismo. Esta teoría 
en la actualidad ocupa un lugar privilegiado en el debate penal pudiendo afirmarse 
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actualmente la existencia de una variedad de propuestas en cuanto a su contenido. Bajo el 
rótulo de “imputación objetiva” aparecen muchas ideas que ya han sido sostenidas en el 
marco de sistemas jurídicos muy diferentes. 
La idea central de la Imputación Objetiva se expresa en la siguiente fórmula: “Un 
hecho es imputable siempre y cuando ha sido generado por una conducta humana , asi mismo 
dicha conducta tuvo que generar un peligro prohibido por el ordenamiento jurídico , la cual 
tiene un resultado lesivo”. 
a) La creación de un riesgo jurídico penalmente relevante. 
b) La elaboración del riesgo permitido en el desenlace. 
c) La adquisición del resultado al ámbito del cuidado de la norma. 
 
1.3.1.1. Líneas de desenvolvimiento histórico.  
 
Aunque el presente trabajo no esté orientado al desarrollo de la Imputación Objetiva 
en general, resulta imprescindible para una mejor comprensión del sentido y significado de 
su contenido el conocimiento de las teorías que se han elaborado y que han significado, de 
alguna manera, intentos por abordar y superar la casi ilimitada responsabilidad a lo que 
conducía el dogma causal. Por ello, aunque de manera somera, en las líneas que siguen se 
intentará resaltar las principales teorías que han precedido y servido de base a la imputación 
objetiva. 
Para el logro de tal cometido, la referencia a las teorías antes aludidas se realizará 
tomando en consideración la evolución de la Dogmática Penal, es decir, considerando el 
surgimiento de los diversos sistemas penales en cuyo marco se han ido elaborando tales 
teorías y a cuyas concepciones corresponden tales planteamientos. Es asi que, se ha  
estructurado la garantía del desarrollo hábil de sus posibilidades, de tal forma que el 
resultado final sea su realización en el mundo. Dicha realización hace referencia al periodo  
de vida del ser humano, en el que se encuentra preparado y logra los objetivos que se plantea 
en función de sus habilidades y empeño. 
Como se ha hecho referencia anteriormente en el sistema jurídico peruano se encuentra 
establecido que sólo puede hacerse responsable a alguien por sus propios actos. Siguiendo 
esta línea de análisis, la  premisa de autodeterminación define como presupuesto indiscutible 
la concepción de responsabilidad personal. El Estado reconoce la capacidad de auto 
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determinarse de la persona, la cual se refleja en dos aspectos; el primero en la obligación que 
el marco jurídico legal obliga a quienes violan las normas penales,  y el segundo en la 
repercusión que tienen en la delimitación de esferas de solidaridad  cuando hay, más de un 
sujeto que interviene en un hecho. De ello se deriva que cuando la víctima ha intervenido de 
manera responsable junto a un tercero en una acción causante de un cierto riesgo, éste  se 
encuentra exento de toda responsabilidad penal de lo efectuado  por la víctima. 
El núcleo de la idea de autorresponsabilidad implica que a todo ciudadano se le 
asignara un ámbito de organización propia de su estilo de vida, y a quien es titular de tal 
ámbito de auto organización le corresponde la responsabilidad por los perjuicios que se 
ocasionen de esa organización propia. Como señala, FEIJOO SÁNCHEZ: no sería lógico 
que el Derecho estuviera orientado a defender los derechos de cada sujeto, marginando su 
determinación a decidir  , privando el derecho de auto determinarse  Aquello significaría que 
estamos en un país con una doctrina la cual  considera que todo derecho es de propiedad 
común  y donde la libertad personal  jugaría sólo un rol alterno; pero no en un Estado libre 
y democrático; donde se protege la honor  de la persona y sus derechos  inherentes, y en el 
que la libertad es un criterio preponderante del ordenamiento jurídico.” 
  
 
1.3.1.2. Formalismo. 
 
También denominado “Positivismo Jurídico”. En esta etapa aparece como rasgo 
característico por influencia de la ciencia positiva: la observación y las leyes de causalidad 
(que permiten la previsibilidad), constituyendo el Derecho Positivo el objeto de su análisis 
sistematización. El método utilizado en ese sistema consiste en determinar a través de la ley 
la solución más idónea al caso, siguiendo los lineamientos de la “cimentación jurídica”; esto 
se da a raíz , de la concentración  progresiva de las definiciones específicas a las más  
universal  (Método inductivo). Sobre este orden la concepción clásica del delito refleja una 
clara dicotomía entre lo objetivo y lo subjetivo considerando que la tipicidad y la 
antijuridicidad constituyen la parte objetiva del acto delictivo, como acontecimiento 
extremo; mientras que la parte interna del hecho (los procesos que tienen lugar en el alma 
del Autor) encuentra su reflejo en la culpabilidad concebida como un vínculo  psicológico 
del sujeto con el hecho y con la antijuridicidad. El tipo penal se caracterizaba por ser 
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meramente descriptivo y valorativamente neutro, dependiendo la afirmación de la tipicidad 
de un comportamiento de la existencia del vínculo causal entre a acción voluntaria y el efecto 
Sin embargo, para la constatación de la relación de causalidad entre una determinado 
accionar y el efecto que produce  y con ello la afirmación de la tipicidad de un 
comportamiento, se acudía a la teoría de la equivalencia de condiciones donde encuentra, su  
nivel de  culpabilidad negando el dolo o imprudencia, siendo entonces que de la libertad de 
actuación o la libertad de configurar las relaciones interpersonales que solo corresponde al 
titular del bien jurídico aun cuando de dicha configuración se deriven consecuencias nefastas 
siempre que se realice de manera libre y responsable. 
 
1.3.1.3. Primer intento de introducir la teoría de la imputación objetiva en el 
sistema del derecho penal. 
 
En 1930 Hoing público un artículo basado en la revisión del estudio en  la teoría de la 
imputación de Hegel, planteada antes por  Larenz.  En este artículo Honig retoma el tema de 
elegir qué nexos causales son transcendentes  para el Derecho Penal y aquellos que  son 
indiferentes ya no desde la perspectiva de la causalidad, sino de la valoración de una 
previamente constatada. Para dicha constatación Honig recurre a consideraciones 
eminentemente normativas acudiendo a lo que denominó perseguibilidad objetiva de un 
proposito para suprimir criterios  dirigidos por la causalidad distinguiendo un juicio de 
imputación distinto e independiente del juicio de la causalidad. Siguiendo esta lógica, se 
catalogará como imputable, siempre y cuando el resultado ha sido consecuencia de llevar a 
cabo sus fines. Por ello,  es imputable aquel producto que al final puede ser percibido como 
dispuesto. La probabilidad objetiva de procurar,  es el criterio de imputación determinante 
lo cual ha de valorarse desde un punto de vista objetivo; es un juicio sobre el alcance o evitar 
el efecto Honig busca separar el criterio de atribuir  el efecto  como elemento subjetivo, para 
conseguir  la permisión de un riesgo no quede desvirtuada  por la referencia al Derecho sino 
que es generada de manera histórica, es decir, por el progreso de la sociedad. Se puede decir 
que el Derecho a través de sus normas perilla la configuración de determinadas actividades, 
desempeñando un papel de favorecimiento, fomento o regulación de algunas actividades que 
guardan en sí,  un peligro inmaterial o aquellas  que son aptas para transgredir bienes 
jurídicos, tutelados  por el marco del Derecho Penal. Partiendo desde ese punto no puede 
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considerarse importantes para el Derecho Penal aquellos comportamientos que forman parte 
del orden social, a pesar de la peligrosidad para los bienes jurídicos que protege. Si la 
autopuesta en peligro de un bien jurídico, permitida, termina una lesión; entonces el autor 
no puede ser imputado, en razón de la licitud de su conducta. Por el contrario debe asumirse 
como un infortunio con la cual hay que convivir, siendo que el ordenamiento jurídico penal 
no tolera  imprudencias que suelen desarrollarse en distintas actividades. El riesgo permitido 
está referido a la soportar en cierto grado el desconocimiento de un hecho, que ha vulnerado 
el bien jurídicamente tutelado No toda conducta peligrosa es trascendente a efectos de la 
imputación objetiva del resultado. En este sentido, el riesgo permitido va referido a la 
peligrosidad abstracta o lejana de ciertos comportamientos; dicho de otra manera, a 
conjeturas en los que las víctimas no se hallan individualizadas. Lo que es aceptable es el 
desarrollo adecuado de determinadas actividades o profesiones por ejemplo: conducir un 
vehículo respetando las medidas de seguridad, construir edificios, etc. De las definiciones 
anotadas puede extraerse que el Riesgo permitido es todo aquel riesgo que de modo general 
se encuentra presente en toda conducta objetivamente prudente. La cuestión acerca de la 
ubicación sistemática que ocupa el riesgo permitido dentro de la teoría del delito es bastante 
discutible en la doctrina, existiendo fundamentalmente dos posiciones. Una primera posición 
considera al riesgo permitido una causa de justificación que opera excluyendo la 
antijuricidad. Concretamente el desvalor de la acción y por tanto la parte centrarse en el 
juicio objetivo del acontecer en la valoración de éste como un medio idóneo para la 
consecución de un resultado indeseado por el legislador. Según Welzel: sostiene que la teoría 
de la adecuación social es un tema de vital importancia la cual consiste en un interpretación 
de los tipos, con ello queda excluida del concepto arbitrario todo aquel accionar que se 
encuadren dentro de un orden históricamente generado, para Welzel los tipos son 
comportamientos antijurídicos que se dan atraves de acciones socialmente adecuadas, nacen 
sin relevancia típica, sino que son expresiones que  se contempla dentro del marco social , 
resolviendo como ejemplo breve el que alguien envía a otro al bosque cuando amenaza una 
tormenta,  con la esperanza de que un rayo lo mate. Señalando que no tiene nada que ver ni 
con el dolo ni la causalidad sino con el significado social de la acción o adecuación social. 
 
1.3.2. Imputación objetiva del comportamiento. 
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1.3.2.1. Imputación Objetiva Del Comportamiento. 
  
1.3.2.1.1. El riesgo permitido. 
 
No cabe duda que en un Estado de Derecho no existen motivos fundados para limitar 
la libertad general de actuación. Nadie duda que una operación quirúrgica o la conducción 
de vehículos motorizados sean actividades que suponen ciertos riesgos; sin embargo sería 
imposible aceptar una sociedad en la cual se prescinda de acciones de esa naturaleza. El 
entorno social no puede organizarse sin cierto nivel de riesgos. La permisión del riesgo se 
encuentra profundamente vinculada a las ventajas, utilidades generales o utilidad social que 
aseguran las interacciones personales que puedan generarse en el mareo de una determinada 
actividad; sin embargo, no se puede negar que en una sociedad que garantía la libertad de 
actuación se arriesga diversos bienes que a la vez son tutelados por el Derecho Penal, 
entonces, a medida que la sociedad aumente más su valoración a los objetivos a perseguir 
por una actividad o conducta  específica , más riesgos estará dispuesta a aceptar. De lo antes 
dicho se puede deducir que el ordenamiento jurídico no puede exigir una conducta que 
excluya absolutamente toda puesta en peligro de bienes tutelados de terceros. La permisión 
de un riesgo no queda legitimada solo porque está relacionado al derecho sino que se legitima 
por la evolución histórica de la sociedad. Se puede decir que el derecho a través de sus 
normas perilla la configuración de determinadas actividades, desempeñando un papel de 
favorecimiento o regulación de determinadas acciones que guardan un peligro oculto, que 
según estadísticas son capaces de lesionar bienes jurídicos resguardados por el derecho 
penal. De allí que no pueda considerarse importantes para el derecho penal aquellos 
comportamientos que están  integrados con el orden social, a pesar de la peligrosidad para 
los bienes jurídicos que protegen. Si al ponerse  en peligro lícita de un bien jurídico afectado  
desencadenando  una lesión, entonces el autor no puede ser sancionado, en razón de la licitud 
de su comportamiento, sino que debe entenderse como un infortunio con el cual hay que 
aprender a coexistir, y al contrario el ordenamiento jurídico no tolera las negligencia que 
puedan producirse en el entorno de dichas acciones. El riesgo permitido está relacionado a 
la indulgencia de un cierto nivel de riesgo para los bienes jurídicamente tutelados. 
Considerando que no toda acción peligrosa es trascendente cuando se trata de imputar 
objetivamente el efecto causado; el riesgo permitido hace referencia  a la iniquidad  abstracta 
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o lejana de algunas conductas; es decir, a supuestos en los que las víctimas no se encuentran 
individualizadas. Lo que es aceptable es el desarrollo adecuado de determinadas actividades 
o profesiones por ejemplo: conducir un vehículo respetando las medidas de seguridad, 
construir edificios, etc. De las definiciones anotadas puede extraerse que el Riesgo permitido 
es todo aquel riesgo que de modo general se encuentra presente en todo comportamiento 
objetivamente prudente. La cuestión acerca de la ubicación sistemática que ocupa el riesgo 
permitido entorno a la teoría del delito es bastante discutible en la dogma penal, existiendo 
fundamentalmente dos posiciones. Una primera posición considera al riesgo permitido como  
un desenlace  de inexigibilidad, que opera excluyendo la antijuricidad. Concretamente el 
desvalor de la acción y por tanto la parte negativa del tipo aunque concurra el aspecto 
objetivo del tipo positivo o indiciarlo. La otra postura mayoritaria, considera al riesgo 
permitido como una ente  dogmático que define el estado de relación  adecuado en el trato 
de algunos riesgos específicos, en virtud  de una determinación global para determinados 
tipos de desarrollo, desvinculada al contexto individual, y, bajo ese razonamiento y análisis 
implica la legitimación de espacios para el libre albedrio, en cuanto a elementos del tipo 
objetivo de los delitos dolosos e imprudentes; además de ello puede señalarse que aquel que 
se encuadra en los límites de la tolerancia social o riesgo permitido no viola el deber de 
cuidado y por tal motivo no actuaria cotidianamente a  pesar de que se produzca un resultado 
lesivo, dado que aquel sujeto que obra dentro de los parámetros del cuidado debido , no 
generaría  una infracción  típica al ordenamiento jurídico penal, asi mismo  si a través de ello 
se produjera   un efecto  lesivo. Entonces la realización de una actividad que generalmente 
es peligrosa se permite en la medida en que se realice con la diligencia debida; esto es sin 
imprudencia. De lo que se trata, por consiguiente, es de controlar un peligro abstracto para 
que no se convierta en un peligro concreto, o que habiéndose presentado una situación de 
peligro, debe de controlársele para que no se convierta en un resultado lesivo. A continuación 
se intentará resaltar tan sólo algunos aspectos que permitan determinar la infracción o no del 
deber de cuidado y con ello la exclusión de la posibilidad de encontrarse ante una conducta 
imprudente a partir del instituto del riesgo permitido en determinados ámbitos. 
 
1.3.2.1.2. Riesgos con legitimidad histórica (adecuación social). 
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Son riesgos que se han ido aceptando en el derecho, con la finalidad de beneficiar la 
libertad de actuación. Asimismo no llegará a trascender para el derecho penal si la persona 
no posee datos objetivos que definan la particularidad o  peligrosidad de su actuación (por 
ejemplo: contagio de enfermedades habituales, casos de shock, etc); o bien que no se hubiera 
actuado con dolo (por ejemplo la lesión sufrida por un futbolista). 
 
 
1.3.2.1.3. Riesgos en ámbitos con normas jurídicas extrapenales.  
 
Debe considerarse que las normas jurídicas extrapenales constituyen una 
estandarización de ciertas prestaciones mínimas e indispensables de cuidado, sin las cuales 
dichos riesgos no podrían ser permitidos. Cualquier resultado lesivo que se produzca 
cumpliendo con estas prestaciones mínimas de cuidado debe ser considerado dentro del 
riesgo permitido. En este sentido -como una clara muestra de la utilidad práctica de esta 
categoría que para el juzgador puede significar al determinar si hubo o no infracción del 
deber de cuidado  cabe mencionar la sentencia absolutoria del 29 de abril del 2003, 
expediente N° 469-00 sobre Homicidio Culposo, expedida por el Segundo Juzgado Penal de 
la Corte Superior de Justicia de La Libertad (Jueza: Cecilia León Velásquez); en la cual se 
aprecia que la conducta del acusado se había desarrollado dentro del riesgo permitido al 
conducir un vehículo y que por tanto rio hubo infracción del deber de cuidado. Debe 
precisarse además que las normas de cuidado solo cumplen una función indiciarla del deber 
de cuidado; y que de ninguna manera pueden considerarse su esencia. 
 
1.3.2.1.4. Riesgos en ámbitos con un estándar técnico.  
En estos ámbitos el ordenamiento jurídico no ha establecido normas que regulen la 
actividad profesional, debido a la multiplicidad y complejidad de las circunstancias que 
pueden presentarse. Tampoco es posible el establecimiento de un estándar a través de las 
normas, que sea capaz de abarcar todas las situaciones y factores que puedan concurrir en 
cada caso concreto, dado la evidente imposibilidad material, el avance de la ciencia y la 
tecnología que conducirían a que dichas reglas queden pronto en el desfase. Pero entonces, 
y tomando como ejemplo las actividades relacionadas con la medicina, ¿qué criterios pueden 
ser útiles para determinar cuándo existe responsabilidad por imprudencia en actividades 
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curativas? Dada la imposibilidad del ordenamiento de establecer normatividad unos límites 
dentro de los cuales los profesionales configuren su actividad para que sea considerada lícita, 
de tal manera que el riesgo que se genere se permita sin que ello signifique inseguridad o 
arbitrariedad: entonces se recurre al estándar técnico. En casos como estos los alcances de 
permisión de un riesgo específico están directamente relacionados con el estado de la ciencia 
o habilidad tecnológica de nuestra sociedad a que esté referida; por ejemplo la explotación 
de centrales nucleares o en las medidas para prevenir el SIDA. En este sentido el estándar 
técnico cumpliría una función de proporcionar datos acerca de cómo configurar una 
determinada actividad riesgosa, cuáles son los medios adecuados para salvar una vida, etc. 
Ello es sin duda alguna relevante al determinar el cuidado debido, por ejemplo para 
determinar qué medicamento debió suministrarse al paciente, el tratamiento más eficaz en 
casos similares, el deber de informar al paciente, etc. Dicho referente no debe desligarse del 
caso concreto sino se quiere llegar a soluciones arbitrarias por ello en el marco de la actividad 
médica para determinar el cuidado debido debe de apreciarse el contexto de cada caso 
concreto (lex artis adhoc); y ello se debe a la ausencia de una posición para garantizar la 
razón de porque se ha creado un riesgo, sino especificamete para luchar contra un riesgo 
previamente creado. 
 
CASO 1 
“A” transporta en su combi a “B” (de 78 años de edad), “C” y “D” conduciendo a una 
velocidad adecuado. “A” frena bruscamente su vehículo evitando atropellar a un niño que 
cruzó la pista intempestivamente. Como consecuencia de dicha maniobra “B” padecía del 
corazón) sufrió un shock repentino que le causó la muerte ¿“A” infringió el deber de 
cuidado? 
 
Solución 
Con este ejemplo se grafica la cuestión de los riesgos que se encuentra en las relaciones 
de los individuos y que cabe denominarlos “riesgos inocuos. El shock que sufre “B” al frenar 
bruscamente la combi en la que viajaba no es más que un riesgo que no puede desterrarse de 
la configuración de la sociedad. La reacción de “A” evitando atropellar al niño que cruzó la 
pista de manera intempestiva no puede considerarse imprudente; al contrario, conforme a 
los datos conducía su vehículo a una velocidad adecuada y frenó a tiempo para evitar 
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atropellar al niño, lo que le causó la impresión a “B”, siendo la causa de la muerte dicha 
impresión. De aceptarse una responsabilidad de los choferes, conduciría a consecuencias 
inaceptables como por ejemplo que los choferes de la combi o cualquier transportista no 
dejasen que personas que sufren del corazón aborden sus vehículos por temor a incurrir en 
responsabilidad penal. 
 
 
 
CASO 2 
“X” sale de su casa conduciendo el vehículo de su padre, sin tener licencia de conducir. 
“X” se dirige a la casa de su enamorada conduciendo el vehículo a una velocidad adecuada 
y respetando también todas las señales de tránsito. En esas circunstancias cruza 
repentinamente la pista un orate siendo atropellado por “X” quien no tuvo tiempo para 
reaccionar ante dicha situación, perdiendo la vida el orate al ser conducido por “X al hospital: 
 
Solución: 
Existen actividades que para llevarse a cabo es necesario la disposición de ciertos 
conocimientos, capacidades, y aptitudes por parte del sujeto que ha de realizarlas. En este 
ámbito existen normas extrapenales destinadas a asegurar que los sujetos participantes en 
estas actividades cuenten con los referidos conocimientos mínimos, habiéndose establecido 
para ello autorizaciones de carácter administrativo, por ejemplo la licencia de conducir, el 
título profesional, etc. Sin embargo no siempre el que cuenta con dicha formalidad 
necesariamente es cuidadoso. La determinación de si la conducta es o no cuidadosa 
dependerá de la forma cómo el sujeto configure su actividad en el caso concreto 
independientemente de la posesión del permiso de carácter administrativo. De ello se 
desprende que alguien puede ser cuidadoso en el desarrollo de una actividad, no obstante 
carecer de dicha autorización. Dentro de este grupo de supuestos puede ubicarse el caso 
planteado y en el cual se aprecia que no obstante el haber “X” conducido el vehículo de su 
padre sin licencia de conducir, se ha comportado dentro del tráfico cumpliendo con las 
prestaciones mínimas de cuidado que el ordenamiento ha impuesto a través de la 
normatividad a todo aquel que conduzca un vehículo motorizado, sin que sea relevante el 
haber conducido sin la respectiva licencia a efecto de fundamentar una responsabilidad por 
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imprudencia, lo que no lo exime de una sanción administrativa. Debe considerarse entonces 
que el riesgo de producción de estos resultados (habiéndose comportado de manera 
diligente) son aceptados socialmente y la posibilidad de que accidentes como este se 
produzcan ha sido asumido por el ordenamiento como un infortunio con el cual hay que 
aprender a coexistir. 
 
CASO 3 
“A” conduce en estado de ebriedad su vehículo en la carretera Panamericana Sur, 
cuando regresaba a su pueblo donde vivía con su esposa e hijos. De pronto “A” se queda 
dormido y su vehículo espectacularmente da cuatro vueltas de campana, por lo que “A” sufre 
una perforación del pulmón, siendo auxiliado por unos campesinos de la zona quienes lo 
conducen a una posta cercana y dan aviso a su esposa. El médico “B” comunica a la esposa 
de “A” que debe operársele a su esposo inmediatamente para salvarle la vida; sin embargo 
en la posta no cuentan con el instrumental idóneo para realizar dicha operación debiendo ser 
trasladado entonces al hospital de la ciudad que se encuentra a dos lloras y media del lugar 
con la elevada probabilidad que llegue sin vida. Sin embargo, la esposa estando informada 
de esta situación pide al médico salve la vida de su esposo. “B” utiliza todos los medios a su 
alcance, sus conocimientos y experiencia durante la operación. “A” fallece. 
 
Solución: 
Nos encontramos ante un supuesto en el que concurre como resultado la muerte de 
“A”, debiendo orientarse el presente análisis ha de determinar si la conducta desplegada por 
el médico “B” ha infringido su deber de cuidado o si su comportamiento por el contrario se 
ha desarrollado dentro de lo permitido (circunstancia que desde la posición que es asumida 
en el presente trabajo nos conduciría a excluir la tipicidad). Como se ha señalado 
anteriormente el criterio para delimitar lo permisible de lo no permisible ha de encontrarse 
no en el Ordenamiento sino en los estándares técnicos y que en el caso analizado es la “Iex 
artis”. Para ello debe apreciarse todas las circunstancias y factores concurrentes en el 
desarrollo del suceso: que el centro médico al cual es conducido el herido es una posta, que 
la distancia al hospital más cercano era de dos horas y media, que el herido ha sufrido una 
lesión en el pulmón de tal manera que si no es operado inmediatamente perderla la vida, que 
el hecho de conducir al herido al hospital más cercano significaría su muerte segura. Aunado 
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a las circunstancias descritas debe apreciarse que la esposa en pleno conocimiento de la 
situación solicitó que opere a su esposo, y que el médico a pesar de no disponer del 
instrumental adecuado puso en práctica todos sus conocimientos y experiencia, conforme al 
estándar técnico o lex artis, intentando controlar la situación que se le había presentado. Una 
infracción a la lex artis se hubiese presentado si el médico lo hubiese dejado desangrar, no 
hubiese puesto la concentración y el cuidado necesario durante la operación, o no hubiese 
informado de la situación a la esposa del paciente. Al verificarse que la conducta de “B” se 
ha desarrollado conforme a la lex artis, puede afirmarse que se ha desenvuelto dentro de la 
permisión del riesgo y por tanto no cabe apreciar que se haya infringido el deber de cuidado. 
 
1.3.2.2. El Tratamiento de la Conducta de la Victima en el Marco Conceptual 
de la Imputación Objetiva. 
 
La postura que en este capítulo se expone se distancia de los postulados 
victimodogmáticos en el sentido de que aquella no pretende atribuir importancia al 
comportamiento de la víctima basándose en consideraciones eminentemente fácticas en 
virtud de las cuales se intenta hacer depender la participación del derecho penal de forma 
que se pueda constatar de la mera posibilidad del titular del bien jurídico que posteriormente 
resulta lesionado de auto protegerse o evitar el suceso, sino que al contrario aquella tendencia 
pretende encontrar un fundamento normativo extraído de la orientación inequívoca del 
propio ordenamiento jurídico. Este fundamento normativo es el que permite la introducción 
de la influencia del comportamiento de la víctima en el plano dogmático ubicándolo en la 
teoría del delito; en especial al momento de valorar la tipicidad del comportamiento del 
agente. Pero este desarrollo dogmático no puede ser posible sin antes exponer cuál es el 
fundamento del denominado Principio de Autorresponsabilidad, exposición que permitirá 
intentar realizar una revisión de los principios que orientan nuestro ordenamiento jurídico 
con la evidente intención de determinar la viabilidad o no de la ejecución del principio de 
autorresponsabilidad y del criterio de imputación a la víctima en la solución de los casos por 
parte del juzgador peruano como su concreción. 
 
1.3.2.3. La imputación objetiva del resultado. 
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En  este estudio se determina cuándo el resultado lesivo es reconducible a la conducta 
típica. Lo que aquí se trata es de determinar si la conducta típica se ha materializado en el 
resultado lesivo; es decir, si el resultado es el reflejo o no del desvalor de la acción. En este 
ámbito se plantean en la doctrina una variedad de criterios para lograr una adecuada 
atribución del resultado, representando el principal problema la unión presente entre la 
conducta generada y el desvalor del producto. Así cabe mencionar el problema de si posee 
alguna relevancia las conductas alternativas ajustadas a derecho. Especial referencia merece 
la solución que ROXIN le da a los casos de las conductas alternativas ajustadas a derecho a 
través de la teoría del incremento del riesgo. La utilización de ésta teoría conduce, lejos de 
una restricción, a una ampliación de la obligación  en los supuestos en los que si bien existe 
una conducta que lesiona el deber de cuidado, sin embargo existen dudas acerca de si; 
efectivamente dicha conducta se ha concretado en el efecto; es decir si éste es el reflejo del 
desvalor de la acción. De la mención del siguiente ejemplo se intentará exponer el contenido 
de esta teoría: una persona conduce un vehículo y adelanta a un ciclista llegando a estar a  
de 75 centímetros en lugar de 1.50 metros como se encontraba normado. El ciclista pierde 
la vida al caer entre las ruedas posteriores del camión. Existiendo un estado de embriaguez  
intenso, por parte del ciclista; el cual era imperceptible para el conductor del camión; con 
muchas probabilidades las consecuencias hubieran sido las mismas, aunque no se hubiera 
dado el adelantamiento con la separación exigida. Para la teoría del incremento del riesgo se 
da la presencia del cuando un comportamiento negligente genera un riesgo mayor que el 
permitido, el cual se podrá comprobar a través de la paridad del peligro creado y aquel 
peligro que se hubiera dado con el comportamiento correcto en el supuesto concreto a 
enjuiciar. El uso de la teoría del incremento del riesgo para este  caso específico plantea la 
imputación porque un proceder adecuado habría salvado la vida al ciclista, no se puede 
afirmar esto al 100 por ciento, pero al ser una posibilidad, el exceso del riesgo permitido por 
no conservar el espacio lateral ha aumentado considerablemente, hablando en términos 
jurídicos, la probabilidad de un accidente con consecuencias fatídicas.  Pues como afirma 
ROXIN todo incremento de ese riesgo hace recaer las consecuencias sobre el autor. Por ello 
la oposición  a la aplicación de esta teoría se dirige en el sentido de que este principio del 
incremento del riesgo no puede servir de base para la imputación de resultados, puesto que 
presume la  comprensión de los tipos penales, considerando que la persona que crea un riesgo 
no permitido, no mata o no lesiona, no se afirma la ejecución de los peligros no permitidos 
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originados por el autor, tratándose en realidad de una conducta que puede considerarse corno 
una tentativa acabada. De esta manera a través de la teoría del incremento del riesgo se 
transforma en tipos consumados tentativas acabadas imprudentes que se sospecha que se 
pueden haber consumado, contraviniéndose los mínimos requerimientos del principio de 
legalidad, porque esto implicaría que se estarían señalando acciones tentativas  a título de 
resultado, no obstante los tipos penales requieren que se genere una consecuencia por un 
comportamiento imprudente. 
 
1.3.2.4. Teoría de la causalidad adecuada o adecuación. 
 
La teoría de la causalidad adecuada delineada por Von Kries; surge como una reacción 
al exceso incurrido por la concepción precedente de causa; esbozando un nuevo concepto a 
través del cual no toda característica del resultado preciso es  motivo causal; según el marco 
legal, sino, solo las condiciones que son capaces de generar  un resultado. Según esta teoría 
sólo puede considerarse motivo causal del resultado a la condición del mismo que, según la 
práctica, es idónea para producirlo, es decir, todas las circunstancias que elevan de manera 
representativa la posibilidad de producción del resultado típico. Cuando un individuo está 
expuesto en la misma situación del agente, se considerara una acción idónea para producir 
un resultado, si este hubiera tenido la capacidad de anticipar que en condiciones normales, 
aquel resultado tendría lugar inevitablemente. Según esta teoría sólo es considerado un 
motivo causal; si reúne las condiciones adecuadas para generar un resultado, y la adaptación 
se asevera o se rechaza,  según sea predecible o impredecible que determinado elemento 
tenga la facultad de crear el resultado; utilizándose generalmente para ello la definición de 
previsibilidad objetiva,  por ello la teoría de la causación adecuada acoge a otro concepto 
que restringe la causalidad, que es el de atención correcta, que señala, si la acción se ejecuta 
con cuidado debido, aunque sea predecible un resultado, se conserva en el contexto de lo 
permitido por las leyes, y no habría inconveniente alguno. Según Larenz: plantea la cuestión 
de la imputación desde el punto de vista de la doctrina del derecho, tomando como referencia 
inicial la teoría de la imputación de Hegel  la cual apertura la probabilidad de imputar al ser 
humano su suceso como propio y responsabilizarlo del mismo. 
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1.3.2.5. Teoría  Prohibición De Regreso. 
 
La doctrina de la prohibición de regreso no cuenta con aspectos semejantes con la 
teoría de la interrupción del nexo causal, teoría, con la cual en realidad lo que se pretendía 
limitar era la imputación jurídico penal y no de negar la relación de causalidad, pues por 
ejemplo: nadie podría negar que existe un nexo causal entre el hecho de engendrar un asesino 
y del delito que éste comete después. Ante ello. Frank formula la tradicional “teoría de la 
prohibición de regreso” como norma,  partiendo desde el punto que no era posible reconocer 
motivo del resultado tradicional a una situación anterior que se define libre y 
conscientemente a la producción de un resultado, existiendo una conexión de causa y efecto, 
sin embargo las características en mención no son causas, pudiendo responder como 
partícipe quien crea una precondición. En la última interpretación, 
La corriente dogmática de la prohibición de regreso ya no se contempla  como una 
negación causal que afecte a las condiciones de causalidad dado que es innegable. Si no que 
a su vez  trata de excluir todo tipo de Imputacion que nace de un modo natural y se convierte 
delito, la cual no constituye participación en el hecho producido.  Por ejemplo cuando un 
trabajador de un grifo llena el tanque de combustible de un carro, cuyo depósito de 
almacenamiento se encuentra en mal estado, que es previsible  que puede ocurrir un 
accidente  la cual tenga como consecuencia lesiones al conductor o a los ocupantes, si se 
continua utilizando el vehículo, esta acción causal por parte del trabajador no da a lugar a 
una  obligación por el delito de lesiones. Es el caso del transportista urbano que desconoce, 
presta su servicio de  “taxista” a ciertos sujetos que iban al banco, si presagiar que eran 
delincuentes y que iban a robar dicho ente.  Es el caso de un sujeto que salía de una fiesta en 
estado de ebriedad  y en el camino encuentra a su amigo quien se encontraba sobrio y 
transporta hasta su casa. 
 
1.3.2.6. Principio del riesgo Permitido.  
 
En primer orden se puede establecer que el riesgo o peligro es el momento jurídico 
que emerge cuando  una de la partes  se encuentra en la imposibilidad de cumplir dicha 
responsabilidad debido a un motivo extraño, el cual no le es imputable. Esta relación jurídica 
genera distintos problemas a momento de  efectuar, si la parte queda forzada de cualquier 
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forma a plasmar  dicha obligación la cual se hace imposible o asi mismo queda liberada  al 
no poder cumplir su responsabilidad con su acreedor  
En el primer supuesto la dificultad  lo tendrá el deudor y el segundo supuesto los riegos 
serán parte del acreedor en tal  sentido de que deberá contentarse o resignarse a aceptar el 
incumplimiento sin que pueda disponer de ningún recurso jurídico para impedir tal efecto. 
1.3.2.7. Principios de responsabilidad por el hecho propio. 
 
Este Principio  establece la necesidad de que la responsabilidad penal se fundamente 
sobre una determinada conducta externa, realizada por una persona a quien se le puede 
imputar el suceso, es decir, la responsabilidad penal solo puede sustentarse en un hecho 
externo que tiene consistencia en la realidad, ello deriva de la concepción de que el 
ordenamiento jurídico regula la coexistencia externa de los individuos, no su conciencia, El 
principio de responsabilidad por el Hecho Propio se expresa en “cognitationes poenam nemo 
patitur”( nadie puede ser castigado por sus pensamientos ), este principio tiene raíces en la 
concepción de un Estado Liberal, pues enfatiza que el Derecho Penal no puede intervenir o 
pretender regulara el ámbito interno del individuo, en el mundo de sus deseos o intensiones 
en tanto que estos no se materialicen o concreticen en una determinada conducta, esto refleja 
pues la necesidad de separar el Derecho de la Moral, este principio significa  que  solamente 
el sujeto responderá por acciones propias y no por ajenas a su entorno , en las cuales no tenga 
la influencia ni  obligación de la persona por deberes de control El delito no puede consistir 
en una actividad puramente interna ni en un modo de ser de la persona, sino que requiere un 
comportamiento exteriorizado, susceptible de percepción sensorial.  
La doctrina ha clasificado supuestos que constituyen la vulneración del Principio de 
Responsabilidad por el hecho propio, en ese sentido se mencionan los siguientes supuestos: 
 
1.3.2.7.1. Responsabilidad sin hecho. 
 
 Está referida a supuestos en los cuales a un sujeto se le hace responsable de un 
determinado suceso no obstante no ha realizado el hecho.  
 
1.3.2.7.2. Responsabilidad por hecho presunto.  
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Que configura la vulneración del importante principio penal de Presunción de 
Inocencia, por ejemplo: la imposición de la pena al miembro de una banda por su sola 
membresía a pesar de que no actuó en el caso concreto. 
 
1.3.2.7.3. Responsabilidad por hecho de otro. 
 
Pues resulta intolerable que se pretenda hacer responsable por un hecho alguien que 
no lo ha cometido; por ejemplo: En una rebelión se producen violaciones cuyos autores no 
han podido ser identificados, responsabilizando de sucesos a los jefes aunque conste que no 
participaron en ello. 
 
1.3.2.7.4. Responsabilidad por la actitud interna.  
 
Configuran una responsabilidad por la actitud interna contraria a las exigencias 
provenientes del principio del hecho, Se presentan de un lado hechos carentes de lesividad; 
es el caso del castigo de la tentativa inidónea, pues cuando el hecho carece de lesividad lo 
que se castiga realmente es la disposición interna del autor; disparar a un cadáver en la 
creencia de que se dé una persona viva; de otro lado los estados peligrosos, cuando interviene 
derecho penal frente al autor potencialmente peligroso. 
 
1.3.2.8. El principio de autorresponsabilidad. 
 
Al denominado Principio de Autorresponsabilidad no le corresponde una 
conceptualización única sino más bien existe en la doctrina concepciones distintas sobre este 
principio. No obstante ello, a efecto de lograr el objetivo trazado en el presente estudio se 
desarrollará a continuación las líneas básicas del Principio de Autorresponsabilidad que 
permite enmarcar un parámetro  de responsabilidad de la parte agraviada  y su valoración en 
el suceso lesivo entorno  a la dogmática de la imputación objetiva. 
 
1.3.2.8.1. La autorresponsabilidad como principio pre-jurídico:  
 
Este planteamiento ha sido desarrollado por Zaczyk  
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Que hace una mera reflexión acerca de la estrecha relación de libertad con el concepto 
de autorresponsabilidad , la cual conlleva a una solución viable en torno a la manera de 
intervenir de la victiva  
El englosamiento conceptual de este principio consiste en desvincular sus 
fundamentos del ordenamiento positivo vinculándolo al concepto de libertad, es decir, la 
libertad es la base de la autorresponsabilidad.  Asimismo concibe que el injusto penal  es la  
vulneración material de la libertad ajena,  de manera que une las relaciones en las que existe 
interacción por parte de dos sujetos  libres; con relaciones creadas de modo recíproco por 
los individuos como sujetos responsables; por lo que la propia autolesión no genera ningún 
injusto penal que no tiene como finalidad la interacción propia el derecho. 
 La determinación de si la conducta del agente constituye o no injusto debe ser 
valorada considerando el contexto de interacción -si es el caso- de manera que ésta de 
referencia al suceso interpersonal 
Permitiendo entender que el accionar del sujeto de derecho , influya en el resultado de 
carácter antijurídico y no del accionar del otro sujeto (autor) Para este doctrinario  mientras 
cuanto más grande sea la forma de dominio del suceso  por parte del agraviado, mayor es la 
razón de constituir que el accionar del otro sujeto no genera delito. Añadiendo asi la 
autorresponsabilidad como modo funcional en marco dogmático. 
1.3.2.8.2. Fundamentos. 
 
Una proclamación expresa respecto a este principio no puede apreciarse en el 
ordenamiento jurídico peruano; sin embargo, de la orientación de éste en relación con la 
autonomía de los ciudadanos posibilita su deducción. Se toma en cuenta que la imagen del 
ser humano con la capacidad que posee para auto determinarse. El sustento del principio de 
autorresponsabilidad se enmarca  en el derecho al libre albedrío del sujeto. Así mismo la 
doctrina penal consagra el libre desarrollo de la personalidad como fundamento de la 
organización social y en la que se concibe al ciudadano como sujeto autónomo. El punto de 
partida se encuentra en la dignidad de la persona la que constituye el núcleo axiológico 
constitucional y la fuente de todos los derechos. Por ello, el Estado respeta y promueve  los 
mecanismos de control que hacen posible la dignidad humana. Los ordenamientos jurídicos 
positivos no pueden ser indiferentes ante estos principios superiores. Serán más o menos 
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justos en la medida en que los acepten y desarrollen en una legislación adecuada. Los 
silencios, lagunas o deficiencias deberán cubrirse acudiendo a aquellos. 
La dignidad de la persona entraña la libre autodeterminación de toda persona para 
actuar en el mundo que la rodea. Los principios que orientan el ordenamiento jurídico 
peruano responden a una concepción de Estado cuyo referente es la persona humana. Y que 
asegura el libre desarrollo de su personalidad. Así mismo se puede dar referencia que Toda 
persona tiene derecho a su libre desarrollo. Este derecho corresponde a posiciones jurídicas 
fundamentales que detenta el hombre por el sencillo acto de haber nacido; por lo tanto, es 
decir son  derechos que nacen con el ser humano para proveer  su desenvolvimiento entorno 
a que logre su realización en el mundo con la cual genere posibilidades al momento de 
realizarse en función a sus diferentes cualidades., Como se ha hecho referencia 
anteriormente en el sistema jurídico peruano se encuentra establecido que sólo puede hacerse 
responsable a alguien sólo por sus propios acciones . En tal sentido el pensamiento de 
autodeterminación tiene como presupuesto la responsabilidad del sujeto. El Estado reconoce 
la capacidad de auto determinarse de la persona,  y asi mismo genera una obligación a los 
sujetos que se encuentran inmersos en  hechos de carácter jurídico sea el caso de uno o más 
participes. De ello se deriva que cuando la víctima ha intervenido de manera responsable en 
compañía de una tercera persona no será responsable jurídicamente  dado que la acción lesiva 
ha sido generada por parte de la propia víctima  
El núcleo de la idea de autorresponsabilidad implica que  a toda persona le asiste  un 
ámbito de desenvolvimiento vital para su desarrollo, y  quien es titular de tal ámbito de auto 
organización, debe responder por los daños que se deriven  de esa organización propiamente 
dicha. 
 Como señala, FEIJOO SÁNCHEZ: “Sería totalmente absurdo que  la norma tutele 
derechos individuales,  desvirtuando  decisiones  de voluntad  libre. Ello tendría lugar en un 
estado que partiera de la concepción de que todo derecho es de propiedad común,  y en el 
que la libertad  personal cumpliera un rol secundario, por lo tanto en un estado en el que la 
dignidad del sujeto son derechos inherentes y que la libertad  funciona como un  derecho 
primordial para el ordenamiento jurídico”. 
1.3.2.9. El principio de confianza. 
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El Principio de Confianza encierra la idea de que  los ciudadanos  cumplen y guardan 
respeto por el ordenamiento jurídico, los cuales controlan acciones sociales. 
Si no hubiera existido este fundamento jurídico duramente se podría  conjeturar las 
posibles obligaciones la cual permite  organizar el trabajo en conjunto. 
 
1.- Si “A” conduce su vehículo por una determinada carril  y la luz del semáforo se 
encuentra en verde mientras que para “B”, que va conduciendo en sentido contrario, el 
semáforo se encuentra en rojo; entonces “A” puede fiarse  en que puede pasar sin algúna  
amenaza   de que “B” se pase el semáforo. 
 
2.- En la atención a una señora que se encuentra en estado de alumbramiento, participa 
el ginecólogo, el anestesiólogo, el pediatra, la enfermera y la auxiliar de enfermería. Cada 
uno de ellos desempeña un rol según su especialidad  para asegurar el nacimiento del niño 
cual lleva en el vientre. En estos supuestos el cumplimiento y respeto del principio de 
confianza supone que cada uno de los intervinientes actúan conforme a lo que les 
corresponde y en la confianza en que los demás también actuarán conforme a las normas. El 
principio de confianza parte de la idea de que las personas ocupan una determinada posición 
en la interacción social.  
La  comunidad  se encuentra expensa  a que cada persona cumpla el diferente rol que 
le es exigible. De esta forma la comunidad confía que el  conductor no maneje en estado de 
alcoholemia, que el  doctor no sea negligente al momento de hacer una operación, asi mismo 
se dice que la sociedad ha puesto un cierta confianza en las personas  que  cumplen un rol 
especifico y esperan no ser defraudadas. El principio de confianza se basa  en la obligación 
de cada uno de los miembros de la sociedad. Y esto debe ser así, porque si se desconfiara de 
todo el mundo en todo momento la vida en comunidad sería imposible convirtiéndose en 
una sociedad de la anarquía. 
 
1.3.2.10. Principio victimológico.  
 
El principio victimológico constituye el fundamento sobre el cual la victimodogmática 
elabora sus planteamientos. Este principio  se origina atraves de deberes de la propia defensa 
cuya acción realizada parte de la víctima, la cual genera el decaimiento de la tutela jurídica 
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penal, por parte del titular del bien jurídico. Estos deberes de autoprotección se encontrarían 
establecidos, por ejemplo, en normas administrativas que imponen el uso del cinturón de 
seguridad para quienes viajan en automóviles, o el uso de casco en las motocicletas. Así el 
principio victimologico consiste en que la norma penal no debe inmiscuirse  cuando la acción 
lesiva estuvo en manos del propio titular del derecho. En este sentido la victimodogmática 
supone  una modificación en la concepción del delito, pues no sólo se le entiende como el 
enfrentamiento entre autor y víctima sino que la víctima es considerada como un sujeto que 
puede intervenir configurando el suceso lesivo de sus bienes. 
El principio victimologico se entiende como una idea de interpretar el pensamiento 
Ideológico restrictivo de los diferentes tipos penales, que tiene como sustento  el principio 
de Necesidad de la Pena y el de proporcionalidad que rigen también en  otras ramas del orden 
jurídico  por parte del Estado,  y a su vez  frente a las diferente formas de defensa propia que 
se encuentran  a la disponibilidad del titular de derecho. Es decir si la victima necesita y 
merece protección jurídica, caso contrario la exclusión  o atenuación de la sanción penal. De 
ello se puede afirmar que  el objetivo de la victimologia  es la disminución de la pena. 
Respecto a la manera de cómo opera este principio debe de realizarse algunas precisiones: 
En primer lugar, para afirmar la carencia de pena los victimodogmáticos acuden al 
principio de Subsidiariedad, según  la intervención penal  debe gestionarse cuando no haya 
manera de solucionar  un conflicto social.  Cabe resaltar se adecua cuando el sujeto pudo  
ponerse a buen recaudo por el mismo,sin embargo, esta concepción victimodogmática del 
principio de subsidariedad es entendida de manera distinta a la concepción tradicional, pues 
en este último sentido se entiende como límite a la facultad criminalizadora del Estado y de 
intervención en ámbitos de responsabilidad de los ciudadanos. Una concepción así de 
subsidariedad entendida por los victimodogmáticos- evidentemente implica una retirada de 
la protección del Derecho Penal en el conflicto social que supone el delito cuando la víctima 
ha tenido la posibilidad de autoprotegerse, Ahora bien, esta situación conduciría a negar la 
función que la sociedad le ha encomendado al Estado la cual es velar y asegurar la paz social 
en la que la persona humana es considerada fin en sí mismo y como tal se garantiza su libre 
desarrollo y la posibilidad de elegir por sí mismo la manera de cómo configurar se desarrollo 
sin tener que preocuparse por defenderse o protegerse de posibles agresiones; situación que 
derivaría ineludiblemente en un estado general de inseguridad y desconfianza. 
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En segundo lugar, constituye tan sólo una afirmación que la falta de merecimiento o 
necesidad de protección se encuentre en correspondencia con la falta de necesidad o 
merecimiento de pena; pues como bien apunta CANCIO al plantearse la pregunta: ¿Porqué 
razón la víctima no “merece” protección? “La respuesta más sensata es que el mismo sujeto 
puedo haber evitado el suceso lesivo”; es decir, no existe una fundamentación que explique 
cuándo la víctima no es merecedora de protección, ni cuál es su relación material con la falta 
de necesidad y merecimiento de pena. El que la víctima hubiese podido evitar el suceso no 
convence como argumento para privarle de protección, pues por ejemplo: si una persona al 
retomar a su casa por la noche de su centro de trabajo decide hacerlo caminando, debiendo 
pasar por una vía caracterizada por los constantes asaltos que se producen, y en la cual 
efectivamente le roban sus pertenencias dejándolo herido de muerte, se le negaría la 
protección del derecho penal porque la víctima pudo evitar el suceso regresando a su casa 
en alguna movilidad o por otra vía. 
• En tercer lugar, la consideración del principio de Proporcionalidad como fundamento 
del cual se deriva  la carencia de dezmero de protección a la víctima obedece al 
entendimiento del delito como una estructura configurada en un marco de relación entre 
víctima y autor. Un suceso que se configura de esta manera evidentemente es menos grave 
que aquel en el cual la víctima no brinda aporte alguno siendo el autor quien actúa de manera 
unilateral ilegítimamente, por ello surge la necesidad de un tratamiento diferenciado o 
proporcional en cada caso de manera que la intervención de la víctima en el suceso pueda 
hacer desaparecer la responsabilidad del autor; sin embargo, como ya ha puesto de relieve 
CANCIO MELIÁ se exige demasiado a este principio al no existir respuesta a la cuestión de 
cuáles son los criterios que ha de mostrar la conducta de la víctima para que sea relevante, 
es decir, este principio no brinda una forma de ayuda para aseverar, la conducta del sujeto 
que participa junto a la víctima .El principio de proporcionalidad no brinda  una respuesta 
material alguna, dado que  no es proporcional considerar jurídicamente el comportamiento  
 
1.3.3. Teoría del delito. 
 
La Teoría del delito, es el mecanismo  que ayuda dilucidar toda interrogante referida 
al hecho punitivo, la cual garantiza  define y calificar una suceso como delito  o falta. La 
teoría el delito  se ha generado atraves de la doctrina penal  y constituye la teoría más 
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relevante de la dogmática jurídico penal, cual tiene como objetivo la búsqueda de los 
principios rectores del derecho penal, adquiriendo su aprobación porque lleva a una 
aplicación proporcional de la ley , también conocida como teoría de la Imputacion penal  la 
misma que es confiable al momento de aseverar la características globales que debe tener un 
comportamiento para ser considerada como hecho punible , que tiene su arraigo en la norma 
y se desenvuelve atraves de un sistema de conceptos de abstracción científica la cual 
.mantiene un  fin practico, y a su vez  ayuda a gestionar resoluciones en los diferentes 
órganos que imparten justicia, su función más relevante es de garantizar los derechos de la 
persona , puesto que permite aplicar la pena la cual cuenta con 3 supuestos para su 
configuración, típico, antijurídico y  Culpable o  Punible.  
 
1.3.3.1. Elementos Y Estructura Del Concepto De Delito. 
 
Tras un extenuante estudio de la corriente penal positiva, la ciencia penal ha concluido 
que el concepto de delito tiene un doble enfoque el primero el cual recae sobre el acto 
generado por la persona y el segundo enfoque recae sobre el autor material del hecho, al 
primero enfoque se le denomina como injusto o antijuricidad, mientras que al segundo se le 
conoce como culpabilidad, es la atribución del acto a su actor. 
Estos dos importante preceptos dogmáticos que son la antijuricidad y la culpabilidad, 
se han ido afianzando como componentes del delito, el en primer supuesto de puede 
determinar la acción u omisión (medios o formas), en la que se realiza el sujeto y sus objetos, 
de acuerdo al  vínculo causal entre ella y el resultado 
Mientras que en la culpabilidad se verifica las facultades del autor , si tuvo 
conocimiento del hecho prohibido por la norma para determinar la culpabilidad o la 
imputabilidad sea el caso , por ejemplo la existencia de una fuerza irresistible  que excluye 
la acción  eliminando la relación con el efecto causado , a ellos es determinante hablar 
también de la causa de justificación como la legitima defensa que dan nacimiento del acto 
lesivo y a ello la imputabilidad siempre que el autor material tenga alguna enfermedad 
mental, etc. 
Esta distinción sistemática tiene también un valor práctico importante. Para imponer, 
ejemplo una medida de seguridad o de corrección (internar a un enfermo mental que ha 
cometido un delito en el manicomio) es suficiente con la comisión del hecho prohibido, 
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antijurídico, aunque su autor no sea culpable, para imponer una pena, es, sin embargo, 
necesario que exista culpabilidad, además de que el hecho sea antijurídico. No hay 
culpabilidad sin antijuricidad, aunque si hay antijuricidad sin culpabilidad. Normalmente la 
presencia de un acto  antijurídico  es el límite mínimo de cualquier reacción jurídico penal. 
Así por ejemplo, la legítima defensa  supone una agresión antijurídica, aunque el autor de la 
acción no sea culpable. Frente a un acto licito no antijurídico, no cabe legítima defensa. 
Igualmente la participación a título de inductor o de cómplice en el hecho cometido por otro, 
solo es punible cuando este hecho es por lo menos antijurídico, aunque su autor no se 
culpable. 
Pero no todo hecho antijurídico realizado por un autor culpable es delito. De toda la 
gama de accione antijurídicas que se comenten, el legislador ha seleccionado una parte de 
ellos, normalmente las más graves e intolerables, y las ha combinado con una pena por medio 
de su descripción en la ley penal. A este proceso de selección en la ley de las accione que el 
legislador quiere sancionar penalmente se le llama tipicidad. La tipicidad es, pues la 
adecuación de un hecho cometido a la descripción que de ese hecho se hace en la ley. La 
tipicidad es una consecuencia del principio de legalidad, ya que solo por medio de la 
descripción de las conductas prohibidas en tipos penales se cumple el principio nullum 
crimen sine lege. 
Normalmente son la tipicidad, la antijuricidad y la culpabilidad las características 
comunes a todo delito. El punto de partida es siempre la tipicidad, pues solo el hecho típico, 
es decir, el descrito en el tipo legal puede servir de base a posteriores valoraciones. Sigue 
después la indagación sobre la antijuricidad, es decir, la comprobación de si el hecho típico 
cometido es o no  conforme a derecho. Un hecho típico, por ejemplo  A mata a B, puede no 
ser antijurídico, si existe una causa de justificación que lo permita, por ejemplo. A mata a B 
en legítima defensa. Una vez comprobado que el hecho es típico y antijurídico hay que ver 
si el autor de ese hecho es o no culpable, es decir  i poses las condiciones mínimas 
indispensables para atribuirle ese hecho. 
Con la constatación positiva de estos elementos , tipicidad, antijuricidad y 
culpabilidad, se puede decir  que existe delito y su autor puede ser castigado con la pena que 
asigne en cada caso concreto al delito en la ley,  se puede definir el delito como la acción u 
omisión típica, antijurídica, culpable y punible . En esta definición tiene carácter secuencial, 
es decir, el peso de la Imputación va aumentando a medida que se pasa de una categoría a 
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otra, teniendo por tanto que tratarse en cada categoría  los problemas que son propios de la 
misma. Si del examen de los hechos resulta, por ejemplo, que la acción u omisión no es 
típica ya no habrá que plantearse si es antijurídica y mucho menos si es culpable o punible. 
 
1.3.3.2. Tipicidad y tipo. 
 
En la teoría del delito, la categoría más importante del delito es su tipicidad, 
jurídicamente hablando. Se define como la adaptación de un hecho o suceso a lo descrito en 
código procesal penal sobre ese mismo suceso. Asimismo solo aquellos hechos definidos 
como delitos en la normativa penal,  pueden ser considerados como tales; esto se debe a que 
prevalece el principio de legalidad de la doctrina del nullun crimen sine lege. 
 
Por ningún motivo una acción, sea antijurídica o culpable, puede calificarse como 
delito, si paralelamente no es típico, dicho de otra manera, que el hecho no ese contenido en 
una ley. 
De todas las conductas antijurídicas que se presentan en nuestra sociedad, los 
responsables de legislar, las clasifican según el principio de intervención mínima, y 
seleccionan las más intolerables y más nocivas para los bienes jurídicos más relevantes y los 
sanciona con una pena, detallándolas y especificándolas en las normas legales pertinentes, 
de tal manera que se cumpla con el principio de legalidad. 
Si bien es cierto, las conductas que se estime deban ser sancionadas, serán detalladas 
en la norma; pero no necesariamente se describirá con toda exactitud y hasta sus más íntimos 
detalles, esto significaría una contradicción al principio de legalidad que, llevado hasta sus 
últimas consecuencias terminaría en contexto ambiguo dejando  algún supuesto de hecho no 
concebido en la normativa. La gran variedad en las que se presentan los comportamientos 
que puedan ser considerados delitos,  obliga la búsqueda de figuras  conceptuales abstractas 
que nos permitan agrupar en ellas, todas las conductas que tengan características semejantes. 
Esta figura netamente conceptual es el TIPO. El cual se refiere a la acción de detallar las 
conductas consideradas prohibidas, en el supuesto hecho  de una normativa penal. Tipicidad 
es la característica que se asigna a un comportamiento cuando está incluido en el hipotético 
suceso de una ley. 
En el derecho penal,  el tipo cumple las siguientes funciones: 
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1. Seleccionar aquellos comportamientos que resulten trascendentes para la 
normativa penal. 
2. Garantizar que solo se podrán imponer una sanción a aquellos 
comportamientos subsumibles en el en él. 
3. Motivar a que los integrantes de una comunidad se abstengan de realizar 
comportamientos prohibidos; ya que estos se encuentran detallados en la norma 
penal, inclusive las penas impuestas en el supuesto que estos se presenten; esperando 
que la sociedad al estar informado se incline por conductas permitidas. 
 
1.3.3.3. Tipo Y Antijuricidad.  
 
Al hablar de antijuricidad nos referimos al juicio de valor negativo que hacemos a una 
conducta humana, el cual nos señala que esa conducta es lo opuesto a los requerimientos del 
marco legal. Toda la normativa legal se basa en un concepto único sobre la antijuricidad, de 
tal manera que si es antijurídico para una especialidad del derecho los es también para las 
demás especialidades del marco legal.  
Aun así, solo serán considerados como comportamiento antijurídico, aquellos que 
además son típicos; solo asi dará lugar a una acción jurídica penal; por lo tanto no todas las 
conductas antijurídicas serán trascendentes para el ordenamiento jurídico.  
Para determinar la antijuricidad de un comportamiento no solo se analizará la tipicidad; 
si no que es necesario más de una prueba que nos permita afirmar dicha característica 
(función indiciaria del tipo). Por ejemplo, se puede presentar dos sucesos: “A” mata a “B” o 
daña una cosa mueble de “C”; sin embargo de estas situaciones no podemos afirmar  que el 
comportamiento de A sea antijurídico; sin antes analizar más indicios o causas, porque, si 
bien es cierto, la conducta de  A representa un tipo de homicidio o de daños, su accionar 
podría  estar justificado por los motivos de legítima defensa, estado de necesidad, etc. 
  Deducimos entonces que tipo y  antijuricidad son dos categorías diferentes de la 
teoría general del delito. Amas cumplen funciones distintas, pero dependientes. El tipo puede 
desempeñar una función indiciaria de la antijuricidad, pero no se puede identificar con ella. 
En el ejemplo anterior, en el supuesto caso que “A” haya actuado en legítima defensa 
ante “B”, para el derecho no será considerado el tipo de delito de homicidio; reflejando que 
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la relación entre el tipo y antijuricidad conlleva a determinar los motivos de justificación, 
como características negativos del tipo.  
El tipo y antijuricidad están estrechamente relacionados. Por lo general en el tipo están 
inmersas todas las características de una conducta no permitida que apoyan su antijuricidad. 
Sin embargo, dichas características no siempre se podrán inferir del tipo, y tendrá que el juez 
el que interprete y determine las características faltantes. Suele presentarse estas situaciones 
con más frecuencia en los delitos causados por la  imprudencia del autor, o en aquellos 
delitos de comisión por omisión donde la responsabilidad del autor será resuelto el criterio 
de la posición de garante. 
 
1.3.3.4. Estructura y composición del tipo. 
La imagen conceptual que es el tipo se formula en expresión lingüística que, con mayor 
o menor acierto, intentan describir, con las debidas notas de abstracción y generalidad, la 
conducta prohibida. 
Para que el tipo cumpla su función de garante, tiene que estar expresado en términos 
fáciles y entendibles; que nos permita inferir con certeza cuál es la conducta prohibida. Por 
ello es necesario emplear un léxico claro y preciso, de fácil acceso y entendimiento para el 
nivel socio cultural de la sociedad. Al utilizar términos legales y normativos se debe ser 
mesurado, que implican siempre una valoración y, por eso, un cierto grado de subjetivismo 
y emplear sobre todo elementos lingüísticos descriptivos que cualquiera pueda entender sin 
necesidad de recurrir a otros medios; sin embargo, a pesar de ser muy difícil dejar de lado 
elementos legales e incluso los netamente descriptivos, estas requieren de importancia para 
ser ejercidos en el día a día.  
Igualmente debe evitarse en lo posible el casuismo en la descripción de conductas 
prohibidas. Es imposible llegar a describir exhaustivamente todas las formas de aparición de 
un delito y es preferible utilizar clausulas generales, definiciones y descripciones genéricas 
que reúnan los caracteres comunes esenciales a cada grupo de delitos. En todo caso, deben 
evitarse los conceptos indeterminados (moral, buenas costumbres), por el peligro que 
representan para la seguridad jurídica de los ciudadanos, al dejar sin  precisar claramente la 
conducta prohibida. 
Algunas veces es imposible comprender en un solo tipo las diversas formas de 
aparición de un delito. Sucede esto cuando el delito aparece acompañado de unas 
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circunstancias objetivas o personales que atenúan o agravan la antijuridicidad o la 
culpabilidad y el legislador ha creído conveniente tener expresa estas circunstancias otros 
tipos derivas del tipo básico.  
Es imposible a un denominador común las diversas características de los tipos 
delictivos. En este momento lo más que se puede hacer es indicar algunas cuestiones 
generales que plantean aquellos elementos que, de un modo constante están siempre 
presentes  en la composición de todos los tipos: sujeto activo, acción  y bien jurídico. 
 
1.4. Formulación del Problema 
 
En el Derecho Penal Peruano ¿El análisis de la tipicidad de la conducta mediante la teoría 
de imputación objetiva puede permitir la exclusión de la responsabilidad penal del autor 
frente a la autopuesta en peligro de la víctima? 
 
1.5. Justificación e Importancia del Estudio 
 
Este estudio de investigación  se justificó principalmente, a raíz de explorar en el 
contexto jurídico, una falta de investigación jurídica doctrinaria, referente al tema de la 
exclusión de la responsabilidad del autor por la autopuesta en peligro de la propia víctima 
mediante un análisis del caso mediante la teoría de Imputación objetiva.  
Como resultado de lo referido, surgió el interés de llevar a cabo, la presente 
investigación planteando que en los casos penales que versen sobre lesiones u homicidio 
culposo, sean analizados bajo el punto de vista de la Teoría de la imputación objetiva, con 
lo cual se proporcionaría una mayor legalidad en el desarrollo de un proceso cuando se está 
frente a situaciones en donde la conducta de la víctima toma una mayor relevancia, en razón 
de que esta pone en peligro su propia integridad, por lo cual es justo y necesario la exclusión 
de la responsabilidad del supuesto autor del delito. Por ello concluimos que es de suma 
importancia realizar un estudio detallado sobre el tema. 
 
1.6. Hipótesis 
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Nuestra necesidad de analizar la exclusión de la tipicidad de la conducta frente a la 
autopuesta en peligro de la propia víctima se ve afectado por que al momento de pronunciar 
sus dictámenes los jueces no han realizado el estudio de carácter penal bajo la óptica de la 
Teoría de la Imputación objetiva, por lo cual dicho pronunciamiento subsumirá la acción del 
autor dentro de lesiones u homicidio culposo, sea el caso. 
 
1.7. Objetivos 
1.7.1. Objetivo General. 
Establecer cuáles son los beneficios de analizar bajo la óptica de la Imputación 
Objetiva los tipos penales de lesiones culposas y homicidio culposo, en los casos en que la 
propia víctima se haya puesto a sí misma en una situación de peligro o vulneración de su 
propio bien jurídico tutelado, lo cual permitiría eximir al autor de la sanción para dichos 
delitos; con el propósito de tener la base suficiente para proponer una propuesta legislativa 
en la cual exima de la sanción al autor del tipo penal, en razón a la autopuesta en peligro de 
la propia victima 
 
1.7.2. Objetivos específicos. 
 
Con la finalidad de lograr el objetivo general expuesto párrafo arriba, se plantea 
conseguir los siguientes propósitos específicos: 
 
a) Describir los conceptos básicos sobre la teoría de Imputación objetiva, la 
autopuesta en peligro de la víctima, y la tipicidad de la conducta del autor. 
b) Describir las principales propuestas teóricas para la solución de los casos en los 
cuales se evidencia que la propia conducta de la víctima ha llevado como resultado 
el ilícito penal.  
c) Proponer una propuesta legislativa respecto al derecho que tiene el autor del tipo 
penal para que se le exima de la pena, en los casos en que la víctima haya puesto 
en peligro su propio bien jurídicamente tutelado. 
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II. MATERIAL Y METODO 
 
2.1. Tipo y Diseño de Investigación 
 
2.1.1. Tipo de Investigación. 
 
Es de tipo cuantitativa, es decir el estudio y análisis del problema se realiza a través de 
diversos procedimientos basados en la medición. Este estudio permite un mejor control y 
deducción que otros tipos de investigación, ya que permite realizar experimentos que ayuden 
a conseguir explicaciones contrastadas a raíz de la hipótesis. Los resultados obtenidos en 
esta forma de investigación son fundamentados en la estadística. 
 
2.1.2. Diseño de la Investigación. 
 
a) Es experimental: Es aquella investigación en la se manipula las variables 
independientes, y cuyas gradaciones provocan un resultado deseado en la variable 
dependiente. 
 
b) Es aplicativa: Es también conocida como Fáctica, ya que el objeto de una 
investigación forma parte de una realidad concreta ubicada en un tiempo exacto y 
ocupa un espacio en dicha realidad.   
 
2.2. Población y muestra 
 
Nuestra población está constituida por Jueces de investigación preparatoria, fiscales 
adjuntos provinciales,  secretarios judiciales y  abogados libres, sin embargo por motivos de 
disponibilidad de recursos, se ha constituido una población accesible, bajo el siguiente 
esquema: 
a) Según el Corte Superior de Justicia de Lambayeque los Jueces de 
investigación preparatoria en materia penal son 42, de los cuales solo se tomaran 12  jueces 
del Distrito judicial de Lambayeque especializados en este tema. 
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b) Según el Ministerio Público de Lambayeque los Fiscales adjuntos de 
Lambayeque materia penal son 160, de los cuales solo se tomaran 15 fiscales del Distrito 
judicial de Lambayeque especializados en este tema. 
c) Según el Corte Superior de Justicia de Lambayeque los secretarios judiciales 
100, de los cuales tomaremos una muestra de 05. 
d) Según datos obtenidos del Ilustre Colegios de Abogados (Consulta hecha 20 
de setiembre del 2017 en: http://www.ical.org.pe/busquedaabogados), se tiene una población  
de 7782 Abogados, de los cuales solo se tomaran 25 abogados libres de Lambayeque. 
 
 
 
2.2.1. Muestra. 
 
La muestra que realizará los cuestionarios serán Jueces de investigación preparatoria, 
fiscales adjuntos provinciales,  secretarios judiciales y  abogados libres; los cuales según la 
fórmula, serán 50. 
 
FORMULA 
 
 
 
Z2 (N) (p) (q) 
n = 
Z2 (p) (q) + e2 (N-1) 
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2.2.2. Porcentaje de encuestados según cargo. 
 
 
Tabla 1: 
Cargo de los encuestados 
Descripción Cantidad 
Jueces de Investigación preparatoria 11 
Fiscal adjuntos provincial 13 
Secretario judicial 04 
Abogado 22 
Fuente: Aplicación de cuestionario 01 
 
Donde: 
 
n = Muestra 
(N) = 57 “Población total” 
(p)(q) = 0.25     “Proporción máxima que puede afectar a la muestra” 
Z = 1.96     “El 95% de confianza de nuestro estudio” 
e = 0.05     “Margen de error” 
 
𝒏 =  
(𝟏. 𝟗𝟔)𝟐(𝟓𝟕)(𝟎. 𝟐𝟓)
(𝟏. 𝟗𝟔)𝟐(𝟎. 𝟐𝟓) +  (𝟎. 𝟎𝟓)𝟐(𝟓𝟎 − 𝟏)
= 𝟓𝟎 
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2.3. Variables,  Operacionalización 
 
2.3.1. Variables. 
 
2.3.1.1. Variable Independiente. 
 
X1= Teoría de la Imputación objetiva 
X2= Autopuesta en peligro de la victima 
2.3.1.2. Variable dependiente. 
 
Y= Exclusión de la tipicidad de la conducta 
 
2.3.2. Operacionalización de Variables. 
 
 
 
FIGURA N° 01: De acuerdo a los datos obtenidos se establece que el 44 % 
de personas encuestadas son abogados, el 48 %  fiscales y jueces Judiciales;  
y con el porcentaje más bajo tenemos a los secretarios  con un 8  %. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
FIGURA N° 01: De acuerdo a los datos obtenidos se establece que el 50 % 
de personas encuestadas son abogados, y con el 20 % fiscales y secretarios 
Judiciales;  y con el porcentaje más bajo tenemos a los fiscales con un 10 %. 
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Variables Indicadores Técnica 
V.I 
Teoría de la Imputación objetiva 
Autopuesta en peligro de la 
victima 
Doctrina  
Sentencias 
Constitución 
Política del Perú 
Jurisprudencia 
Encuesta 
Análisis doctrinario 
V.D 
Exclusión de la tipicidad de la 
conducta 
Doctrina 
Jurisprudencia 
Sentencias 
 
 
2.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y confiabilidad 
 
Las técnicas e instrumentos utilizados son los siguientes: 
 
a) La técnica del análisis documental: Se utiliza como instrumentos para la 
recolección de datos: las fichas textuales y de resumen, se tiene como fuentes 
bibliográficas los libros de las universidades de nuestra región; dichos 
instrumentos se utilizaran para obtener información de los dominios de las 
variables. 
 
b) La técnica de la encuesta: Se utiliza como instrumento un cuestionario; que se 
aplicará a los Jueces investigación preparatoria, fiscales adjuntos provinciales y a 
los Abogados libres en materia penal de la Región Lambayeque; dicha encuesta 
que aplicaremos se servirá para obtener los datos del dominio de las variables. 
 
2.5. Procedimientos de análisis de datos 
 
Los datos serán conseguidos a través del empleo de las técnicas e instrumentos 
anteriormente descritos, recurriendo a las fuentes bibliográficas y las encuestas resueltas por 
los informantes anteriormente señalados; dichos datos serán ingresados al programa 
Microsoft Excel; para realizar el cruce entre las variables y la hipótesis, y los resultados 
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obtenidos serán presentados en cuadros y gráficos; ordenados de mayor a menor o 
cronológicamente y con sus precisiones porcentuales. 
 
El tipo de análisis utilizado es mixto, predominantemente cuantitativo, pero con 
calificaciones o interpretaciones cualitativas. 
 
2.6. Aspectos éticos 
 
Se realizó respetando los diversos principios éticos y jurídicos, siguiendo un estricto 
seguimiento de las normas, políticas y leyes que todo investigador debe realizar para 
garantizar la originalidad, y respeto por trabajos de diferentes autores. Así mismo cuando se 
utiliza a personas como sujetos de estudio, se debe tener en cuenta el consentimiento previo 
de los encuestados para participar, y la confidencialidad de los datos de los informantes fue 
asegurada al no registrar en las encuestas que se les efectúo ningún dato de identificación 
personal. 
 
2.7. Criterios de rigor científico 
 
a) Credibilidad: El criterio de credibilidad o valor de la verdad, también conocido 
como autenticidad, permite exhibir los fenómenos y las experiencias humanas, tal 
y como son percibidos por los sujetos. 
b) Transferibilidad: El criterio de transferibilidad o también conocida como 
aplicabilidad consiste en poder trasladar los resultados de la investigación a otros 
contextos. 
c) Confirmabilidad: El criterio de confirmabilidad o también conocido como 
neutralidad u objetividad, garantiza que los resultados de la investigación sean 
veraces a las descripciones realizadas por los participantes. 
d) Dependencia: Se trata de la fiabilidad de la información y la consistencia y 
seguridad de datos. (Noreña. A. et al, 2012, p. 266 – 268) 
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III. RESULTADOS 
3.1.Tablas y Figuras 
 
Los resultados obtenidos sobre la encuesta realizada son los siguientes: 
 
Tabla 2: 
Pregunta 2.De los siguientes conceptos que se consideran básicos; marque con una 
(x) solo una alternativa que usted considera que debería ser aplicado en un proceso 
penal respecto a la exclusión de la tipicidad de la conducta mediante la teoría de 
la imputación objetiva frente a la autopuesta en peligro 
Descripción Cantidad 
Debe ser relevante la conducta de la víctima en cuanto 
a la  lesión de su esfera jurídica                                                                                                      
23 
Considera que al autor  se le debe atribuir no solo los 
elementos de tipo penal objetivo si no también el 
resultado.                                                          
6 
La protección al imputado frente a un proceso, el cual 
es inimputable y se le juzga  para que sea parte 
procesal, en base a una relación causal que no tiene 
relevancia jurídica penal                                                                           
12 
En base a la teoría del riesgo la víctima es responsable 
de sus propios actos  cuando ha vulnerado los 
parámetros de la norma que la protege. 
9 
Fuente: Aplicación del cuestionario 01 
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Pregunta 2. marque con una (x) solo una alternativa que usted considera que debería ser aplicado en un 
proceso penal respecto a la exclusión de la tipicidad de la conducta mediante la teoría de la imputación 
objetiva frente a la autopuesta en peligro. 
 
FIGURA N° 02. De acuerdo a los datos obtenidos se puede establecer que EL 46%  de 
los informantes  considera que debe ser relevante la conducta de la víctima en cuanto a 
la lesión de su esfera jurídica;  el 24 % considera que la protección al imputado frente a 
un proceso, en el cual es inimputable y se le juzga  para que sea parte procesal, en base a 
una relación causal que no tiene relevancia jurídica; en tanto el 18 % manifiesta que en 
base a la teoría del riesgo la víctima es responsable de sus propios actos  cuando ha 
vulnerado los parámetros de la norma que la protege.; con el menor porcentaje, 12 %  los 
informantes consideran que al autor  se le debe atribuir no solo los elementos de tipo 
penal objetivo si no también el resultado.      
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Tabla 3: 
De las siguientes Normas que se consideran básicas; marque con una (x) solo la alternativa 
que usted considere se debe aplicar al momento de dar por iniciado un proceso penal, 
respecto a la exclusión de la tipicidad de la conducta mediante la teoría de la imputación 
objetiva frente a la autopuesta en peligro 
Descripción Cantidad 
Artículo 68 exención de la pena C.P 26 
Artículo 21 Responsabilidad Atenuada Código Penal Peruano  6 
Art. VII  Principio de Responsabilidad Penal Título Preliminar                                                                        4 
Art. 11 Bases De La Punibilidad Del Código Penal Peruano  14 
Fuente: Aplicación del cuestionario 01 
 
 
 
FIGURA N°03. De acuerdo a los datos obtenidos se puede establecer que el 52 % 
considera que debe aplicar el Artículo 68 exención de la pena C.P; el 28 % apoya el Art. 
11 Bases De La Punibilidad Del Código Penal Peruano; el 12 %  el Artículo 21 
Responsabilidad Atenuada Código Penal Peruano; y solo el 08 % Art. VII  Principio de 
Responsabilidad Penal Título Preliminar. 
52%
12%
8%
28%
Preguta 3.Que  alternativa usted considera se debe aplicar al momento de dar por iniciado un 
proceso penal, respecto a la exclusión de la tipicidad de la conducta mediante la teoría de la 
imputación objetiva frente a la autopuesta en peligro
Artículo 68 exención de la pena
Código Penal
Artículo 21 Responsabilidad
Atenuada Código Penal Peruano
Art. VII  Principio de Responsabilidad
Penal Título Preliminar
Art. 11 Bases De La Punibilidad Del
Código Penal Peruano
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Tabla 4: 
Sobre los beneficios de la teoría de la Imputación objetiva y la exclusión de la tipicidad de la 
conducta frente a la autopuesta en peligro, marque la alternativa que define su postura sobre el 
tema 
Descripción Cantidad 
Permite que un proceso se oriente bajo la premisa de causalidad como presupuesto 
analítico que conlleva  a un resultado, que a su vez tendría un significado jurídico 
penal, dado que la víctima es responsable de la lesión de su propio bien jurídico 
32 
Permite  que una conducta esté vinculada netamente por una relación de acción y 
resultado, aludiendo que existe  de parte de la víctima una confianza la cual ha 
generado un riesgo no previsto de manera propia 
18 
Fuente: Aplicación del cuestionario 01   
  
 
 
FIGURA N° 04. El 64 % de informantes asume una postura que Permite que un proceso se oriente 
bajo la premisa de causalidad como presupuesto analítico que conlleva  a un resultado, que a su vez 
tendría un significado jurídico penal, dado que la víctima es responsable de la lesión de su propio bien 
jurídico  y  la otra parte ( 36 %); asume la postura que Permite  que una conducta esté vinculada 
netamente por una relación de acción y resultado, aludiendo que existe  de parte de la víctima una 
confianza la cual ha generado un riesgo no previsto de manera propia 
 
 
 
 
 
64%
36%
Pregunta 4. Sobre los beneficios de la teoría de la Imputacion objetiva y la responsabilidad por el 
hecho propio, marque la alternativa que define su postura sobre el tema
Permite que un proceso se oriente
bajo la premisa de causalidad como
presupuesto analítico que conlleva
a un resultado, que a su vez tendría
un significado jurídico penal, dado
que la víctima es responsable de la
lesión de su propio bien jurídico
Permite  que una conducta esté
vinculada netamente por una
relación de acción y resultado,
aludiendo que existe  de parte de la
víctima una confianza la cual ha
generado un riesgo no previsto de
manera propia
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Tabla 5: 
Está de acuerdo con las resoluciones de las distintas salas penales, en cuanto a la motivación 
de declarar culpable al imputado bajo la premisa de la teoría causalidad 
Descripción Cantidad 
Totalmente de acuerdo 10 
Parcialmente de acuerdo 12 
En desacuerdo                                                                       28 
 Fuente: Aplicación del cuestionario 01  
 
 
 
 
 
 
 
 
Pregunta .5.  Está de acuerdo con las resoluciones de las distintas salas penales, en cuanto a la motivación 
de declarar culpable al imputado bajo la premisa de la teoría imputación objetiva 
  
 
FIGURA N° 05: De acuerdo a los datos obtenidos se puede establecer que el 56 % está de en 
desacuerdo con la premisa planteada; el 24 %  parcialmente  de acuerdo  y un considerable 20 % 
está totalmente de acuerdo. 
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Tabla 6: 
En el siguiente caso donde un taxista realizando sus labores cotidianas, es conducido por un 
sujeto para transportar  bienes de un determinado  inmueble, sin saber que  estaba 
perpetuando un robo. Cree usted que es acertado el proceder de la Sala Penal  suprema de 
lima  la cual decidió, que no es responsable  del delito de robo agravado en calidad de coautor, 
dado el  cumplía un rol inocuo basado en la teoría de la imputación objetiva.  
Descripción Cantidad 
Totalmente de acuerdo 28 
Parcialmente de acuerdo 12 
En desacuerdo                                                                       10 
Fuente: Aplicación del cuestionario 01   
 
 
 
Pregunta 6. En el siguiente caso donde un taxista realizando sus labores cotidianas, es conducido por un sujeto 
para transportar  bienes de un determinado  inmueble, sin saber que  estaba perpetuando un robo. Cree usted 
que es acertado el proceder de la Sala Penal  suprema de lima  la cual decidió, que no es responsable  del delito 
de robo agravado en calidad de coautor, dado el  cumplía un rol inocuo basado en la teoría de la imputación 
objetiva
 
FIGURA N° 06: De acuerdo a los datos proporcionados por los informante se concluye 
que el 56 % de informantes está totalmente de acuerdo con el proceder de la sala penal 
suprema ; el 24 % esta parcialmene de acuerdo; y el 20 %  está en desacuerdo. 
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Tabla 7: 
Está de acuerdo con la siguiente afirmación: “La razón por la cual se aplica la 
imputación objetiva en los proceso penales, es para encontrar el vínculo entre la acción 
y el resultado” 
Descripción Cantidad 
Totalmente de acuerdo 26 
Parcialmente de acuerdo 14 
En desacuerdo                                                                       10 
Fuente: Aplicación del cuestionario 01  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
FIGURA N° 07: Según la información obtenida el 52 % esta de acuerdo con la afirmación; 
solo el 28 % está ´parcialmente de acuerdo y el 20 % no esta de acuerdo. 
52%
28%
20%
Preguta 7. Está de acuerdo con la siguiente afirmación: “La razón por la cual se aplica 
la imputación objetiva en los proceso penales, es para encontrar el vínculo entre la 
acción y el resultado”
Totalmente de acuerdo
Parcialmente de acuerdo
En desacuerdo
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3.2.Discusión de resultados 
 
La conducta  típica y penalmente antijurídica  de la víctima  actúa  como un factor  clave 
para determinar   la responsabilidad penal de la misma, y a su vez la exclusividad de la 
conducta del autor del delito, siempre y cuando sea la víctima que lesione su esfera jurídica, 
teniendo como  base literal al código penal peruano  la cual será de aplicabilidad  en todo el 
territorio nacional. 
 
 Al comparar los datos obtenidos referente a que concepto básico más acorde se aplica 
en el presente tema, los jueces , fiscales secretarios judiciales y abogados encuestados 
señalaron  con un porcentaje  que el 46%  considera que debe ser  relevante la 
conducta de la víctima en cuanto a la lesión de su esfera jurídica;  contrastando 
irremediablemente con el menor porcentaje, 12 %  que señalaron como concepto 
básico que al  autor  se le debe atribuir no solo los elementos de tipo penal objetivo 
si no también el resultado. Lo que demuestra que si es relevante la conducta de la 
víctima  en cuanto a la lesión de su propio bien jurídico. 
 
A ello se contrasta con el autor de la tesis de investigación (Cancio Melia, 1997)  
“conducta de la víctima o Imputacion objetiva en el derecho penal”, la que refiere 
que la conducta de  la víctima puede  constituir un factor normativo en la delimitación 
de esferas de responsabilidad en el marco del tipo objetivo. 
 
 Al generar la comparación de los datos obtenidos referente a las normas que se  
aplicarían  referentes al tema  los jueces, fiscales secretarios judiciales y abogados 
encuestados señalaron con un porcentaje  de 52 % considera que debe aplicar   el 
Artículo 68 exención de la pena del C.P, equiparando  con el menor porcentaje, solo 
el 08 %  indicaron como norma básica el Art. VII  Principio de Responsabilidad 
Penal Título Preliminar.. lo que demuestra  como una opción más viable, para la 
exención de la pena en base a la Imputacion objetiva.  
 
A ello se contrasta con el autor de la tesis de investigación (Oré Sosa, 2008) 
“Autopuesta En Peligro Y Exclusión De Comportamientos Penalmente Relevantes.”  
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Donde  afirmar que la víctima  se ha introducido por propia decisión en una situación 
peligrosa que el mismo provoco, que a su vez  genero de manera consiente el 
resultado lesivo. 
  
 Al comparar los datos obtenidos referente a los beneficios de la teoría de la 
Imputación objetiva y la exclusión de la tipicidad de la conducta frente a la 
autopuesta en peligro, los jueces, fiscales, secretarios judiciales, abogados señalaron 
con un porcentaje  del  64 %  asume una postura que Permite que un proceso se 
oriente bajo la premisa de causalidad como presupuesto analítico que conlleva  
a un resultado, que a su vez tendría un significado jurídico penal, dado que la 
víctima es responsable de la lesión de su propio bien jurídico equiparando  con el 
menor porcentaje ( 36 %); asume la postura que  Permite  que una conducta esté 
vinculada netamente por una relación de acción y resultado, aludiendo que 
existe  de parte de la víctima una confianza la cual ha generado un riesgo no 
previsto de manera propia. . Lo cual nos brinda un resultado positivo para la 
investigación puesto que demuestra que la víctima es la que pone en riesgo su propio 
bien jurídico generando un resultado no previsto por la persona que se le imputa el 
delito. 
 
A ello se contrasta con el autor de la tesis de investigación (LICHARDELLI, 2010) 
“Imputación a la víctima.” Donde afirma que se deberá analizar  la relevancia  
jurídico penal que tiene la contribución de la víctima en la producción del resultado,  
de esta manera  se podrá analizar  gradualmente la contribución  de la víctima en el 
suceso. 
 
 
 Al comparar los datos obtenidos referentes a la aceptación de  las resoluciones de 
las distintas salas penales, en cuanto a la motivación de declarar culpable al 
imputado bajo la premisa de la teoría de causalidad, los jueces, fiscales, 
secretarios judiciales y abogados  encuestados señalaron  con un porcentaje mayor 
del  56 % está de en desacuerdo; contrastando  con el porcentaje menor del 20 % 
está totalmente de acuerdo. Lo cual nos brinda un resultado positivo para la 
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investigación puesto que se plasma en la realidad la problemática que causa los 
diferentes conceptos  que tienen los jueces para emitir sus sentencias referente al 
presente tema. 
 
A ello se contrasta con el autor de la tesis de investigación (Peña Cabrera Freyre, 
2005) “El principio de la imputación necesaria una garantía procesal  y  sustantiva 
a la vez  derivada del diseño de  un sistema penal democrático y garantista.” Afirma 
que debe analizar el proceso de atribución en un proceso penal; en el sentido de 
imputar el hecho al  inculpado; teniendo en cuenta la realización de una conducta 
que sea típica y penalmente antijurídica  
 
 
3.3.Aporte científico  
PROYECTO DE LEY QUE EXIME DE UNA PENA AL 
AUTOR DE UN DELITO DE LESIONES CULPOSAS Y 
HOMICIDIO CULPOSO, A CAUSA DE LA AUTOPUESTA EN 
PELIGRO POR LA PROPIA VICTIMA  
 
El estudiante Fernández Ramírez Willy Paúl de conformidad con la Constitución Política 
del Perú, presenta la siguiente iniciativa Legislativa: 
 
I. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
El presente proyecto de ley, tiene por objeto de que se exima de una pena al autor de 
un delito de lesiones culposas y homicidio culposo, a causa de la autopuesta en 
peligro por la propia víctima; teniendo en consideración de que mediante el análisis 
de un caso en concreto a través de la Teoría de Imputación objetiva, se puede 
dilucidar si la responsabilidad del ilícito solo recae en la esfera del autor, o es a causa 
del accionar de la propia víctima.  
  
II. EFECTOS DE LA VIGENCIA DE LA NORMA SOBRE LA LEGISLACIÓN 
NACIONAL 
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El presente proyecto no es contrario a la Constitución Política Peruana ni colisiona 
con la normatividad vigente del Código Penal. 
 
III. ANÁLISIS COSTO BENEFICIO 
 
La presente propuesta no representa costo alguno al erario nacional ni es una 
iniciativa de gasto; por el contrario, la idea subyace en la justicia que obtendrá el 
autor de un delito culposo, cuando este haya sido causado por responsabilidad propia 
de la víctima. 
 
FÓRMULA LEGAL 
 
LEY QUE EXIME DE UNA PENA AL AUTOR DE UN DELITO DE LESIONES 
CULPOSAS Y HOMICIDIO CULPOSO, A CAUSA DE LA AUTOPUESTA EN 
PELIGRO POR LA PROPIA VICTIMA 
 
Artículo 1.- Objeto de la Ley 
 
La presente Ley tiene por objeto complementar los preceptos contenidos en el artículo 68 
del código penal - Exención de pena, con la finalidad de que se exima de una pena al autor 
de un delito de lesiones culposas y homicidio culposo, a causa de la autopuesta en peligro 
por la propia víctima 
 
Artículo 2.- Exención de pena por autopuesta en peligro 
 
Incorpórese el artículo 68-A al Código Penal, con el siguiente texto: 
  
“Artículo 68-A. El juez puede eximir de sanción en los casos que se verifique en que 
el delito previsto en los artículos 111 y 124 del presente código hayan sido el resultado 
de la autopuesta en peligro de la propia víctima, y no de la entera responsabilidad del 
autor. 
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Artículo 3.- Derogación de normas que se opongan a la presente Ley 
 
Quedarán derogadas aquellas  normas que se opongan a la presente ley. 
 
Artículo 4.- Vigencia de la Ley 
La presente ley entrará en vigencia al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial “El 
Peruano”. 
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IV. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
4.1.Conclusiones 
 
 La teoría de la imputación objetiva propone reemplazar la relación de causalidad, por 
una conexión elaborada en base a consideraciones jurídicas y no naturales. Desde el  punto 
de vista la imputación de la conducta manifestamos que se contempla conceptos que 
funciona como filtros, cuyo propósito tiene  la finalidad de determinar si una conducta es 
susceptible de ser considerada típicamente objetiva o no. 
 
 La autopuesta en peligro de la víctima es cuando el sujeto de derecho  se encuentra 
inmerso por su propia voluntad  en  situación de peligro, y por el cual no  se  podría imputar 
el resultado que se produjera a un tercero que dio origen  al hecho. 
 
 Los jueces de las diferentes salas mantienen un concepto plurilateral referente al 
criterio de la Imputación objetiva  respecto a la exclusión de la tipicidad de la conducta frente 
a la autopuesta en peligro de la  víctima, el cual afectaría de manera irreparable en un proceso 
penal dado que se estaría afectado el derecho esencial que se encuentra establecido en nuestra 
constitución  como es el derecho a la libertad. 
 
 Existe imperiosa necesidad de complementar el artículo 68 del Código Penal -
Exención de pena; en donde se exima de la pena impuesta para los tipos penales de lesiones 
culposas y homicidio culposo, en los diferentes hechos  en que la víctima ha  puesto en 
peligro su propio bien jurídicamente tutelado; en tenor a que es justo que al autor de dicho 
tipo penal se le excluya de la conducta que se le imputa. 
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4.2.Recomendaciones 
 
 Se recomienda  que los jueces en materia penal  que en los procesos sobre lesiones 
culposas y homicidio culposo tomen en cuenta al momento de dictar sus resoluciones 
en la parte de la motivación, la teoría de la Imputación objetiva como un mecanismo 
de solución o  fuente doctrinal para disipar dudas.  
 
 Se recomienda que se deba definir instrumentos y mecanismos eficaces que coadyuven 
a verificar el cumplimiento de los tres presupuestos de la teoría del delito, típico, 
antijurídico y responsable, y así mismo se verifique que esta responsabilidad del autor 
sea por causa de su propia responsabilidad, y no de la autopuesta en peligro de la 
víctima. 
 
 Se recomienda implementar la propuesta legislativa complementaria al artículo 68 del 
Código Penal - Exención de pena, contenida en la presente investigación, donde se 
examine de cualquier pena al autor del delito en los supuestos que se llegue a verificar 
que la víctima haya puesto en peligro su propio bien jurídicamente tutelado. 
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ANEXO 1: CUESTIONARIO 1 
 
DIRIGIDO A JUECES, FISCALES, SECRETARIOS JUDICIALES Y ABOGADOS 
EN MATERIA PENAL DEL DISTRITO JUDICIAL DE LAMBAYEQUE 
 
Le agradecemos responder a este breve y sencillo cuestionario que tiene como propósito 
obtener datos que nos permitan identificar la “IMPÙTACION OBJETIVA A LA VICTIMA 
COMO UNA GARANTIA DEL PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD POR EL 
HECHO PROPIO”. A su vez es preciso aclarar que el presente instrumento es totalmente 
anónimo. 
 
1.1. Cargo que desempeña: 
Juez   (     )  
Secretario judicial        (      ) 
Fiscal                            (      ) 
Abogado  (      ) 
 
1.2. De los siguientes conceptos que se consideran básicos; marque con una (x) solo 
una alternativa que usted considera que debería ser aplicado en un proceso penal 
respecto a la exclusión de la tipicidad de la conducta mediante la teoría de la 
imputación objetiva frente a la autopuesta en peligro 
 
a) Debe ser relevante la conducta de la víctima en cuanto a la  lesión de su esfera 
jurídica                                                                                                     (       ) 
b) Considera que al autor  se le debe atribuir no solo los elementos de tipo penal 
objetivo si no también el resultado.                                                         (       )      
c) La protección al imputado frente a un proceso, en el cual es inimputable y se le 
juzga  para que sea parte procesal, en base a una relación causal que no tiene 
relevancia jurídica penal                                                                          (       )                                                  
d) En base a la teoría del riesgo la víctima es responsable de sus propios actos  cuando 
ha vulnerado los parámetros de la norma que la protege.            (       ) 
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1.3. De las siguientes Normas que se consideran básicas; marque con una (x) solo la 
alternativa que usted considere se debe aplicar al momento de dar por iniciado 
un proceso penal, respecto a la exclusión de la tipicidad de la conducta mediante 
la teoría de la imputación objetiva frente a la autopuesta en peligro 
 
a) Artículo 68 exención de la pena  Código Penal                                    (      ) 
b) Artículo 21 Responsabilidad Atenuada Código Penal Peruano            (      ) 
c) Art. VII  Principio de Responsabilidad Penal Título Preliminar           (      ) 
d) Art. 11 Bases De La Punibilidad Del Código Penal Peruano            (      ) 
 
1.4. Sobre los beneficios de la teoría de la Imputación objetiva y la exclusión de la 
tipicidad de la conducta frente a la autopuesta en peligro, marque la alternativa 
que define su postura sobre el tema 
 
a)  Permite que un proceso se oriente bajo la premisa de causalidad como presupuesto 
analítico que conlleva  a un resultado, que a su vez tendría un significado jurídico 
penal, dado que la víctima es responsable de la lesión de su propio bien jurídico  
                                                                                                                          (      
) 
b) Permite  que una conducta esté vinculada netamente por una relación de acción y 
resultado, aludiendo que existe  de parte de la víctima una confianza la cual ha 
generado un riesgo no previsto de manera propia                         (      ) 
 
1.5. Está de acuerdo con las resoluciones de las distintas salas penales, en cuanto a la 
motivación de declarar culpable al imputado bajo la premisa de la teoría de 
causalidad. 
 
a) Totalmente de acuerdo  (      ) 
b) Parcialmente de acuerdo   (      ) 
c) En desacuerdo    (      ) 
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1.6. En el siguiente caso donde un taxista realizando sus labores cotidianas, es 
conducido por un sujeto para transportar  bienes de un determinado  inmueble, 
sin saber que  estaba perpetuando un robo. Cree usted que es acertado el 
proceder de la Sala Penal  suprema de lima  la cual decidió, que no es responsable  
del delito de robo agravado en calidad de coautor, dado el  cumplía un rol inocuo 
basado en la teoría de la imputación objetiva.  
 
a) Totalmente de acuerdo.      (     ) 
b) Parcialmente de acuerdo                                                                (      )                       
c) En desacuerdo.       (     ) 
 
1.7. Está de acuerdo con la siguiente afirmación: “La razón por la cual se aplica la 
imputación objetiva en los proceso penales, es para encontrar el vínculo entre la 
acción y el resultado” 
 
a) Totalmente de acuerdo.      (     ) 
b) Parcialmente de acuerdo                                                      (     ) 
c) En desacuerdo.       (     ) 
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ANEXO 3: JURISPRUDENCIA  
SENTENCIA CONDENATORIA 
EXPEDIENTE : 04393-2015-90-1706-JR-PE-08 
ESPECIALISTA : IRIS YANNET DIAZ RUIZ  
DELITO  : HOMICIDIO CULPOSO  
IMPUTADO  : JOSE OSWALDO MOZO JIMENEZ 
AGRAVIADO          : MARIELA VERONICA LLONTOP GUERRA 
JUEZ   : RENÉ ZELADA FLORES 
 
SENTENCIA N° 137  
 
RESOLUCIÓN NÚMERO: SEIS 
Chiclayo, veinticinco de mayo del año dos mil dieciocho.- 
 
 VISTA en audiencia oral y pública la presente causa, interviniendo el Magistrado 
Zelada Flores, se procede a dictar sentencia bajo los términos siguientes: 
 
I.- PARTE EXPOSITIVA: 
 
1. SUJETOS PROCESALES: 
1.1. Parte acusadora: Dr. DAVID HAMILTON DIAZ BECERRA, Fiscal 
Provincial de la Fiscalía Provincial Mixta de La Victoria, con Casilla Electrónica 
46366. 
1.2. Parte acusada: JOSE OSWALDO MOZO JIMENEZ, identificado con DNI 
N° 44293075, nacido el 12-10-1953, grado de instrucción quinto de secundaria, 
ocupación jubilado de la PNP, percibe un ingreso de mil soles mensuales, domicilio 
real en la Mz. H Lt. 4 - Urb. La Florida- Chiclayo, hijo de Andrés y de Delia, no tiene 
tatuajes ni cicatrices en el cuerpo, no tiene antecedentes penales. 
Abogado defensor: Dr. Carlos Alfonso Catillo León, identificado con registro 
ICAL N° 5518, Casilla electrónica N° 40826. 
1.3. Abogado del Tercero Civilmente Responsable: Dr. Dante Cajusol 
Santisteban, identificado con registro ICAL N° 5414, casilla electrónica N° 16023. 
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1.4. Parte agraviada: GLADYS GUERRA PAUCAR. 
 
 
2. ANTECEDENTES 
 
Alegatos iniciales: 
 
2.1. DEL REPRESENTANTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: 
El Ministerio Publico trae a juicio oral, a una persona que en su condición de salvavidas 
del Centro Recreacional El Mirador, ubicado en la carretera a Monsefu de la Ciudad de 
Chiclayo, a  quien se le atribuye haber omitido su deber de cuidar y garantizar la vida 
de los bañistas, particularmente el caso de una niña de 11 años de edad Mariela Verónica 
Llontop Guerra, quien  concurrió al centro recreacional a pasar un momento de sano 
esparcimiento junto con otros amigos, lamentablemente la menor falleció en una de las 
piscinas del centro recreacional el Mirador, por lo tanto el Ministerio Publico probara 
que el acusado José  Oswaldo Mozo Jiménez en su condición de Salvavidas omitió su 
deber de garantizar la vida de las personas el día de ocurridos los hechos, lo cual condujo 
a que se produzca el resultado. 
Las circunstancias en que ocurrieron los hechos son que el día 11 de febrero del 2015 a 
las 10:00 de la mañana la menor Mariela Verónica LLontop Guerra concurrió a las 
instalaciones del centro Recreacional el Mirador, en tanto que el acusado en ese lugar 
prestaba servicios de salvavidas en tres piscinas que estaban habilitadas para el referido 
día. Al promediar las 2:30 de la tarde en una de las piscinas de la empresa se aglomero 
un grupo de personas, motivando el desplazamiento del acusado José Oswaldo Mozo 
Jiménez hasta el lugar, donde observo al filo de esta a la menor agraviada, quien 
momentos antes había sacado del fondo de la piscinas (donde se encontraba sumergida) 
por el ciudadano Jhonatan Barboza Pérez, brindándosele los primeros auxilios y al no 
obtener respuesta, el acusado abordo de un taxi llevo a la menor agraviada hasta el centro 
de Salud de La Victoria, donde no se le brindo atención alguna al haber llegado cadáver, 
luego, y sin éxito la menor fue llevada al hospital Regional Docente Las Mercedes de 
Chiclayo, donde solo se procedió al levantamiento del cadáver. Las causa de la muerte 
de la menor están señaladas en el protocolo de necropsia N° 53-2015, en el que se 
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diagnosticó que la muerte se produjo por congestión y edema encefálico, asfixia por 
sumersión, en tanto el agente causante fue medio líquido. Aclaraciones: el hecho esta 
subsumido en el segundo párrafo del artículo 111 del Código Penal. En el lugar había 
tres piscinas, el hecho se produjo en la piscina para adultos, la persona que estaba 
asignado para el cuidado de esa piscina es el acusado José Oswaldo Mozo Jiménez, 
quien laboraba en el centro recreacional, solo hubo un salvavidas el día de los hechos.   
 
Tipo Penal 
Los hechos han sido subsumidos en el delito de homicidio culposo tipificado en el 
artículo 111 del Código Penal, tras haber ocurrido por infracción de las reglas de 
profesión que ostentaba el acusado el día de los hechos.  
Pretensión Penal y Civil  
El Ministerio Público solicita para el acusado la pena de dos años de pena privativa de 
libertad, así como el pago de la reparación civil de manera solidaria con el tercero civilmente 
responsable, por la suma de S/. 15,000.00 soles, en favor de los herederos de la referida 
menor. 
 
2.2. DE LA DEFENSA DEL ACUSADO:  
La defensa técnica va a demostrar en el presente juicio, que el señor José Oswaldo Mozo 
Jiménez no violo su deber de cuidado, fue muy diligente el día de los hechos, ello en base a 
la experiencia de muchos años en el área de salvataje de su institución en la Policía Nacional 
del Perú. El Ministerio Publico no cuenta con medios probatorios idóneos que demuestren 
la violación del deber de cuidado, se va a demostrar que la menor acudió al centro recreativo 
con personas adultas, quienes estaban a su cuidado, conforme el señor pastor José Valera 
Bardales lo ha venido manifestando durante la investigación, fueron nueve personas adultas 
voluntarias que fueron al lugar para ser tutores y vigilar de los veintisiete niños que acudieron 
el día de los hechos al centro recreacional, en ese sentido del Ministerio Publico no va a 
lograr desvirtuar la presunción de inocencia de su patrocinado, por lo que en su oportunidad 
solicitara la absolución de su patrocinado. 
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2.3. DEFENSA DEL TERCERO CIVILMENTE RESPONSABLE:  
Para la empresa El Mirador de Chiclayo no le corresponde pagar solidariamente la 
reparación civil, por cuanto se acoge la tesis de la defensa del acusado, ya que este si habría 
cumplido con su deber de cuidado para lo que fue contratado el día de los hechos, la labor 
que se le encomendó lo llevo a cabo conforme correspondía, y por lo tanto los eventos que 
se presenten de manera fortuita no tendrían por qué acarrear responsabilidad civil para su 
representado en el caso en concreto el tercero civil responsable. Teniendo en cuenta que la 
tesis fiscal no ha especificado el título de imputación para que su patrocinado tenga que 
responder civilmente, no se ha especificado en el título. No se debe olvidar que la 
responsabilidad civil dentro del proceso civil responde directamente a normas de carácter 
civil, y las normas señalan que en este caso se dé un tipo de responsabilidad extracontractual 
pero no se ha especificado cual sería el título de imputación para que responsa civilmente 
por un tema extracontractual. Siendo así, no correspondería que la empresa asuma el pago 
de la reparación civil. Aclaración: dentro de la responsabilidad civil extracontractual, hay 
responsabilidad por riesgo, responsabilidad por subordinación, esos temas no han sido 
especificados en la tesis fiscal. 
 
3. POSICIÓN DEL ACUSADO FRENTE A LA ACUSACIÓN. 
Luego que se le explicara los derechos que le asistían en juicio y la posibilidad de que la 
presente causa termine mediante conclusión anticipada, el acusado previa consulta con su 
abogado defensor, manifestó que NO se considera autor del delito materia de acusación 
y responsable de la reparación civil. 
 
4. ACTIVIDAD PROBATORIA 
 
DEL MINISTERIO PÚBLICO 
 
Prueba Testimonial: 
4.1. Declaración Testimonial de GLADYS GUERRA PAUCAR 
A las preguntas del representante del Ministerio Público: su hija falleció en el año 
2015, en el Mirador, se hago en una de las piscinas de adultos del lugar. Un joven encontró a 
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su hija ahogada en la piscina, el joven que ayudo a su hija se llama Jhonatan, nuca 
tuvo comunicación alguna con el joven. Después que sacaron a su hija preguntaron de quien 
era el cuerpo y el pastor dijo que la niña pertenecía a su grupo de ellos, luego le brindaron 
los primeros auxilios, sin embargo su hija ya había fallecido.  La empresa le dio a su esposo 
la suma de S/. 8,000.00 soles, para cubrir los gastos del sepelio, el dinero le entregaron a los 
dos días de ocurrido los hechos. A las preguntas de la defensa del acusado: si autorizo que 
su hija vaya al centro el Mirador, la autorización le dio a la señora Julia, la señora solo le 
dijo que irían a un lugar recreativo, pero no le dijo que los niños iban a bañarse en la piscina; 
su hija el día del paseos se fue con un cambio de ropa puesta y otro muda más, no llevo ropa 
de baño, no autorizo a su hija para que vaya a las piscinas sino solo a un paseo (retiro 
espiritual). 
 
4.2. Declaración testimonial de JOSE VICENTE LLONTOP  
A las preguntas del tercero civil responsable: la menor fallecida es su hija, el día de los 
hechos la empresa El Mirador se contactó con él para que le entreguen la suma de S/. 
8.000.00 soles, para cubrir los gastos del sepelio. (Se ingresó constancia de entrega de 
dinero, de fecha 12 de febrero del 2015).A las preguntas del representante del Ministerio 
Público: la empresa fue quien le dio voluntariamente los S/. 8,000.00 soles, para cubrir los 
gastos del sepelio de su hija. A las preguntas del Magistrado: el dinero se lo depositaron 
en su cuenta bancaria.  
 
4.3. Declaración testimonial de JOSUE VALERA BARDALES 
A las preguntas del Fiscal: Tiene conocimiento de la razón por la cual se encuentra presente 
en audiencia. El día de los hechos había mucha gente y en las piscinas, que al parecer son 4 
solo había un salvavidas, cuando vio lo que pasaba con la niña el salvavidas no estaba cerca 
y quienes sacaron a la niña fueron los bañistas. Cuando sacaron a la niña esta estaba 
arrojando y el salvavidas llegó a ayudarla, vio cuando este estaba ayudando a reanimarla y 
la llevaron en un taxi. Desde que sacaron a la niña hasta el momento en el que llegó el 
salvavidas transcurrió un minuto o minuto y medio. A las preguntas de la Defensa del 
acusado: Contaba con autorización para llevar a la menor de paseo, la cual se la otorgaron 
los padres, trabaja en una iglesia y la persona que estaba a cargo del grupo de niños que iba 
a recoger era una persona que también es testigo. Desconoce si la autorización de la menor 
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la dieron ambos padre o uno de ellos debido a que no revisa las autorizaciones. Se comunicó 
a los familiares que el paseo era en un lugar donde había piscina. No se percató si la menor 
el día de los hechos tenía ropa de baño porque estaban jugando; la menor no tenía ropa de 
baño. Cuando sacaron a la niña de la piscina se percató que aún se encontraba con vida. Se 
percató que las personas que auxiliaron a la menor y la condujeron a un centro de salud 
fueron el salvavidas y la señora Julia. A las preguntas del Tercero Civil: Ninguna pregunta. 
 
4.4. Declaración testimonial OSCAR MIGUEL VELASQUEZ DE VELASCO 
Historia Clínica de Emergencia de fecha 11 de febrero del 2015 
El paciente llegó fallecido, no se sintieron signos vitales, pupilas midriáticas, es decir 
paralizadas, sin reflejo corneal ni lumínico. Conclusión llegó cadáver. A las preguntas del 
Fiscal: Las pupilas normalmente reaccionan a la luz y ante cualquier movimiento. A las 
preguntas de la Defensa del acusado: El procedimiento explicado, es decir las pruebas 
clínicas se realizan en cualquier hospital o en un puesto de salud, en el cual se determina el 
pulso y demás signos vitales; sin embargo cuando ya se determina que está cadáver ya no 
hay necesidad de trasladarlo a un centro de salud. A las preguntas del Tercero Civil: 
Ninguna pregunta. 
 
4.5. Declaración testimonial de JULIA DOLORES VENTURA MANAY 
A las preguntas del Fiscal: Trabaja en la iglesia que fueron de paseo. Tiene conocimiento 
de la razón por la cual se encuentra presente en audiencia, esto debido a que le llegó una 
notificación por el caso de Mariela. Tenía autorización de la mamá de la niña y se firmó un 
documento de autorización; asimismo se le explicó a la mamá el motivo del paseo, esto es, 
debido a que estaban de vacaciones que llevarían a los chicos de paseo a un lugar turístico 
para que puedan recrearse, le dijeron a los padres que el lugar al que irían es El Mirador, que 
habían piscinas y debían llevar ropa de baño; la niña no llevó ropa de baño específicamente, 
pero si llevó ropa para bañarse. La madre autorizaba para que su hija se bañe en la piscina. 
No recuerda bien la cantidad de personas que asistieron al paseo, pero eran un promedio de 
20 a 25 niños y 11 adultos, quienes estaban a cargo de todos los niños. Llegaron los niños y 
dijeron que querían bañarse porque era la última hora que iban a salir, el pastor les dijo que 
se reunieran en el gras para poder ir a enjuagarse y poder entrar a la piscina; mientras se 
encontraba sentada con los niños sentada esperando que todos se reúnan para ir a remojarse 
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e ir a la piscina, la niña se encontraba en ese grupo de niños. Tomó conocimiento que la niña 
cayó a la piscina porque en el trayecto que todos los niños fueron a enjuagarse en las duchas, 
la niña corrió y en la parte que salen las personas se mojó, la niña resbaló, se golpeó y cayó; 
cuando las personas se amontonaron, todos corrieron y vio que el salvavidas tenía a la niña 
fuera de la piscina y estaba vomitando. No vio cuando la niña cayó a la piscina, sino que en 
el trayecto que los chicos fueron corriendo dirigiéndose a la ducha estos dijeron "se cayó, se 
cayó", momento en el cual todos corrieron. Cuando llegó el salvavidas tenía a la niña en 
brazos y esta vomitaba; después de eso, le dijeron que debía llevar a la niña a una posta 
médica. Condujo a la menor a la posta con el salvavidas, a quien recuerda por ser una persona 
mayor de 50 años aproximadamente; primero condujeron a la menor a una posta de La 
Victoria que desconoce la dirección, en la cual les dijeron que no podían auxiliar a la menor 
porque no tenían los implementos necesarios y los mandaron a otra posta. Cuando fueron 
llevando a la menor aún estaba con vida y en el carro seguía vomitando. En la segunda posta 
a la que fueron, le colocaron oxígeno y los trasladaron en una ambulancia al Hospital Las 
Mercedes; estando la menor aún con vida. A las preguntas de la Defensa del acusado: No 
vio cuando la niña cayó a la piscina. No tiene conocimiento quien sacó a la niña de la piscina 
porque cuando llegó la niña ya estaba con el salvavidas. Estuvo presente con la menor en la 
primera posta donde no atendieron a la menor ni le prestaron primeros auxilios, no recuerda 
la calle de la referida posta. En la segunda posta llevaron a la niña a tópico y le colocaron 
oxígeno, las subieron en una ambulancia y los trasladaron al Hospital Las Mercedes. A las 
preguntas del Tercero Civil: Ninguna pregunta. A las preguntas del Magistrado: Desde 
el gras donde se encontraban hasta la piscina en la que la niña se ahogó hay una distancia 
como la que existe hasta la rotonda que se encuentra fuera de la sala de audiencias, esto es 
15 metros aproximadamente. Cuando escuchó que los niños dijeron "se cayó, se 
cayó" estaba detrás de los niños porque eran 20 o 25 niños aproximadamente. Primero se 
encontraban todos reunidos en el pasto; siendo que desde el pasto hacia las duchas hay una 
distancia de 15 metros aproximadamente (Se deja constancia que se encuentran en la sala de 
audiencias número 16, la testigo se encuentra ubicada en el lugar que corresponde y hacia el 
lugar de referencia que indica, esto es la rotonda, hay una distancia aproximada de 15 
metros). Las duchas están ubicadas al costado de la piscina, entre Las duchas y la piscina 
hay una distancia de 5 metros aproximadamente, es decir desde donde se encuentra sentada 
hasta donde se ubica la señorita en audiencia (Magistrado advirtió 3 metros aprox.). Los 
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niños estuvieron haciendo deporte, llegaron y le dijeron al pastor que querían bañarse, 
entonces el pastor dijo reunámonos todos en el gras para ir a las duchas, se reunieron los 
niños en el gras donde ella también estuvo. Advirtió que la niña fue hacia la piscina cuando 
todos se iban a las duchas. Vio cuando la niña se dirigía hacia la piscina, estando ella a una 
distancia de 5 metros de la piscina, casi llegando a las duchas, y ahí mismo gritaron "se cayó, 
se cayó", entonces de pronto vio que se amontonó la gente, y cuando vio el salvavidas ya 
tenía en brazos a la niña; no vio cuando sacaron a la niña de la piscina. Cuando estuvo en la 
piscina vio al señor que tenía a la niña en brazos y estaba vomitando, ya encontró a la niña 
fuera de la piscina; no pensó que era una niña de su grupo. Cuando escuchó "se cayó, se 
cayó" no dijeron quien se había caído. El "se cayó, se cayó" lo escuchó por versión de otras 
personas. La niña cayó a la piscina porque cuando las personas salen de la piscina mojan ese 
espacio, y al ir la niña ha resbalado en el piso mojado, donde anteriormente ella se había 
caído. No ha visto que la niña cayó, ni que se ha ahogado. Después fueron a dos postas y al 
Hospital Las Mercedes; la niña llegó viva a la primera posta y a la segunda posta donde le 
colocaron el oxígeno. La persona que la atendió en la segunda posta le dijo "tu hija está bien" 
creyendo que la niña era su hija, entonces le colocaron el oxígeno y de inmediato subieron a 
la ambulancia donde fueron hasta el Hospital Las Mercedes. 
 
 
Prueba Pericial 
 
4.6. Examen del perito EDWIN PERCY CASUSOL ALARCON 
A las preguntas del representante del Ministerio Publico: el día 11 de febrero del 2015 
atendió a una menor, quien vino en brazo de una persona que no se identificó, porque la 
menor estaba inconsciente no respondía a ningún estímulo, con secreciones abundantes en 
boca, con abdomen distendido, la persona que la llevo al hospital manifestó que fue víctima 
de ahogamiento, la persona que llevo está presente en la audiencia y viste de polo veis (se 
identificó como José Oswaldo Mozo Jiménez). Al no encontrar ningún signo vital en la 
menor la diagnosticaron como cadáver. Lo que hicieron fue brindarle la reanimación cardio-
pulmonar como en todo establecimiento 1-3, trasladarla con todo el mismo sistema a un 
establecimiento de mayor nivel. No pueden dejar de hacer la reanimación cardio-pulmonar, 
porque no saben que distancia ha recorrido desde que sucedió el hecho hasta el 
75 | P á g i n a  
 
 
establecimiento de salud, por ello inmediatamente la trasladaron a la ambulancia, para 
llevarla al hospital Las Mercedes a la unidad de emergencia, donde fue recibida por el 
médico Velásquez, quien dio la confirmación del diagnóstico que él había dado (cadáver).Se 
ingresó el oficio N° 370-2015-DRSAL-RSCH-C-EB-LV, de fecha 28 de septiembre del 
2016.A las preguntas de la defensa: La reanimación cardio-pulmonar es un proceso 
artificial en la cual se da soporte respiratorio y circulatorio al paciente en caso de un paro 
cardio respiratorio o en caso de ausencia de signos vitales, según la Guía en el año 2015 se 
tiene que dar en los cinco primeros minutos para garantizar la probabilidad de sobrevivir al 
paciente, como no saben la distancia inician la reanimación cardiopulmonar, independiente 
de donde haya llegado, con ello se traslada al paciente, lo que consiste en dar soporte 
respiratorio a través del bolsing autoinsufrable o autoinfable llamado AMBU, y las 
compresiones torácicas que lo realiza el reanimados, eran dos reanimadores. A las 
preguntas del tercero civil responsable: cuando abrieron las vías averías de la menor había 
contenido alimenticio como si fuera arroz, se pusieron los guantes y limpiaron los restos de 
la boca, no recuerda la cantidad de comida porque lo único que hicieron es limpiar, porque 
tenían que colocar inmediatamente el tubo de enmallo. 
 
4.7. Examen del perito MÉDICO LEGISTA JOSÉ RICARDO HARO VARAS 
Informe Pericial de Necropsia Médico Legal N° 000053-2015 
La necropsia fue practicada a la menor de 11 años Mariela Verónica Llontop Guerra, el día 
11 de febrero de 2015 a las 21:00 horas. El diagnostico de muerte es congestión y edema 
encefálico y como causa básica asfixia por sumersión, agente causante medio líquido (Dio 
lectura al contenido de la pericia en el extremo referido al "examen externo e interno") En 
los datos preliminares se establece que la causa de muerte es ahogamiento, describiendo en 
palabras técnicas como asfixia por sumersión. A las preguntas del Fiscal: Las 
características que presentaba el cuerpo como piel anserina y húmeda, maceración, brillo 
blanquecino, entre otros signos, orientan a la existencia de sumersión en medio líquido- 
agua; la maceración es debida a la permanencia en el medio líquido a lo que se denomina 
como "mano de lavandera", el blanqueamiento, engrosamiento en las palmas de las manos 
y en las palmas de los pies; la piel anserina es comúnmente llamada piel de gallina la cual 
también es propia cuando ha habido permanencia en medio líquido. Asimismo, los demás 
signos internos encontrados, sobre todo los localizados a nivel de la vía respiratoria en la 
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cual se observa un fluido blanquecino con burbujas a lo que se llama comúnmente como 
hongo de espuma, además los pulmones aumentados de tamaño con edema marcado; por lo 
que sumando todo ello con los signos propios de asfixia descritos en el protocolo de 
necropsia, orientan a que la muerte ha sido producto de un ahogamiento. Respecto al tiempo 
que la menor puede haber estado sumergida en el agua, es un tema variable y subjetivo 
porque se debe estudiar la escena, por lo que no puede presumir ello. A las preguntas de la 
Defensa del acusado: Ninguna pregunta. A las preguntas del Tercero Civil: En la página 
5 respecto al contenido del estómago, esto es el contenido semisólido blanco amarillento con 
partículas semisólidas en fase final del proceso de digestión, se refiere a restos alimenticios 
en su fase final, la cual se puede haber producido en un lapso de tiempo menor a dos horas 
aproximadamente desde que se ingirió alimento para haberse encontrado así. A las 
preguntas del Magistrado: No existe ninguna relación entre los alimentos encontrados en 
el estómago de la menor con la causa ahogamiento. 
 
Prueba Documental: 
 
4.8. Declaración testimonial de Jhonatan Pérez Barboza, de fecha 07 de octubre del 2015; 
cuyo aporte es, narrar la forma y circunstancias en que el testigo saco del fondo de la piscina 
a la menor, y que efectivamente el salvavidas (acusado) nunca estuvo presente en ese 
momento para brindarle los primeros auxilios de manera oportuna.   
 
4.9. Acta de nacimiento de Mariela Verónica LLontop Guerra;  
Cuyo aporte es, acreditar que la agraviada era una menor de edad al momento de los hechos, 
por lo tanto se cumpliría con la agravante de que la víctima era una menor de edad.  
 
4.10. Acta de defunción de Mariela Verónica LLontop Guerra;  
Cuyo aporte es, acreditar que la menor falleció a consecuencia de delito que se le está 
imputando al acusado. 
 
4.11. Informe Pericial de Necropsia Médico Legal N° 000053-2015 de fecha 11 de 
febrero del 2015. (Aporte grabado en audio) 
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4.12. Acta fiscal de fecha 17 de febrero del 2016 realizada en el Centro El Mirador; 
cuyo aporte es, dejar constancia que el acusado se encontraba en un extremo distinto al 
lugar en donde efectivamente se produjeron los hechos.  
 
4.13. Acta de levantamiento de cadáver de fecha 11 de febrero del 2016; 
cuyo aporte es, acreditar que efectivamente la menor agraviada falleció ahogada.  
 
4.14. Historia clínica de emergencia de fecha 11 de febrero del 2015. (Aporte grabado 
en audio) 
 
4.15. Nueve Tomas Fotográficas; cuyo aporte es, acreditar que los niños acudieron al lugar 
de los hechos, es decir el Centro Recreacional El Mirador, y dentro de ellos se encontraba la 
menor agravada.  
 
4.16. Oficio N° 10052-2015-RDC de fecha 16 de junio del 2015; cuyo aporte es, acreditar 
que el José Oswaldo Mozo Jiménez no registra antecedentes penales.  
 
4.17. Resolución Directoral N° 002-2014 de fecha 13 de enero del 2014; 
cuyo aporte es, acreditar que el local comercial EL Mirador que tenía autorización sanitaria 
para funcionar. 
 
4.18. Autorización Municipal de apertura para establecimientos comerciales e 
industriales de fecha 19 de octubre del 2006; cuyo aporte es, acreditar que se ha 
autorizado a dicho complejo turístico para atender al público.  
 
4.19. Oficio N° 370-2015-DRSAL-ESCH-EB-LV de fecha 28 de septiembre del 2015; 
cuyo aporte es, acreditar que la menor llego cadáver al Centro de Atención del Distrito de 
La Victoria. 
 
4.20. Oficio N° 1452-2015 de fecha 20 de octubre del 2015; cuyo aporte es, establecer 
que la menor llego cadáver a dicho Nosocomio. 
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4.21. Oficio N° 1305-2016 de fecha 28-03-2016; cuyo aporte es, acreditar que el acusado 
en su condición de policía presto servicios en la unidad de servicios de salvavidas. 
 
4.22. Dictamen Pericial N° 2015002000199 de fecha 17-02-2015. (Aporte grabado en 
audio) 
 
4.23. Dictamen Pericial N° 2015001000155 de fecha 17 de febrero del 2015. (Aporte 
grabado en audio) 
 
II. PARTE CONSIDERATIVA 
 
PRIMERO: DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS APLICABLES AL CASO. 
1.1. El artículo 111 del Código Penal señala: "El que, por culpa, ocasiona la muerte de una 
persona, (...) la pena privativa de la libertad será no menor de un año ni mayor de cuatro 
años si el delito resulta de la inobservancia de reglas de profesión, de ocupación (...)” 
1.2. El delito se perfecciona cuando el sujeto activo ocasiona la muerte del sujeto pasivo por 
haber obrado culposamente. El agente obra por culpa cuando produce un resultado dañoso  
al haber actuado con falta de previsión, prudencia o precaución, habiendo sido el resultado 
previsible o, previéndole, confía en poder evitarlo. Aparece el homicidio culposo cuando la 
conducta del agente afecta el deber objetivo de cuidado y como consecuencia directa deviene 
el resultado letal para el sujeto pasivo. De allí que la relación entre acción y resultado, o si 
se prefiere, la imputación objetiva  del resultado a la acción que le ha causado, deviene en 
presupuesto mínimo para exigir una responsabilidad por el resultado producido. Es decir, 
entre la acción y el resultado debe mediar un nexo, una conexión, una relación entre la 
conducta realizada y el resultado producido, sin interferencias de factores extraños, como es 
propio de todo delito cuya acción provoca una modificación en el mundo exterior. 
1.3. Si bien es cierto que en la mayoría de los casos, el responsable tanto penal como civil 
es el propio causante del daño u obligado directo, existen supuestos en los que se puede 
comprender como responsables civiles a personas distintas de los causantes, tal es el caso de 
los llamados tercero civiles en el proceso penal. En estos casos, por imperio de la ley (artículo 
95 del Código Penal concordante con los artículos correspondientes del Código Civil y 
demás normas pertinentes) se comprenden como responsables a terceros no causantes, a 
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efectos de garantizar el pago de la reparación, y en virtud a que estos mantienen una especial 
vinculación con el causante o con el bien con el que se ha causado el daño1.  Estos terceros 
no son causantes del daño, ni han realizado acción penalmente relevante alguna. No existe 
hecho causante cometido por ellos, y mucho menos relación de causalidad entre su actuación 
y el daño; y por tanto, no se puede hablar de una conducta típica penalmente atribuible a 
estos, menos aún, menos aún se les puede imputar responsabilidad penal; incluso la propia 
antijuricidad de su conducta no resulta definida con toda claridad. En estos casos se dice m 
que "no es necesario que exista un nexo de causalidad material sino simplemente un nexo 
lógico: el principal propicio la ocasión en la que el daño fue causado".2 
 
SEGUNDO: DE LA VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS POR LAS PARTES:   
 
2.1. DEL REPRESENTANTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: 
En el presente juicio oral se ha probado que el día 11 de febrero del 2015 la menor Mariela 
Verónica LLontop Guerra concurrió a las instalaciones del centro recreacional El Mirador a 
pasar un día de esparcimiento, esto ha sido corroborado con la declaración de la madre de la 
agraviada y el testigo José Valera Bardales, pastor que tuvo conocimiento de los hechos. Se 
ha probado que el acusado el da de los hechos prestaba el servicio de salvavidas, tenía una 
vinculación comercial con el centro recreativo El Mirador y estaba a cargo de las piscinas 
que funcionaban el día de los hechos, en las cuales en una de ellas sucedió la muerte de la 
agraviada, conforme se ha sostenido en el presente juicio oral por los testigos que han 
declarado; además del acta de constatación fiscal de fecha 17 de febrero del 2015, la misma 
que se ha dado lectura en audiencia. Se ha probado además, que el acusado el da de los 
hechos no se encontraba en el lugar ni en el momento en que se produjo la muerte de la 
menor, es decir en la piscina de adultos, conforme la oralización de la  declaración del testigo 
Jhonatan Pérez Barboza, y además por la testigo ofrecida por la defensa; es decir el acusado 
no fue la persona que auxilio de manera oportuna a la agraviada, por cuanto esta fue 
encontrada en el fondo de la piscina quien prácticamente no tenía  rendición alguna, este no 
                                                 
1Desde otro punto de vista, se sostiene que se debe comprender a estos terceros, esgrimiéndose como fundamento el hecho 
que estos se encentrarían en una mejor situación para afrontar el costo del daño, o de distribuirlo eficientemente entre los 
componentes del grupo social, a través de los mecanismos del mercado y del seguro. Al respecto ver cualquier texto de 
análisis económico del derecho, respecto al análisis de la responsabilidad civil.  
2GALVEZ VILLEGAS, Tomas Aladino. La Reparación Civil en el Proceso Penal, Instituto Pacifico, Lima, 2016, pp. 
211-213  
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cumplió con su deber de garantizar y cuidar la vida de los bañistas, para lo cual el acusado 
habría sido contratado por el centro comercial El Mirador. Está probado que la agraviada fue 
socorrida no por el acusado, sino por un tercero el bañista Jhonatan Pérez Barboza, quien 
fue el que la saco del fondo de la piscina, y que la persona responsable de garantizar la vida 
de los bañistas llego en unos dos a tres minutos después de haber sido socorrido por el joven 
antes mencionado. Además, se ha demostrado la consecuencia que sufrió la menor agraviada 
con el protocolo de necropsia sustentada en juicio oral, donde menciona que las causas de la 
muerte fue por asfixia y el agente causante fue líquido, es decir murió ahogada; ello también 
ha sido acreditada con la historia clínica del Hospital Las Mercedes y con el testigo ofrecido 
por el Ministerio Publico, el medico que señalo que la menor llego cadáver al centro de 
atención. Como consecuencia de la infracción del deber de cuidado del acusado en su 
condición de salvavidas, es decir la muerte de la menor, también ha quedado acreditado con 
el acta de defunción, además del acta de necropsia. Por lo que, el Ministerio Público solicita 
por este hecho, el cual ha sido subsumido en el tercer párrafo del artículo 111 del Código 
Penal, la pena de dos años de pena privativa de la libertad; además el pago de la reparación 
civil por la suma de S/. 15,000.00 soles, suma que deberá pagar solidariamente 
conjuntamente con la empresa El Mirador, en favor de los herederos legales de la menor 
agraviada. Aclaración: la reparación civil de S/. 15,000.00 soles, es adicional a la suma que 
ya pago el tercero civil responsable.  
 
2.2. DE LA DEFENSA DEL ACUSADO: 
La defensa técnica en los alegatos de apertura refirió que su patrocinado no habría violado 
el deber de cuidado, ya que considera que él ha actuado diligentemente en el día de los 
hechos, conforme se demuestran con los medios probatorios que se han actuado. La 
declaración del testigo Jhonatan Pérez Barboza, el cual la fiscalía ha hecho mención en 
reiteradas oportunidades sin embargo se advierte una contradicción respecto a la misma, en 
la pregunta 6 de su declaración realizada el 07 de octubre del 2015, hace mención de  "que 
pudo ver a una niña en el fondo de la piscina sin ningún tipo de movimiento, se susto y atino 
salir a la superficie a tomar aire, y como no estuvo seguro si la niña estaba muerta la movió 
con su pie en su brazo pero como no mostro ningún signo de vida, volvió a ingresar para 
sacarla, entonces la saco con sus brazos hacia la superficie y justo pasaba una pareja y les 
pidió ayuda para sacarla totalmente a la superficie, luego llego el salvavidas a prestarle los 
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primeros auxilios", en  la pregunta 16 cuando se le indica si había alguna responsable de la 
niña afuera de la piscina  dijo "que no, ya que en el transcurso que estaba prestándole los 
primeros auxilios a la niña llegaron dos personas", en un primer momento indica que se 
asustó y que no presto los primero auxilios, pero posteriormente refiere que si le brindo los 
primeros auxilios. Asimismo, es menester resaltar las contradicciones en la declaración de 
la madre de la agraviada a señora Gladys Guerra, con la declaración de José Valera Bardales 
y de la señora Julia Ventura Manay, con respecto a la autorización, ya que la señora ha sido 
muy enfática, e incluso desde el inicio dijo que quería saber la verdad de los hechos, 
mencionó además que no había dado autorización para que vaya a una piscina, que si al 
Mirador pero no a las piscinas, incluso dijo que su hijo no había llevado ropa de baño; el 
testigo Josué Valera Bardales  ha indicado que su patrocinado habría llegado al minuto a ver 
a la niña que se encontraba a las afueras de la piscina y que la encontró o la vio con vida; 
asimismo la señora Julia Ventura Manay ha sido muy clara, a pesar de los cuestionamientos 
de la fiscalía y por el Magistrado, en el sentido que la niña estaba con vida cuando la llevaron 
a la primera y a la segunda posta, e incluso cuando  la ambulancia se fue a las mercedes aún 
se encontraba con vida, e incluso una persona según lo señalado por la señora le dijo que no 
se preocupara que la niña estaba bien; en cuanto a ello es necesario resaltar lo siguiente: en 
el presente juicio se ha tenido a dos peritos al señor Oscar Miguel Velásquez de Velasco y 
al señor Percy Casusol Alarcón, quien pertenece al Hospital Las Mercedes, el mismo que ha 
referido que la menor había llegado sin signos vitales, pero que procedió a realizar la técnica 
de reanimación cardiovascular porque así lo demanda el procedimiento a pesar que no sabía 
cuánto tiempo había transcurrido y más  o menos ellos calculan que entre cuatro  o cinco 
minutos podrían realizar esa técnica, pero que la niña habría llegado sin vida; sin embargo 
el perito Oscar Miguel, a la pregunta del tercero civil indica algo interesante, ya que si la 
niña llego sin signos vitales a la segunda posta, porque se decide llevarla en una ambulancia 
hacia las Mercedes, si el doctor Velásquez de Velazco ha dicho que el levantamiento de 
cadáver se puede realizar en cualquier posta u hospital, es ahí donde se genera dudas, porque 
si estaba sin signos de vida por que deciden llevarla a Las Mercedes, el señor Oscar Miguel 
lo ha manifestado que si llego sin vida ahí fácilmente se hubiese procedido a la diligencia 
del levantamiento del cadáver. En ese sentido la defensa técnica considera que la fiscalía no 
conducido adecuadamente la presente investigación porque su patrocinado ha actuado 
diligentemente, inmediatamente a prestado los primeros auxilios a la menor, dada a su 
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experiencia, sin embargo, habían otras persona como bien lo ha manifestado la testigo Julia 
Ventura, habían 10 personas adultas encargadas de dar seguridad a esos niños con la 
autorización de los padres de familia, ellos eran los tutores y tenía el deber de cuidado 
también de los menores, entonces la fiscalía en ningún momento para que puedan declarar y 
de repente para que se pueda conducir la investigación. Por lo tanto, si bien hay un resultado 
por una cuestión de imputación objetiva no se podría sancionar a su patrocinado José 
Oswaldo Mozo Jiménez; respecto a la reparación civil, no está de acuerdo en que el fiscal 
cambie los montos, rimero diga S/. 15,000.00 soles, pero respecto a su pregunta de los ocho 
mil soles, sumaria veintitrés mil soles, pero sin ninguna explicación de qué tipo de daños se 
ha producido. En conclusión la defensa técnica, solicita se absuelva a su patrocinado de todos 
los cargos imputados por el representante del Ministerio Público, toda vez que no se ha 
desvirtuado la presunción de inocencia. 
 
2.3. DEFENSA DEL TERCERO CIVILMENTE RESPONSABLE:  
Después de la actividad probatoria desplegada en el presente juicio, está claro que lo que se 
pretendía acreditar es una negligencia por parte del salvavidas que trabajaba para la Empresa 
El Mirador de Chiclayo, esa ha sido la pretensión de la fiscalía, sin embargo no se aprobado 
más allá de toda duda razonable que es el estándar probatorio a nivel del proceso penal, el 
hecho de que efectivamente se le pueda imputar correctamente la negligencia, porque los 
órganos de prueba han expuesto en audiencia, como es el caso de la testigo Julia Ventura 
Manay, quien ha detallado cual ha sido la respuesta que se dio inmediatamente de sucedido 
el hecho, y la respuesta ha sido de que el salvavidas si actuó diligentemente brindando los 
primeros auxilios, incluso se le ha socorrido hasta tres nosocomios, en el primero no 
encontraron médico, en el segundo  si, además ha relatado al detalle que la menor todavía se 
encontraba con vida, sino no se explica porque entonces si ya en el segundo nosocomio se 
había certificado la muerte, porque es que no se comunica a la fiscalía para el levantamiento 
de cadáver en ese lugar y no trasladarlo con oxígeno hacia otro hospital; por tal motivo, todas 
esas situaciones hacen prever que no existe imputación valida que supere el estándar 
probatorio requerido para el presente proceso penal. Dicho lo anterior, y como consecuencia 
de la ausencia de la responsabilidad penal, entonces también se postula la ausencia respecto 
a la reparación civil por parte de su patrocinado, más aun  si como bien se sabe la pretensión 
civil dentro del proceso penal no es más que una acumulación de todos los actos procesales 
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que se ventilan en la vía civil, no se ha detallado en primer lugar que tipo de responsabilidad 
civil se está imputando, obviamente se entiende muy bien que en el presente caso se presente 
una responsabilidad civil extracontractual, pero esta también tiene dos tipo de 
responsabilidad una subjetiva, en donde se requiere la concurrencia del dolo, y el otro tipo 
que es la objetiva, la misma que está prevista se operan bines riesgosos o acciones riesgosas, 
no se ha detallado primero los elementos de la responsabilidad civil extracontractual, en esta 
conducta que se pretende atribuir no se sabe si la conducta es antijurídica, cual seria los 
factores de atribución, que tipo de daño se está hablando y lógicamente el nexo de 
causalidad. La pretensión de la fiscalía en canto a la reparación civil no ha sido, más aun 
cuando se le pregunta de qué tipo de daño se está hablando, si hay daño emergente, daño 
extra patrimonial; por lo tanto se considera que conjuntamente con la ausencia de 
responsabilidad penal no corresponde ampara una pretensión civil que condene a su 
patrocinado al pago de la misma de forma solidaria. En el supuesto, de que la pretensión de 
la fiscalía sea amparada por este despacho, se ha demostrado en audiencia que su patrocinado 
la Empresa El Mirador de Chiclayo S.R.L. desembolso la suma de S/. 8,000.00 soles, lo ha 
reconocido el mismo padre de la agraviada que ha sido transferido a través de un deposito 
en cuenta, se ha dado lectura al documento e incluso hay un voucher con el que se demuestra 
el deposito; entonces en el supuesto que se ampare la pretensión fiscal, solicita que se tenga 
por consignada la suma antes indicada a cuenta dl monto total que ha venido solicitando la 
fiscalía. 
 
2.4. AUTODEFENSA DEL ACUSADO: cuando llegaron, la congregación religiosa 
advirtió que habían tres piscinas, una para niños, otra mediana y la última para personas 
adultas, y que si los niños se metían a la piscina de adultos era su responsabilidad de ellos, 
cuando ocurrieron los hechos se encontraba atendiendo a una señorita que le había sangrado 
la nariz.  
 
TERCERO: DE LA VALORACION JUDICIAL DE LAS PRUEBAS 
3.1. HECHOS ACREDITADOS: 
Respecto de los hechos objeto de imputación, del debate probatorio se ha llegado acreditar 
lo siguiente: 
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 Que, en fecha 11 de febrero del 2015, la menor de nombre Mariela Verónica LLontop 
Guerra, nacida el 14 de mayo del 2003, salió de paseo con un grupo de 20 a 25 niños, 
acompañados de 11 adultos, al Centro Turístico “El Mirador de Chiclayo SRL”, ubicado 
en el Km. 761 carretera Panamericana Norte, distrito de Monsefú, propiedad de la 
empresa El Mirador de Chiclayo SRL., con la finalidad de recrearse, en horas de la tarde 
los niños fueron hacia las piscinas con la finalidad de bañarse, en la piscina más grande 
se encontraba Jhonatan Pérez Barboza, cuidando a sus sobrinos, quien al momento de 
sumergirse al fondo de la piscina encontró a la niña Mariela Verónica LLontop Guerra, 
sin que presente ningún tipo de movimiento, al salir de la superficie la empuja con el pie 
en su brazo, y al ver que no presentaba ningún tipo de movimiento, al no sentir ningún 
signo de vida, la saca en sus brazos con ayuda de otros bañistas y la ubica en el filo de 
la piscina, la niña no presentaba ningún signo de vida, tenía comida en la boca, sus labios 
estaban morados y de la nariz le salía agua blanca, conforme se desprende de la 
declaración de Jhonatan Pérez Barboza, Gladys Guerra Paucar y parcialmente con lo 
declarado por Josué Valera Bardales, partida de nacimiento, Resolución Directoral N° 
002-2014 de fecha 13 de enero del 2014, Autorización Municipal de apertura para 
establecimientos comerciales e industriales de fecha 19 de octubre del 2006. 
 Que, a la fecha de los hechos el Centro Turístico “El Mirador” constaba de 3 piscinas, 
350 usuarios y prestaba servicios 1 solo salvavidas de nombre José Oswaldo Mozo 
Jiménez, quien llego a los 2 o 3 minutos y medio después que la menor Mariela Verónica 
LLontop Guerra fue sacada del fondo de la piscina, por Jhonatan Pérez Barboza, quien 
trató de darle los primeros auxilios como respiración boca a boca, le sacaba la comida 
de la boca y le daba más aire por espacio de 10 minutos, sin que la niña de ningún signo 
de vida, en esos momentos llegaron dos personas quienes decían ser miembros de la 
iglesia con la que vino la niña, siendo llevada a un centro hospitalarioCLAS “El Bosque” 
donde llegó cadáver y posteriormente al Hospital “Las Mercedes” donde se corroboró su 
fallecimiento, conforme se desprende de la declaración de Jhonatan Pérez Barboza, 
Gladys Guerra Paucar y parcialmente con lo declarado por Josué Valera Bardales, Oscar 
Miguel Velásquez De Velasco, Historia Clínica de Emergencia de fecha 11 de febrero 
del 2015, Edwin Percy Casusol Alarcón, oficio N° 370-2015-DRSAL-RSCH-C-EB-LV, 
de fecha 28 de septiembre del 2016, Acta de defunción de Mariela Verónica LLontop 
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Guerra, acta de constatación fiscal, acta de levantamiento de cadáver, 9 tomas 
fotográficas, Oficio N° 1452-2015-GR.LAMB/GERESA-HRDLMCH-DE. 
 Que, al practicársele la necropsia a la menor Mariela Verónica LLontop Guerra, el día 
11 de febrero de 2015 a las 21:00 horas, se determinó que el diagnostico de muerte es 
congestión y edema encefálico y como causa básica asfixia por sumersión 
(Ahogamiento), agente causante medio líquido, conforme se desprende del Informe 
Pericial de Necropsia Médico Legal N° 000053-2015, explicado en juicio por el perito 
médico legista José Ricardo Haro Varas. 
 Que, la empresa El Mirador de Chiclayo SRL., ha entregado la suma de S/. 8,000.00 
soles al padre de la menor Mariela Verónica LLontop Guerra, por concepto de gastos de 
sepelio, al día siguiente de ocurridos los hechos, conforme se desprende de la declaración 
de Gladys Guerra Paucar, José Vicente LLontop, constancia de entrega de dinero, de 
fecha 12 de febrero del 2015. 
 Que, el señor José Oswaldo Mozo Jiménez ha prestado servicios por un mes en la Unidad 
de salvataje de la PNP y no cuenta con antecedentes penales conforme se desprende del 
Oficio N° 1305-2016-REGPOL-LAMBAYEQUE/OFAD-UNIEJEPER-TD y Oficio N° 
10052-2015-RDC-CSJLA/PJ. 
 Que, la menor Mariela Verónica LLontop Guerra de 11 años, al ser sometida al examen 
de toxicología forense arrojó negativo a la presencia de alcohol etílico en el humor vítreo, 
conforme se desprende del Dictamen Pericial N° 2015002000199 de fecha 17-02-2015. 
 Que, la menor Mariela Verónica LLontop Guerra de 11 años, al ser sometida al examen 
de biología forense, arrojó negativo a las pruebas de descarte de Hepatitis B y C, VIH, 
Sífilis, conforme se desprende delDictamen Pericial N° 2015001000155 de fecha 17 de 
febrero del 2015. 
 
3.2. HECHOS NO ACREDITADOS: 
 
 Que, el acusado José Oswaldo Mozo Jiménez no haya violo su deber de cuidado, 
actuando con diligencia mientras cumplía su trabajo. 
 Que, el acusado José Oswaldo Mozo Jiménez haya trabajado muchos años en el área de 
salvataje de su institución en la Policía Nacional del Perú. 
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 Que, el cuidado al que se encontraba la Mariela Verónica LLontop Guerra, a cargo de 
personas adultas que la acompañaban, releve de la responsabilidad de garante que tenía 
en ese momento el acusado al ser contratado como salvavidas de la piscina. 
 Que, la falta de especificación en la imputación sobre la clase de responsabilidad 
extracontractual atribuida al tercero civilmente responsable, lo exoneran del pago de la 
reparación civil. 
 
CUARTO: PRESUNCION DE INOCENCIA FRENTE AL TEMA PROBATORIO 
4.1. El Principio de Presunción de inocencia consagrado en el artículo 2° inciso 24 literal 
“e” de nuestra Norma Fundamental, se configura, en tanto regla del juicio y desde la 
perspectiva constitucional, como el derecho a no ser condenado sin pruebas de cargo válidas, 
lo que implica que exista una mínima actividad probatoria realizada con las garantías 
necesarias, referidas a todos los elementos esenciales del delito y que de la misma se pueda 
inferir razonablemente los hechos y la participación del acusado en los mismos. 
4.2. Realizada la actividad probatoria, con todas las garantías procesales y sustanciales, este 
principio HA logrado ser enervado desde la tesis acusatoria por las razones que a 
continuación se exponen. 
 
QUINTO: JUICIO DE SUBSUNCIÓN O TIPICIDAD. 
5.1. En este caso se tiene que de acuerdo a la actividad probatoria desplegada en juicio, en 
lo medular se tiene por acreditado que en fecha 11 de febrero del 2015, la menor de nombre 
Mariela Verónica LLontop Guerra, nacida el 14 de mayo del 2003, salió de paseo con un 
grupo de 20 a 25 niños, acompañados de 11 adultos, al Centro Turístico “El Mirador de 
Chiclayo SRL”, (Donde José Mozo Jiménez labora como salvavidas) ubicado en el Km. 761 
carretera Panamericana Norte, distrito de Monsefú, propiedad de la empresa El Mirador de 
Chiclayo SRL., con la finalidad de recrearse, siendo que en horas de la tarde fue encontrada 
muerta en el fondo de la piscina por Jhonatan Pérez Barboza, determinándose que el motivo 
de su muerte fue congestión y edema encefálico y como causa básica asfixia por 
sumersión(Ahogamiento), agente causante medio líquido. 
5.2. Al respecto la Corte Suprema en el caso real etiquetado por la doctrina nacional como 
"Rock en Rio", aplicando la teoría de la imputación objetiva, en el Ejecutoria del 13 de abril 
de 1998, llego a la conclusión que el procesado no había cometido el delito de homicidio 
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culposo por el cual fue sentenciado en la Corte Superior de Huaraz. Para ello hizo uso del 
siguiente razonamiento: "en el tipo objetivo de los delitos culposos o imprudentes exige la 
presencia de dos elementos: a) la violación de un deber objetivo de cuidado, plasmado en 
normas jurídicas, normas de la experiencia, normas del arte, ciencia o profesión, destinadas 
a orientar diligentemente el comportamiento del individuo, y b) la producción de un 
resultado típico imputable objetivamente al autor por haber creado o incrementado un 
riesgo jurídicamente relevante, que se ha materializado en el resultado lesivo del bien 
jurídico, (...)" 3. 
5.3. A la luz de dicha jurisprudencia, respecto al primer elemento se tiene que el acusado en 
ese momento se encontraba laborando en la piscina como salvavidas, naciendo de ello su 
condición de garante, ahora la violación del deber de cuidado se produce por su ausencia en 
la piscina, lo que se objetiviza con el hecho de no ser él quien encontró, o sacó a la niña de 
la piscina, sino que la encontró 2 o 3 minutos después, cuando esta ya se encontraba fuera 
de la piscina; siendo que al respecto, FONTAN VALESTRA4 sostiene: “A efectos de 
configurarse la infracción del deber objetivo de cuidado, se requiere que el agente este en 
posición de garante respecto de la víctima. Así, por ejemplo, el salvavidas de una piscina es 
garante de la vida de todos los bañistas. Esto es, si un bañista que ve que otro a su costado 
se está ahogando y no interviene de modo alguno podrá imputársele el delito de homicidio 
culposo, debido a que no tenía la posición de garante respecto del ahogado y menos creo o 
aumento el peligro. El deber de cuidado debido se origina de fuentes diversas como los 
reglamentos de tránsito, de deporte, de hospitales, de minería, de arquitectura, de 
ingeniería, etc.; y ante la ausencia de reglamentaciones se aplican las reglas de la 
experiencia  general de la vida. En estas circunstancias, debe aparecer una mediana 
inteligencia y el sentido común en el operador jurídico para apreciar los hechos de acuerdo 
a su sana crítica e identificar si la conducta del sujeto activo afecto algún deber de cuidado 
exigido. Caso contrario, si el operador de justicia, después de apreciar los hechos, llega a 
la conclusión de que no se lesiono algún deber objetivo de cuidado, el delito culposo no 
aparece. Ello debido a que el Derecho Penal no puede obligar a nadie más allá de la 
observancia del cuidado que objetivamente era exigible en el caso concreto. Solo la 
inobservancia del deber objetivo de cuidado convierte a la conducta en acción típica 
                                                 
3SALINAS SICCHA, Ramiro. Derecho Penal. Parte Especial, 6ta edición, editorial Iustitia, Lima, 2015, pp. 150-154. 
4 FONTAN BALESTRA, 2002, p. 59.  
88 | P á g i n a  
 
 
imprudente. De este modo, deviene en límite de la responsabilidad culposa el denominado 
principio de confianza,  según el cual no viola el deber objetivo de cuidado la acción del 
que confía en que otro, relacionado con el desempeño de alguna profesión, tarea o 
actividad, se comportara correctamente”. Respecto al segundo elemento se tiene que como 
consecuencia de ese descuido falleció la niña Mariela Verónica LLontop Guerra de 11 años, 
siendo el motivo de su muerte congestión y edema encefálico y como causa básica asfixia 
por sumersión(Ahogamiento), agente causante medio líquido; siendo así no queda al menor 
duda que la niña murió ahogada en la piscina. 
5.4. Por otro lado, sobre lo manifestado por los testigos: i) Josué Valera Bardales en el 
extremo que la menor Mariela Verónica LLontop Guerra fue sacada de la piscina aún con 
vida “arrojando” no es cierto, en principio en mérito a que este es una persona con interés 
en el resultado del proceso, toda vez que la niña se encontraba bajo su cuidado como persona 
adulta miembro de la iglesia encargada del cuidado de los niños que llevaron, por otro lado, 
analizado en conjunto los otros medios de prueba, se tiene de la declaración de Jhonatan 
Pérez Barboza, (persona sin interés en el proceso) quien refiere detalladamente donde 
encontró a la niña, esto es “al fondo de la piscina”, en qué circunstancias la encontró 
“cuando cuidaba a sus sobrinos en la piscina y se sumergió”, cómo la encontró “Sin signo 
de vida alguno”, versión corroborada por dos médicos, el doctor Edwin Percy Casusol 
Alarcón quien refiere que la niña llego cadáver alCLAS “El Bosque” y el perito médico 
legista José Ricardo Haro Varas quien refirió que el diagnostico de muerte es congestión y 
edema encefálico y como causa básica asfixia por sumersión (Ahogamiento), agente 
causante medio líquido, conforme se desprende del Informe Pericial de Necropsia Médico 
Legal N° 000053-2015, en consecuencia no queda la menor duda que la niña murió ahogada 
dentro de la piscina, por lo que al haberse evidenciado que el testigo ha faltado a la verdad 
en juicio, corresponde poner en conocimiento estos hecho al Ministerio Público, a efecto que 
proceda conforme a sus atribuciones; y ii) Julia Dolores Ventura Manay, den la actividad 
probatoria en juicio, se ha determinado, que no es verdad que la menor Mariela Verónica 
LLontop Guerra haya estado corriendo y al resbalarse cayo a la piscina, que los niños gritaran 
“se cayó, se cayó” y que el salvavidas le haya prestado pronto auxilio, llegando al lugar lo 
que le demoró en cruzar 5 metros, (que es la distancia a la que se encontraba de la piscina 
donde se cayó la niña, según su versión), observando que la niña vomitaba, que la menor 
haya sido llevada al hospital aún con vida, conforme ya se ha manifestado esta versión, es 
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falsa, además de incoherente toda vez que no resulta razonable, que estando a 5 metros, no 
haya podido socorrer a la niña, no haya visto, como fue sacada de la piscina, y menos diga 
que no sabía a qué se referían los niños, cuando decían que se cayó, en consecuencia por los 
mismos motivos ya señalados respecto a Josué Valera Bardales, al haberse determinado que 
ha faltado a la verdad en juicio, corresponde poner en conocimiento estos hecho al Ministerio 
Público, a efecto que proceda conforme a sus atribuciones. 
5.5. Que respecto a lo sostenido por la defensa del acusado y el tercero civil, es menester 
señalar lo siguiente: i) En cuanto al actuar diligente del acusado, se considera que ello no ha 
sido así, y esto se comprueba con su ausencia en la piscina donde se produjeron los hechos, 
llegando 2 o 3 minutos después, cuando la niña ya se encontraba fuera de la piscina; ii) En 
cuanto a la contradicción incurrida por  el testigo Jhonatan Pérez Barboza, considero que 
ello no se ha dado, está claramente detallado, que con quienes saca a la menor de la piscina 
es con la ayuda de una pareja, luego cuando la niña ya se encontraba fuera de la piscina, 
cuando se le estaba prestando los primeros auxilios a la menor, llegaron dos personas, en 
consecuencia queda absolutamente claro que se tratan de dos momentos completamente 
distintos, con la intervención de distintos actores; iii) Respecto a las declaraciones de la 
madre de la agraviada, señora Gladys Guerra ha quedado claro que se trata de una testigo 
referencial, cuya versión no ha sido utilizada para encontrar responsabilidad en el acusado, 
por lo que su cuestionamiento resulta inoficioso; ahora en cuanto al cuestionamiento de si 
concedió o no permiso para que la menor vaya a la piscina, no tiene mayor relevancia para 
el caso, pues ello no releva de la condición de garante que tenía el acusado en su condición 
de salvavidas, por otro lado en cuanto a los sostenido por Josué Valera Bardales y Julia 
Ventura Manay, ya se ha indicado las razones por las cuales su versión no es creíble, además 
de ser falsa;iv) Respecto a los sostenido por el médico Oscar Miguel Velásquez de Velasco 
en el sentido que si la menor ya había llegado sin vida a la Posta, carecía de sentido llevarla 
en ambulancia al Hospital Las Mercedes, al respecto el médico Edwin Percy Casusol 
Alarcón ha sido claro en señalar que la menor llegó sin signos vitales a la Posta y sin 
responder a ningún estímulo, sin embargo lo que hizo fue darle reanimación cardio-
pulmonar, toda vez que según la Guía en el año 2015 se tiene que dar en los cinco primeros 
minutos para garantizar la probabilidad de sobrevivir al paciente, toda vez que desconocían 
la distancia que se había recorrido desde que sucedió el hecho hasta el establecimiento de 
salud, por ello inmediatamente la trasladaron a la ambulancia, para llevarla al hospital Las 
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Mercedes a la unidad de emergencia, siendo así el procedimiento empleado resulta 
razonable; y v) Respecto a la exigencia del tipo de responsabilidad civil imputado, 
corresponde señalar que la imputación es hacia el acusado, respecto al tercero civil lo que se 
tiene que demostrar es la relación que existe entre ambos, en el caso la relación de empleador, 
empleado, y servicio prestado, no es un tema materia de controversia, ya que ha sido en todo 
momento aceptado, ahora la exigencia del tipo de relación extracontractual que como 
sostiene la defensa, debe precisarse si es objetiva o subjetiva, así como el daño sufrido, en 
el caso, de la descripción de los hechos efectuada por la fiscalía, fluye que se trata de una 
responsabilidad objetiva, en tanto a la demostración del daño, considero que no es materia 
de duda la afección emocional de todo padre ante la pérdida de un hijo, siendo que ante esta 
circunstancia exigir la acreditación de ello conlleva a la insensibilidad, es otra cosa, la 
exigencia de cuantificación que en su momento será evaluada para fijar la reparación civil, 
siendo que sobre esto último si bien la empresa El Mirador de Chiclayo S.R.L., desembolso 
la suma de S/. 8,000.00 soles, ello a tenor del propio documento ha servido para cubrir los 
gastos por concepto de gastos de sepelio, mas n para reparar el daño en si por el fallecimiento 
de la menor. 
5.6. En cuanto a la responsabilidad del tercero civil, cabe señalar que conforme a lo reglado 
en nuestro Código Civil, en el caso de la responsabilidad civil derivada de la comisión de un 
delito, ubicada dentro de la responsabilidad civil extracontractual, cabe señalar que nos 
encontramos frente a la denominada responsabilidad objetiva, es decir, aquella que se basa 
en factores de atribución objetivos, considerados como tales por el ordenamiento jurídico. 
Debiendo indicar que en la sección sexta del Código Civil en el artículo 1981 se prevé la 
inclusión de un tercero como civilmente responsable en un proceso penal, cuando se 
establece que "aquel que tenga a otro bajo sus órdenes, responde por el daño causado por 
este último, si ese daño se realizó en el ejercicio del cargo o en cumplimiento del servicio 
respectivo" siendo el criterio de imputación, la relación que existe entre el responsable y el 
sujeto que ha causado el daño, pues desde esta óptica el principal estaría en la obligación de 
resarcir, por cuanto si se beneficia económicamente con la actividad realizada por el 
"tercero" , debe asumir los costos que originen los daños de este  (criterio del riesgo-
beneficio) (Exp. N° 011-2001, data 40 000 G.J)5. En el caso ha quedado demostrado que el 
acusado José Oswaldo Mozo Jiménez, labora como salvavidas en el Centro Turístico “El 
                                                 
5VILLAVICENCIO TERREROS, Felipe. Diccionario Penal Jurisprudencial. Gaceta Penal. Lima - 2009, p. 570. 
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Mirador”, lugar donde existen piscinas y se presta ese servicio previo pago por el uso de las 
mismas, siendo así se configura el supuesto exigido en la norma, esto es la relación  y 
dependencia laboral entre el tercero civil y el acusado, quien ejerce labores en una actividad 
que la empresa presta como servicios, actividad riesgosa por tratarse de una piscina, que por 
máximas de experiencia no son poco usuales los accidentes en las mismas, siendo que en 
este caso, el riesgo se vio incluso incrementado por un actuar negligente de la propia 
empresa, toda vez que en el día del fatídico hecho, había una asistencia de 350 usuarios, con 
3 piscinas, en las que sólo se contaba con un único salvavidas, siendo así no queda la menor 
duda en la responsabilidad incurrida por la misma, y por ende el resarcimiento económico 
que le corresponde. 
 
SEXTO: JUICIO DE ANTIJURIDICIDAD Y CULPABILIDAD 
6.1. En el presente caso no se ha logrado determinar la existencia de causas que justifiquen 
la conducta del acusado como para negar la antijuridicidad.  
6.2. Con respecto a la culpabilidad, debe considerarse que en el momento de los hechos el 
acusado era una persona mayor de edad y ha cometido los mismos en pleno uso de sus 
facultades mentales, sin que existan elementos de prueba actuados en juicio que demuestren 
lo contrario; además por la forma y circunstancias como se han producido los hechos ha 
podido comprender la ilicitud de su conducta; e incluso claramente ha tenido la posibilidad 
de realizar conducta distinta, en consecuencia al resultar el juicio de tipicidad positivo, 
corresponde amparar la pretensión punitiva postulada por el representante del Ministerio 
Público.  
 
SÉPTIMO: DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA PENA 
7.1. Encontrándose acreditada la culpabilidad del acusado en el delito de homicidio culposo, 
corresponde ahora identificar y decidir la calidad e intensidad de la pena a imponerle como 
autor del delito cometido, debiendo individualizarse la misma en coherencia con los 
principios de legalidad, lesividad, culpabilidad y proporcionalidad previstos en los artículos 
II, IV, V, VII y VIII del Título Preliminar del Código Penal. 
7.2. Conforme al  artículo 111 del Código Penal la pena que corresponde al delito de 
homicidio culposo es no menor de uno ni mayor de cuatro años, sin embargo, al momento 
de fijar la pena concreta, este espacio punitivo, siempre estará limitado por lo prescrito en el 
92 | P á g i n a  
 
 
artículo 397°.1 del Código Procesal Penal, que establece que el Juez Penal no podrá aplicar 
pena más grave que la requerida por el Fiscal, salvo que se solicite una pena por debajo del 
mínimo legal sin causa justificada de atenuación. 
7.3. Al respecto, el representante del Ministerio Público solicitó se imponga al acusado 2 
años de pena privativa de libertad, teniendo en cuenta las condiciones personales del agente 
y atendiendo que el acusado se encontraban con la facultad de diferenciar sus actos, prever 
su responsabilidad y la naturaleza del bien jurídico tutelado. 
7.4. Este Despacho, considera que efectuando el recorrido punitivo, no existiendo 
circunstancias agravantes de conformidad a lo establecido en los artículos 45-A y 46 del 
Código Penal, corresponde ubicar la pena en el tercio inferior de la pena conminada que es 
de 1 año a 2 años, y tomando en cuenta que el acusado carece de antecedentes penales, sus 
condiciones personales, es razonable imponer la pena privativa de libertad de un año, 
suspendida en su ejecución por el periodo de prueba de dos años. 
7.5. Ahora, teniendo en cuenta que el presente caso cumple los requisitos establecidos en el 
artículo 57 del Código Penal para la aplicación alternativa de la suspensión de condena, y en 
mérito a que éste Despacho tiene pronóstico favorable de la conducta del agente, conforme 
a lo siguiente: a) La condena se refiere a pena privativa de libertad no mayor de cuatro años. 
b) La naturaleza del hecho punible corresponde a una actividad negligente u omisiva, que 
no trascendió la esfera particular de las partes; ahora, teniendo en cuenta la personalidad del 
agente, reflejada en la falta de antecedentes penales, no advirtiendo durante la actividad 
probatoria mayores elementos que sostengan que el acusado tenga una personalidad que 
haga suponer que va a cometer nuevo delito, siempre teniendo en cuenta el indubio pro reo 
y la presunción de inocencia nos decantamos por imponer una pena suspendida bajo con 
reglas de conducta, toda vez que siempre va a existir la posibilidad latente que ante su 
incumplimiento pueda revocársele la condicionalidad de la pena por otra efectiva. Y c) El 
agente no tiene la condición de reincidente o habitual. 
 
OCTAVO: DETERMINACIÓN DE LA REPARACIÓN CIVIL 
8.1. En cuanto a la reparación civil, según el artículo 93° del Código Penal, comprende tanto 
la restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y la indemnización de los daños 
y perjuicios.  
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8.2. Que conforme se desprende de lo actuado es evidente el daño, se ha provocado la muerte 
de una persona, esto es una vida humana, hecho incuantificable, sin embargo únicamente 
para estos efectos en la suma de S/.  15,000.00 soles, cifra que considero razonable y 
proporcional al daño causado. 
 
NOVENO: IMPOSICIÓN DE COSTAS 
Teniendo en cuenta que el acusado ha sido vencido en juicio, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 500° numeral 1 del Código Procesal Penal corresponde imponerle 
el pago de las costas del proceso, las mismas que serán liquidadas en ejecución de sentencia 
si las hubiere. 
 
III. PARTE RESOLUTIVA: 
Por los fundamentos expuestos, valorando las pruebas y juzgando los hechos según la sana 
crítica, en especial  conforme a los principios de la lógica, y en aplicación de los artículos 
citados y además los artículos IV del Título Preliminar, 12°, 16°, 22°, 23°, 29°, 45°, 46°,  
93°, 111°tercer párrafo del Código Penal; artículos 393° a 397°, 399°, 402° y 500° del 
Código Procesal Penal, el Octavo Juzgado Penal Unipersonal Supra Provincial de 
Chiclayo y Ferreñafe, administrando justicia a nombre de la Nación, valorando las pruebas 
y juzgando los hechos según la sana crítica,  y en aplicación de las normas glosadas.  
 
FALLA:  
 
1. CONDENANDO  al acusado  JOSE OSWALDO MOZO JIMENEZ como autor del 
delito de HOMICIDIO CULPOSO, tipificado en el Art 111, segundo párrafo del Código 
Penal en agravio de GLADYS GUERRA PAUCAR y como tal se le impone UN AÑO DE 
PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD SUSPENDIDA EN SU EJECUCIÓN POR EL 
PERIODO DE PRUEBA DE DOS AÑOS, siempre y cuando cumpla con las siguientes 
reglas de conducta a) Prohibición de ausentarse de lugar donde reside sin autorización del 
juez, b) Comparecer personal y obligatoriamente al juzgado de investigación preparatoria 
que previno para informar y justificar sus actividades cada treinta días; c) Reparar el daño 
ocasionado por el delito, pagando la reparación civil, bajo apercibimiento de aplicársele 
cualquiera de las alternativas del artículo 59 del código penal, en caso de incumplimiento. 
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2. Se FIJA como REPARACIÓN CIVIL la suma de QUINCE MIL NUEVOS 
SOLES  (S/. 15,000.00), monto que deberá pagar a favor de la parte agraviada previo 
descuento de los ocho mil soles que ya fueron cancelados obligación que deberá ser asumida 
de manera solidaria con el tercero civilmente responsable.  
3. REMITIR copias al Ministerio Público a efecto que proceda a investigar por falsa 
declaración en juicio a las personas Josué Valera Bardales y Julia Dolores Ventura Manay. 
4. SE IMPÓNE el pago de costa que serán liquidadas en ejecución de la sentencia, si las 
hubiere. 
5. CONSENTIDA Y/O EJECUTORIADA que sea la presente, remítase los boletines de 
condena respectivas para la anotación correspondiente. 
 
Así lo pronuncio, mando y firmo juzgando definitivamente en la Sala de Audiencias de mi 
Despacho en Audiencia Pública de la fecha. TR y HS. 
 
S.S. 
ZELADA FLORES. 
SENTENCIA ABSOLUTORIA 
EXP. N° 3199-2017-59-1706-JR-PE-08  
ACUSADO  : TULLUME REYES, JUAN CARLOS 
AGRAVIADO  : FLORES ALVARADO, JORGE LUIS 
DELITO  : LESIONES CULPOSAS LEVES 
JUEZ   : KARINA ELIZABETH FERNANDEZ RAMIREZ 
 
.Resolución número: DOS 
Chiclayo, Treinta de noviembre 
Del año dos mil diecinueve. 
 
                             VISTA en audiencia oral y pública la presente causa, interviniendo como 
Director de Debate la magistrada Karina Elizabeth Fernández Ramírez, se procede a dictar 
sentencia bajo los términos siguientes: 
 
I. PARTE EXPOSITIVA 
95 | P á g i n a  
 
 
 
1.1. Sujetos procesales: 
 
Parte acusadora: DR. ALEX ARTURO GONZALES MECHAN, de la Primera Fiscalía 
Provincial Penal Corporativa de Chiclayo, con Casilla Electrónica N° 39216. 
Parte acusada: JUAN CARLOS TULLUME REYES, identificado con DNI 44055419, 
con fecha de nacimiento 17-03-1974-Chiclayo, conviviente, grado de instrucción secundaria 
completa, chofer, percibe 30 soles diarios, con domicilio en la calle Imperio N° 1028-La 
Victoria-Chiclayo, nombre de sus padres José Mercedes y Carmen, no tiene antecedentes 
penales, no tiene tatuajes, no tiene cicatrices.   
Abogado defensor: DR. HOMERO DIAZ CAYOTOPA, con registro de ICAL 
4000, con domicilio procesal en la calle Alcalá N° 129-A-Urb. San Juan-Chiclayo, con 
casilla electrónica 7920. 
Parte agraviada: GERALDINE ROMERO MESTANZA. 
 
 
1.2.- ALEGATOS INICIALES 
 
1.2.1.- De la Fiscalía 
Que con fecha 30 de abril de 2012 la ciudadana Nancy carmelita Mestanza Bobadilla de  
Romero trasladó a su menor hija Geraldine Romero Mestanza al servicio de Emergencia del 
Hospital ESSALUD nivel II “Luis Heysen Incháustegui”, con la finalidad de que ésta fuese 
atendida ya que presentaba un dolor persistente en ambos oídos y brotando un líquido por 
los mismos, siendo atendida por el médico pediatra de turno Gonzalo Alexander Agip Mego, 
quien diagnostico la condición médica de la citada menor como daño de prioridad 3, 
disponiendo que la madre de la madre a través de consultorio externo solicite una cita 
adicional, para que la menor fuera atendida por un profesional otorrinolaringólogo de turno. 
Siendo las 15:44 horas del mismo día la señora Mestanza Bobadilla de Romero, se apersonó 
al consultorio de la médico  Kelly Álvarez Rivas, solicitándole una cita médica adicional, en 
atención a la información que habría sido proporcionada y diagnosticada en el consultorio 
de emergencia, para que atienda a la menor agraviada, negándose de manera injustificada a 
atender a la menor a pesar de tener conocimiento del estado de salud de la misma, toda vez 
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de que la imputada con fecha 28 de enero y 24 de febrero de 2012 conforme se va a 
comprobar en el presente juzgamiento habría atendido a la menor y por lo tanto conocía del 
padecimiento clínico que esta presentaba negándose rotundamente a su atención aduciendo 
que su turno había concluido a pesar de que dada la hora y también como conforme se va a 
poder demostrar todavía le quedaba mucho tiempo para poder atender y disponer una 
atención con el carácter de urgencia con el que venía precedido por parte de la menor 
agraviada, siendo que a consecuencia de dicha omisión en la atención es que la menor  ha 
sufrido como consecuencia la pérdida parcial de la audición, conforme a la timpanometría 
practicada a la misma, el día 5 de mayo de 2012 y confirmada con el examen de potenciales 
auditivos (PAE) realizado el 7 de junio del año 2012, daño la salud que a todas luces resultó 
a consecuencia de la actitud negligente de la médico Kelly Giulina Álvarez Rivas de no 
atender y brindar tratamiento médico adecuado (no cumplir conforme los protocolos 
médicos y desatender sus labores profesionales) en atención a la paciente Geraldine Romero 
Mestanza. A lo largo del juzgamiento, el Ministerio Público comprobará que 
específicamente existía supuestos suficientes y norma pertinente en la literatura médica, así 
como también las normas administrativas médicas que le otorgaban o conferían esta facultad 
a la imputada a efectos de que pudiera atender a la menor agraviada, su decisión antojadiza 
y arbitraria de no pretender atenderla sin pensar en las consecuencias que ella misma podría 
haber pronosticado en atención a que era su médico tratante;  lo que para el Ministerio 
Público incrementó el riesgo que se ha podido ver realizado en el resultado lesivo esto es en 
la consecuencia a la pérdida de audición de la menor agraviada, esto es el diagnóstico 
definitivo que se le concede a ella por hipoacusia del oído derecho. Quedará claro en este 
juicio que es evidente que el médico imputado en este acto conocía sobre la normatividad ya 
mencionada. Se va a demostrar que dicha norma existía y que evidentemente en su facultad 
como médico ella tenía el deber y la posibilidad de evitar el resultado lesivo, lo cual no se 
ha producido simplemente por una decisión de ella y que el Ministerio Público considera y 
estructura de manera definitiva los alcances de la imputación objetiva esto es la creación de 
un riesgo jurídicamente relevante, así como la realización del riesgo en el resultado. La 
pérdida parcial de la audición conforme a la timpanometría que se va a exponer en el presente 
caso, ha sido diagnosticada conforme el Ministerio Público lo va hacer a locución con los 
diagnósticos que a nivel del control respectivo de acusación han podido ser aceptados por el 
juez de la etapa intermedia y que evidentemente va a demostrar que este Hipertrofia 
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adenoidea atípica, hipertrofia de amígdalas moderadas severa y Otitis Serosa bilateral a 
predominio derecho; ha sido definitivamente como consecuencia del proceder negligente de 
la imputada.   
El Ministerio Público en tal sentido ha calificado el comportamiento de la acusada dentro de 
los alcances del tercer párrafo del artículo  124º  del Código Penal solicitando que se le 
imponga a la imputada un año y seis meses de pena privativa de la  libertad; así como también 
una reparación civil ascendente a la suma de S/.10,000; para lo cual el Ministerio Público ha 
ofrecido los siguientes medios probatorios que han sido debidamente admitidos en el control 
de acusación: testimonial de Valdemar  José Romero Chumbe, testimonial de Nancy 
Carmelita Mestanza Bobadilla, testimonial de Ricardo Ponce Linares, testimonial de 
William González Herrera; así como los documentales hoja de reclamación N° 00052 y 
0053, copia de registro de atención de la menor Geraldine Romero Mestanza, hoja de 
resultado de Tomografía, copia de la historia clínica N° 75477, informe médico de fecha 13 
de agosto de 2012 por el doctor Pedro Rica Jiménez y el memorando N° 0254-SORL-INSN-
2013 emitida por el doctor Roberto Luis Shimabuku Azato. 
TIPO PENAL 
 
La conducta de la acusado respecto al delito de lesiones graves se encuentra previsto y 
sancionado en el artículo 124°, tercer párrafo del Código Penal en agravio de Geraldine 
Romero Mestanza en la modalidad de lesiones culposas.  
 
PRETENSIÓN PENAL Y CIVIL: 
 
Solicita se imponga a la acusada un año y seis meses de pena privativa de la libertad, respecto 
a la reparación civil propuso la suma de S/.10, 000 Nuevos Soles cuyo pago corresponde 
ser efectuado a favor de la agraviada Geraldine Romero Mestanza.  
 
1.2.2.- De la defensa del acusado.  
Resulta claro que se está hablando de la comisión de un delito culposo en términos de la 
fiscalía y por supuesto hablando de la comisión de un delito culposo se estaría en la 
obligación primero, que existe una infracción del deber de cuidado y que esa infracción del 
deber de cuidado genero un resultado dañoso y que entre ambos exista la imputación objetiva 
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necesaria para la configuración del tipo. Menciono que contrariamente a lo que ha sostenido 
la fiscalía, su patrocinada ni siquiera ha infringido el deber objetivo de cuidado, simple y 
sencillamente no habiendo infringido siquiera el primer objetivo de cuidado resulta 
imposible que al final este juicio  se pueda emitir una sentencia condenatoria en su 
contra,   que nos permitirá coadyuvar  al propio posicionamiento respecto a los hechos por 
supuesto nos permitirán tal y conforme se ofreció en su momento,  permitirá arribar a esas 
conclusiones  las declaraciones de los  propios peritos que han actuado inicialmente a pedido 
del ministerio público oficialmente,  los señores Pedro Rica Jiménez del Centro Médico de 
Especialidades Pediátricas,  así como también se va a poder advertir claramente con la 
participación de quien inicialmente era coacusado de su patrocinada y que ha sido favorecido 
con una declaración de prescripción,  con la presencia en juicio del doctor Alexander Mego 
Agip va a quedar claramente establecido que contrariamente a la posición del ministerio 
público, la niña nunca fue enviada por él, sino que el señalo un diagnostico distinto del que 
ha señalado el Ministerio Público en los alegatos de apertura y además señaló que finalmente 
el destino de la menor  era su casa, sin la indicación  de ninguna referencia al interior del 
hospital.  De hecho al final del presente juicio con la presencia de los peritos y los testigos 
presentes incluso la madre y el padre de la menor han sido ofrecidos por la fiscalía y también 
por la defensa para efectos de llevar a cabo un interrogatorio debido, nos permitirán 
simplemente reafirmar que el derecho fundamental a la inocencia de su patrocinada tiene 
que ser refirmado al finalizar el juicio.  
 
1.3. Posición del acusado frente a la acusación. 
Luego que se le explicara los derechos que le asistían en juicio y la posibilidad de que la 
presente causa termine mediante conclusión anticipada, manifestó que no se considera 
autora del delito materia de acusación, ni responsable de la reparación civil. 
 
1.4. Actividad Probatoria. 
 
1.4.1. Declaración de la ACUSADA KELLY GIULINA ALVARES RIVAS  
Con relación a la situación que sucedió  el 30 de abril  se encontraba en atención  en consulta 
externa, su labor de trabajo es en el consultorio externo, entonces se encontraba atendiendo 
un paciente cuando de manera muy abrupta fue invadido el consultorio por una señora que 
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solicitaba y exigía a la atención de consulta externa diciéndole que venía de emergencia 
cuando justamente estaba atendiendo a un paciente,  entonces le preguntó a la señora que le 
pasaba y le dijo que venía de emergencia  porque su niña estaba con dolor, como la señora 
vino de emergencia asumió que ya la habían atendido y al preguntarle le digo que 
si  tirándole la receta  donde pudo ver que decía en la receta un antihistamínico,  le explicó 
a la señora que si eso le habían dado en emergencia es porque ya habían definido la atención 
en emergencia, luego la señora se retiró y ella continuó atendiendo a su paciente.  al terminar 
de atender a su paciente  sale y se acerca al módulo para pedirle  a la señorita que le llame 
su siguiente paciente  y la señorita de módulo le   dijo   (que la señora que había salido de su 
consultorio ofuscada sabía que no podía atenderla por consulta externa porque tenía una 
referencia ya vencida de tres días,  por lo tanto no lo hubiese podido atender porque no salía 
historia clínica, ni exámenes,  porque es un hospital referencial y su referencia ya estaba 
vencida), se quedó con lo que dijo la señorita y siguió atendiendo a sus pacientes  y  como a 
una hora aproximadamente llegó el papá de la menor con  el mismo pedido, le dijo que ya 
había conversado con su esposa y  no se podía darle atención, entonces el señor se fue 
diciéndole como amenaza que se tenga las consecuencias,   para ese día ellos tienen en 
consulta externa a 20 pacientes citados,  no trabaja en emergencia; entonces para ese día ya 
había brindado algunas atenciones que le exacerbó  en su deber profesional de poder ayudar 
a sus pacientes que son los pacientes operados  o pacientes que se les vence o están por 
vencer su referencia,  extiende referencias  a pacientes que necesitan  curaciones o incluso 
algunos pacientes que necesitan ver resultados  o pre quirúrgicos, a este tipo de pacientes los 
apoya con otra cita más pese a los 20 de la carta que le mandan.  Eso fue lo que sucedió el 
día 30 de abril.  A las preguntas de la Fiscalía: no gestiona las atenciones para los pacientes 
de referencia. el hospital Heysen es un hospital referencial, es decir no tiene pacientes 
adscritos son pacientes que llegan de referencia de otros centros de salud, la fecha en la que 
ocurrieron los hechos tuvo  veinte pacientes obviamente todos venían con su referencia que 
aún no había caducado, la duración de una referencia es de tres a cuatro meses 
aproximadamente; entonces si es un paciente que cumplió con su fecha de referencia 
automáticamente el sistema lo contra-refiere a su centro de salud, lo cual quiere decir que en 
el sistema de gestión para poder sacar una cita no se puede admitir porque el sistema no lo 
permite y si no lo permite entonces no puede dar la atención porque no sale la historia clínica 
por lo tanto no puede hacer ningún documento. atendió  a los pacientes que estaban en su 
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cita de su arsenal que le dieron, de pronto hay pacientes que están a  dos o tres días por 
vencer referencia, entonces en esos casos hace una ampliación de referencia la misma que 
hace en el momento de la atención al pacientes, antes de ello no tiene ningún contacto con 
los pacientes.  Cuando la señora se acercó a su consultorio solo le dijo que a su niña le dolía 
el oído,  en un momento de mencionar el nombre de la menor ni que le había tendido en dos 
ocasiones anteriores,  si en  caso lo hizo no recuerda porque atiende a veinte pacientes diarios 
y no siempre recuerda a todos. Los padres de la menor no le mencionaron que tipo de 
consignación de atención le pusieron en emergencia. Es médico desde hace 10 años, trabajo 
en Essalud por tres años, no conoce de las normas del protocolo de triaje porque no trabajo 
en emergencia; un doctor que está en consultorio externo no puede ser enviado a 
triaje.   Trabajo en consulta externa no en emergencia, por ende su deber en ese día, a esta 
hora, en ese momento estaba en consultorio externo con veinte pacientes y otros cinco 
pacientes de mas que había dado atención adicional, por ello no se puede movilizar a 
emergencias salvo que emergencias se lo requiera.  No tiene conocimiento del término 
prioridad tres, tiene conocimiento de emergencia y urgencia que no lo maneja directamente 
ella porque el área en la que trabaja no maneja emergencias. las interconsultas la refiere 
emergencia, cuando el especialista en emergencia necesita un apoyo en el diagnóstico o un 
apoyo en el manejo del paciente, entonces el especialista  genera una interconsultas y es el 
quien valora que prioridad se le dará, entonces ellos le hacen llegar la interconsulta al 
consultorio vía el técnico de enfermería, ahí es cuando tiene que parar sus consultas, luego 
comunica a modulo para que comunique a los pacientes que se acercara a emergencia por lo 
cual se retrasara la consulta externa, es así que se podrá acercar a emergencia, por otro 
motivo no puede moverse de su área. Cuando la mama de la menor no llego con una 
interconsulta, solo con una receta en la que le daban de alta. A las preguntas de la defensa: 
no realizo preguntas. A las preguntas del magistrado: el día de los hechos no atendió a la 
menor porque no estaba en su agenda; cuando la mama de la menor irrumpió en su 
consultorio solo la vio a ella más no a la menor.  
 
Del Ministerio Público 
 
1.4.2. Declaración de NANCY CARMELITA MESTAZA BOBADILLA DE 
ROMERO  
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No tiene ningún grado de familiaridad, ni enemistad con la acusada.  
A las preguntas de la Fiscalía: licenciada en la Asamblea Nacional de justicia, estudió en 
la Universidad Particular Antenor Orrego de Trujillo. El día 30 de abril acudió al hospital 
Luis Heysen Incháustegui con su menor hija, en ese entonces de 16 años de edad, porque su 
hija en ese momento tenía dolor severo en ambos oídos, acompañado con infección, pus que 
emanaba de ambos oídos, con un cuadro febril. Si bien es cierto su hija llegó a emergencia 
con una temperatura no febril, fue porque horas antes fue atendida con medicamentos 
suministrados por un médico particular, acude al servicio de emergencia por la situación 
complicada de su hija, la admiten y la atiende el pediatra Agip Mego, que al solicitarle la 
consulta de su menor hija, le hace referencia de la situación, entonces el doctor procedió a 
examinar a su hija y, al examinarla corrobora que su hija tenía secreción purulenta por ambos 
oídos, es en ese entonces que el doctor categoriza en el libro de emergencias con prioridad 
N° 3, según ese número le correspondía a su hija que debía ser evaluada por un especialista, 
es decir le correspondía una interconsulta, además de darle esa priorización el mismo 
pediatra le mandó a hacer exámenes pre quirúrgicos, estos exámenes se realizan a todo 
paciente que tiene inclinación  de una hipertensión quirúrgica o una cirugía, se realiza un 
hemograma completo, según consta en la carpeta; sin embargo, según el comentario del 
doctor refiere que mandó a su casa a su hija, lo cual resulta contradictorio. Además, la 
única especialista en ese momento la acusada Álvarez Rivas, el médico verbalmente le 
indicó que a su hija tenía que verla una especialista, que justamente estaba atendiendo, por 
ello se fue con su hija al consultorio de la acusada, la cual estaba atendiendo pacientes, 
esperó y como profesional de la salud entendía todo lo que es el procedimiento, y cuando 
salió la paciente que la doctora estaba atendiendo, de manera respetuosa le pidió que 
atendiera a su hija, sin embargo le dio una respuesta prepotente, malcriada, que a ella no le 
correspondía atender a su hija inclusive la amenazó y le dijo que estaba siendo filmada, la 
acusada le dijo que no la atendería porque tenía otros pacientes, ella insistió que no se iba a 
retirar hasta que atendiera a su hija. En ningún momento le dijo que regresara al servicio de 
emergencia, a orientarla, nada, simplemente se negó a atenderla. Su hija no fue por una 
consulta externa, fue por emergencia y tenía que ser evaluada por los profesionales 
competentes. Anterior al día 30 de abril de 2012 su hija no había presentado un cuadro tan 
grave, sí tenía problemas con sus oídos por ello fue a un médico particular el doctor William 
González Herrera, quien le administró tratamiento antibiótico, pero al ver que su hija seguía 
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con fiebre, el propio médico le dijo que tenía que ser intervenida quirúrgicamente y, como 
su hija tiene seguro de ESSalud, con su esposo decidieron que fuera atendida ahí sin 
imaginar el maltrato que iban a recibir. La acusada era su médico tratante de su hija, en enero 
tuvo la primera consulta y en febrero la segunda, en la primera consulta la acusada 
diagnostica que su hija tenía otitis media del oído derecho y otitis media crónica del oído 
izquierdo. Cuando fue al consultorio de la acusada era aproximadamente 3:00 pm, en el 
tópico de emergencia la atención duró una hora, había pocos pacientes esperando la 
atención. Cuando increpó a la acusada para que atendiera a su hija, no había pacientes 
derivados de servicio de emergencia, solo eran pacientes programados por consulta externa, 
solo su hija estaba por emergencia. El Doctor Agip le dijo que fuera al consultorio porque 
su hija necesitaba que la viera un especialista y la única que estaba era la doctora, ahora 
acusada. El doctor no le manifestó verbalmente caso urgencia N° 3 pero si la dirigió a 
interconsulta. El día 30 de abril de 2012, su hija fue atendida por el pediatra Agip pero no 
por la especialista que se negó a atenderla por lo que no recibió ningún tratamiento. Ante la 
imposibilidad de que atendieran a su hija, llamó a su esposo el cual llegó al consultorio de 
la acusada y le suplicó que atendiera a su hija, pero le dijo que no iba a atenderla porque 
tenía otros pacientes, entonces su esposo le dijo que tomaría las medidas legales pertinentes 
y así fue. La imputada, según la pantalla que visualizaron estuvo atendiendo hasta las 6:00 
pm aproximadamente, posterior a ello tuvieron que recurrir a la dirección del hospital para 
solicitar que su hija sea vista por otra especialista, ahí les brindaron las facilidades, dándole 
una cita con el doctor Ponce, otro otorrinolaringólogo, quien atendió a su hija. Cuando le 
reclamó a la imputada no le hizo mención de una norma técnica en cuanto a la atención, solo 
se limitó a decirle que no iba a atender a su hija. Con su esposo decidieron llevar a su hija a 
la ciudad de Lima para que fuera vista por otro médico especialista en este caso otorrino, 
según recomendaciones del Instituto Nacional del Niño, cuando llegó ahí su hija fue atendida 
por el médico otorrino el señor Medina Verástegui y es este doctor quien diagnostica que su 
hija tenía hipoacusia y ese mismo otorrino quien le dijo que su hija debía ser atendida 
quirúrgicamente pero como es un hospital nacional y toma tiempo la programación, no podía 
esperar porque su hija empeoraba, por ello decide junto a su esposo, ver al doctor Ricra para 
que opere de forma particular en su clínica a su hija. En la clínica del doctor, este dijo 
verbalmente le dijo que estaba sorprendido del manejo inadecuado que habían hecho los 
médicos de Chiclayo y lo peor que querían sacarle el hueso mastoides, drenar todo el pus y 
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otra vez colocar el hueso con el riesgo de que su hija quedara sorda, pero no esperó por su 
criterio de conocimiento de medicina, actuaron antes de, por ello la llevó a Lima, el doctor 
Pedro Ricra Jiménez le solicitó todos los exámenes médicos que le habían tomado en el 
hospital Heysen, existía un examen donde decía que el hueso mastoides de su hija estaba 
lleno de pus, complicando el hueso etmoides y también el hueso maxilar superior derecho, 
todo lleno de pus, todo ello teniendo conexión directa con el oído interno y el mismo doctor 
Ricra le dijo que era una "bestialidad" que sus colegas hayan querido intervenir a su hija del 
hueso mastoides, por ello le sorprende que el doctor esté como testigo de la parte acusada. 
El doctor Ricra intervino quirúrgicamente a su hija. El gasto que tuvo que hacer en la ciudad 
de Lima fue aproximadamente de s/ 4, 000 a s/ 4, 500 soles. Actualmente, su hija eleva el 
tono de su voz para hablar, sube el volumen del televisor, de la computadora para escuchar, 
genera situaciones de inestabilidad, tiene problemas de audición, es lo que viven día a día. 
El informe que dio el doctor Ricra fue que tenía hipoacusia de tipo mixto, tuvo daño 
sensorial, su hija tiene problemas en el colegio, recomienda a los profesores que la sienten 
adelante porque su hija no escucha, es la vivencia actual que tiene su hija. A las preguntas 
de la defensa: su hija ha sido tratada en el extranjero.  
 
1.4.3. Declaración de VALDEMAR JOSE ROMERO CHUMBE. 
 
A las preguntas de la Fiscalía: luego de realizar los exámenes pre quirúrgicos que se habían 
ordenado, junto con su esposa pidieron la hoja de reclamaciones por no haber sido atendida su 
hija por la médico interconsulta que correspondía conforme a las normas éticas de salud y 
conforme al flujograma que especifica que debía ser atendida por la especialista, en este caso 
era la única otorrino de ese lugar, posteriormente la atendió el doctor Ponce, le hicieron 
exámenes tradicionales, los cuales dieron como resultado la hipoacusia en el oído derecho 
nuevamente, preocupados junto a su esposa, como ella tiene conocimiento debido a que está 
haciendo una maestría en obstetricia, le dijo qué hacer porque pasaban los meses y nada, como 
padre responsable le sugirió a su esposa ir al hospital del Niño para que su hija fuera atendida 
por el problema que tenía, el médico que atendió a su hija justamente determinó que tenía una 
secuela, hipoacusia en el oído derecho conforme lo estipuló en su informe médico, luego el 10 
de agosto su esposa le dijo que no había cupo para que su hija fuera operada, no iban a esperar 
como tres meses, por ello fueron donde el doctor Ricra, se entrevistaron para saber cuál era la 
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postura de ese médico, fue el propio doctor Ricra el que les señaló que era absurdo esperar más 
tiempo cuando iba a generar una secuela. Le dijo que el problema de su hija era una hipertrofia 
en adenoides y de las amígdalas, por eso no puede evacuar la pus, le dijo que era una 
“animalada” lo que querían hacerle en Chiclayo, por ello a los tres días la operaron, le sacaron 
las amígdalas, luego pudieron sacarle la pus. Nunca en los exámenes de la denunciada hubo 
ese diagnóstico que hizo el doctor Ricra. El doctor Ricra le indicó que ese día 30 de abril su 
hija debió ser intervenida quirúrgicamente de la forma que fue indicada para poder sacar la pus 
y terminar con la otitis que tenía su hija para evitar la hipoacusia que tiene su hija. Antes del 
30 de abril, como toda niña tenía una vida normal, sus médicos de EE.UU nunca 
diagnosticaron, como padre nunca vio ese cuadro.  
A las preguntas de la defensa: el doctor Ricra advirtió que el pus encontrado era la misma de 
Chiclayo, diagnostica con los análisis hechos en Chiclayo.  
1.4.4. Declaración del médico RICARDO ALBERTO PONCE LINARES 
La acusada trabajo con él. 
A las preguntas de la Fiscalía: es médico cirujano, especialidad otorrinolaringólogo. La niña 
fue atendida a solicitud de la jefa de cirugía de departamento del hospital Heysen.  
La menor tenía otitis media crónica con mastoiditis, cuando evaluó a la niña no encontró  
Solicitó la timpanometría, examinó a la menor. 
Atendió a la menor en dos oportunidades. 
A las preguntas de la defensa: la referencia se hace a través de un documento, la 
timpanometría estaba normal según recuerda, en su diagnóstico no recuerda si señaló 
hipoacusia.  
 
De la defensa 
 
1.4.5. DECLARACIÓN DE PEDRO CIRO RICRA JIMENEZ  
No tiene ningún grado de amistad, ni enemistad con la acusada. 
*Informe médico del centro médico de especialidades pediátricas, hecho a solicitud de 
los padres de la menor. 
A las preguntas de la defensa: es especialista en otorrinolaringología infantil desde 1986, 
es la primera vez que ofrece un informe pericial en el nuevo sistema procesal penal, intervino 
emitiendo este informe a raíz de que la madre de la menor manifestó que tenía un proceso 
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ótico en el oído derecho, fueron los padres quienes solicitaron el informe. Señaló que el 
diagnóstico y el tratamiento previo a la intervención ha sido el adecuado porque la niña al 
ser examinada tenía una amígdala muy agrandada ( hipertrofia)  sobre todo en el polo 
superior  que comprimía los pilares que son los ventiladores de oído y era evidente;  cuando 
se emitió esa conclusión estaba en lo cierto y le ofreció al padre de la menor intervenirla y 
así fue; se ha puesto en el examen también que la membrana timpánica aparentemente tenía 
un líquido hipodenso  lo cual manifestaba que había una retención del líquido seroso qué 
ocurre cuando hay obstrucción  de la trompa  Eustaquio que genera la otitis. Después de 
operada la niña retorna a ser una niña normal que no presentó más procesos de 
otitis.  Mencionó en el informe que la niña no presenta Hipoacusia mixta, porque era una 
hipoacusia conductiva producto de los líquidos en el oído.  A las preguntas de la fiscalía: 
no ha emitido ningún tipo de informe pericial para ningún tipo de proceso, para llegar a la 
conclusión de que la menor no presenta un diagnóstico de hipoacusia de tipo mixto, en 
primer lugar se practicó  el examen otoscopico   que es la visión de la 
membrana  timpánica   con un microscopio el cual  se llama microscopia que tiene cien 
aumentos y ahí se observa liquido en el oído medio;  los exámenes de audiometría ya le 
habían realizado y el padre de la menor se los mostró; también ya le habían realizado el 
examen de timpanometria el cual el reviso; no recuerda  si fue una tomografía o radiografía, 
pero había evidentemente una condensación de antromastoides. consulto antecedentes de 
anteriores tratamientos y evolución previa a su opinión,  la otomastoiditis   es un diagnóstico 
que hace el radiólogo,  el cual no debió emitir un diagnóstico porque él sólo se limita a la 
descripción de lo que está en la radiografía;  la hipertrofia  adenoidea también se vio en 
una  radiografía, pero era un mínimo es decir no era evidencia  de una hipertrofia, en la 
radiografía tradicional no había obstrucción ni siquiera del 50% de la ventilación, en la 
radiología que es un examen auxiliar cuando se hizo la visión a través de la nariz con una 
endoscopía observaron que había un tejido adenoideo  un poco anormal crecido hacia la 
derecha,    que era la causal de obstrucción mecánica apoyada por la  compresión de la 
amígdala  que era el que generaban los cuadros agudos en la niña,  es por ello que se indica 
la extirpación de la adenoides,  más específicamente se podría decir que se trataba de 
eliminar esa parte  o tejido que obstruía  la trompa. Existía una irregularidad en el 
adenoides, el cual no tiene cápsula.  Concluye   mencionando ausencia de hipoacusia de tipo 
mixta porque la niña comenzó a presentar mejorías clínicas, y después de eso los padres la 
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padres la llevaron para su control postoperatorio, fueron de cuatro a cinco veces que auscultó 
a la menor   siendo la última vez en agosto del 2012, en donde concluyó que había 
hipoacusia pero de tipo conductiva, no mixta. La hipoacusia conductiva es una hipoacusia 
reversible, por ejemplo cuando una persona tiene gripe le baja la audición, eso sería una 
hipoacusia conductiva y cuando la persona mejora de la gripe se permeabiliza el oído, es 
decir por un proceso inflamatorio. Preguntas respecto del documento: A las preguntas de  
la Fiscalía: el motivo por el cual en ese documento recomendó  exámenes auxiliares 
prequirúrgico completo,  es porque se le había hecho exámenes a la menor 
de  Otomicroscopía; timpanometría el cual  la menor ya tenía; rinoscopia nasal donde se 
observa la obstrucción de la  trompa y la compresión de la amígdala, la obstrucción era 
mecánica  que había ocasionado un proceso inflamatorio en el oído medio frente a estas 
evidencias no había otra que retirar los objetos mecánicos, en este caso el tejido adenoideo, 
más la amígdala  en forma parcial, no se extirpo las amígdalas solamente se redujo para 
evitar la compresión. La hipoacusia de tipo mixto fue un error de tipografía, por lo que envió 
un documento diciendo que era un error porque en el diagnóstico no figura lo mismo, quizás 
tipearon mal el documento y no se percató, sin embargo en el diagnostico termino diciendo 
que es hipertrofia adenoidea normal por crecimiento asimétrico, hipertrofia de amígdalas 
moderadas y severas, otitis cerosa bilateral a predominio derecho. Reviso el documento antes 
de firmarlo pero a veces a toda persona se le pasa algunas cosas, por ello envió un documento 
ratificatorio de que no existía   ese tipo mixto y que se trataba de un error tipográfico. A las 
preguntas de la defensa: no realizo preguntas.  
 
1.4.6. Declaración de CARLOS ALFREDO RAMÍREZ MARROQUÍN 
Refirió que no tiene ningún grado de amistad, ni enemistad con el acusado. 
 Memorando Nº 161, de fecha 11 de julio del 2013. A las preguntas de la defensa: el 
primer documento es de opinión  si es que hay hipoacusia o no, ante ello responde de 
que no hay hipoacusia después de ver la audiometría, incluso pregunto a su asesor legal 
ya que se trataba de un paciente que no había visto, después de ello venia la ampliación 
de la opinión y en que se basó, por eso es que hizo la documentación de toda las 
fotocopias que le enviaron, es decir analizo como si fuera un caso clínico, sin embargo 
no tuvo relación médico paciente porque no vio el caso, por eso se trató  solo de una 
opinión, además de que era bastante obvio de que no había hipoacusia; fue necesario 
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revisar toda la historia de consultas que le enviaron en fotocopias las cuales se tratan de 
evoluciones, más no operaciones; lo que no tiene es la historia clínica porque la paciente 
fue tratada en Estados Unidos ahí es donde se le hizo el procedimiento. Todos los 
médicos que firmaron el documento procedieron a analizar el caso. A las preguntas de 
la Fiscalía: se guío fundamentalmente por el resultado de la audiometría; tuvo 
conocimiento de todos los documentos en el 2013,   no tuvo conocimiento de que había 
un proceso penal por dicho caso.  
 
1.4.7. Declaración de GONZALO ALEXANDER AGIP MEGO 
 
A las preguntas de la defensa: atendió a la paciente de iniciales   el día 30 de abril de 2012. 
Después de la evaluación de la paciente se le indicó tratamiento, el cual ya estaba tomando 
tratamiento hace dos días, solamente se le agregó un tratamiento antihistamínico, el cual consta 
en el documento, después del diagnóstico dio instrucciones que se le da a los pacientes: 
cumplir con el tratamiento y acudir a evaluación por consultorio externo de especialidad, el 
tratamiento consistió en cumplir con tomar el antibiótico que venía tomando ya hace dos días, 
continuar con el analgésico que también venía tomando y se le agregó un antihistamínico, 
como coadyuvante por si el cuadro provenía de un antecedente alérgico. (Se le muestra el 
documento al cual se hizo referencia, el cual reconoce N° 1969), como destino final indicó que 
se le diera de alta. A las preguntas de la Fiscalía: a la menor la evaluó como a todo pacientes. 
El examen físico consistió en la revisión de la paciente, el ingreso de la paciente fue porque 
días previos tenía fiebre, venía con una indicación escrita particular. Tiene como especialidad 
la pediatría. En cuanto a la prioridad para la atención de los pacientes, el número tres es de un 
paciente que no requiere atención inmediata, no corre riesgo la vida del paciente y no 
presentaría alteración de órganos vitales, podría ser atendido en un tópico de emergencia. En 
ningún momento refiere que debe ser atendido por inter-consulta, ni siquiera la prioridad uno, 
porque es el médico quien tiene que determinar la urgencia. Existen normas estipuladas que 
deberían cumplirse. A las preguntas del Magistrado: no derivó a la paciente con la 
especialista porque no lo requería, la paciente estaba estable, no tenía fiebre. No se enteró del 
incidente en emergencia ese día.       
 
Prueba Documental. 
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1.4.8. Copia de registro de atención de la menor Geraldine Romero Mestanza por el 
servicio de emergencia; cuyo aporte es, corroborar la versión realizada por parte de los 
órganos de prueba declarado en juicio. Observación de la defensa: se ha leído 
incompleto, en tanto que en la segunda parte se consigna tratamiento instaurado  cetilicina 
destino final   en concordancia con la propia declaración del médico, código 40249; estos 
documentos absolutamente convincente de que el médico que atendió a la paciente en 
emergencia, primero estableció el tratamiento indicado que era darle su cetilicina; segundo 
que dispuso que el destino final de la menor era su casa y no interconsulta con su patrocinada. 
 
1.4.9. Copia de la hoja de reclamación 00052; cuyo aporte es,   acreditar que se hizo 
consignación de manera inmediata de la forma y modo como fue atendida, y como fue 
negada la atención a la menor agraviada a pesar de la explicación respecto de su condición 
física, así como también hacerle recordar a la imputada que está la había atendido con 
anterioridad conforme se ha leído. 
 
1.4.10. Copia de la hoja de reclamación 00053, de fecha 30 de abril de 2012; cuyo aporte 
es,  acreditar  las versiones que el padre de la menor ha brindado respecto del reclamo 
inmediato que hizo,  así como también respecto de un elemento importante que es la 
continuación de la atención que tuviera la imputada evidenciando y contrastando este 
argumento referido por ella que su turno  acabaría de manera inmediata lo cual no fue así,  y 
las exposiciones entrarán en los correspondientes alegatos de clausura. 
 
1.4.11. Resultado de timpanometría, de fecha 5 de mayo de 2012; cuyo aporte 
es, respecto de lo que ocasionó el resultado lesivo por parte del comportamiento omisivo de 
la imputada, al negarse la atención evidentemente ha generado un reflejo conforme se 
manifiesta a través de este examen de timpanometría. Observación de la defensa: establecer 
qué reflejos auditivos disminuidos no es lo mismo que pérdida del oído, como pretenden 
asimilar desde las posiciones distintas. 
 
1.4.12. Informe médico, de fecha 13 de agosto de 2012; cuyo aporte es,  resaltar el 
diagnóstico efectuado a través del informe médico,  esto es hipoacusia de tipo mixto según 
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exámenes auxiliares de audiometría, timpanometría y tomografía de mastoides 
comparada,  en este documento se consigna de manera clara y en atención a los exámenes 
previos advertidos y citados en el mismo informe cuál es el diagnóstico específico de la 
menor agraviada,  esto es una hipoacusia de tipo mixto refrendado conforme el mismo 
órgano de prueba lo indicó en este acto por su atención de manera directa así como también 
la evaluación de los exámenes anteriormente practicados a la menor sugiriendo tratamiento 
quirúrgico de adenoidectomia y amigdalotomia bajo anestesia general corroborando lo 
indicado por los testigos órganos de prueba respecto de cuál era el tratamiento que de manera 
inmediata debió otorgársele  y no se le hizo en su oportunidad. Observación de la defensa: 
en ningún apartado del informe médico del doctor Ricra señala que la menor tenga 
hipoacusia, infracción diagnóstica la ley del doctor:   hipertrofia adenoidea típica, hipertrofia 
de amígdalas, otitis serosa y ninguna de ellas hay hipoacusia. 
 
1.4.13. Historia clínica Nº 75477; cuyo aporte es, acreditar que la imputada conocía del 
padecimiento de la menor agraviada desde el 28 de enero de 2012, incluso con una atención 
posterior efectuada el 24 de febrero del 2012 conforme la parte de reversa se 
consigna, implica que conforme se va a poder demostrar tenía perfecto conocimiento del 
padecimiento de la menor agraviada. Observación de la defensa: lo mismo que en el 
documental anterior en ningún momento se mencionó la hipoacusia otitis media cerosa y 
otitis media crónica izquierda en oído izquierdo. 
 
1.4.14. Hoja de resultado de tomografía   de mastoides , de fecha 17 de mayo de 2012; 
cuyo aporte es, la importancia que tiene en relación a lo que se pretende acreditar que 
efectivamente es el diagnóstico final que tiene la menor, en este documento se demuestra 
claramente la afectación incluso a nivel de un hueso mastoides y claramente lo 
indica,  entonces eso va servir para que el ministerio público pueda argumentar  cuál es la 
causación  y el resultado lesivo que realmente produjo este comportamiento conforme a las 
versiones que los órganos de prueba han referido,  documento importante que se condice con 
el diagnóstico efectuado en el informe médico que el ministerio público también ha 
indicado  de diagnóstico de hipoacusia de tipo mixto  claramente establecido,  habiendo 
tenido la mano justamente este resultado de la tomografía.  Observación de la defensa:    el 
documento refiere Hipodensidad celdillas mastoideas derecha en relación a proceso 
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inflamatorio, Collecion   que ocupa signo esfenoidal en relación a proceso inflamatorio, 
engrosamiento de la mucosa del seno maxilar derecho; en ninguna de ellas se aprecia que se 
refiera la famosa hipoacusia que se dice existe como lesión. 
 
1.4.15. Diagnóstico y plan elaborado por Kelly Álvarez Rivas, de fecha 24 de febrero 
del 2012; cuyo aporte es, que corresponde con aquello que informara antes el propio señor 
Ponce, ese tratamiento sugerido por su patrocinada fueron los que posteriormente serían 
utilizados e indicados por otros médicos con lo que simple y sencillamente el marco de 
actuación de su patrocinada corresponde con aquello que la ciencia médica reclama. 
Observación de la Fiscalía: aclarar que efectivamente se ha corroborado y rectificado que 
con fecha 24 de febrero del 2012 la menor fue atendido por parte de la imputada quien ha 
indicado efectivamente un plan de tratamiento y de exámenes a realizarse para la menor 
agraviada.  el ministerio público quiere hacer hincapié justamente en los exámenes que se 
han  indicado así como también en la atención sugerida indicada por parte de la imputada 
desde dicha fecha  acreditando con ello que el ministerio público a través de tal afecto es  que 
desarrollará el deber de garante  de la misma. 
 
II. PARTE CONSIDERATIVA 
 
PRIMERO: DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS APLICABLES AL CASO. 
 
1. El artículo 124 del Código Penal, tercer párrafo prescribe: " El que por culpa causa a otro 
un daño en el cuerpo o en la salud será reprimido, por acción privada, con pena privativa de 
libertad no mayor de un año y con sesenta a ciento veinte días multa (...) La pena privativa 
de libertad será no menor de uno ni mayor de tres años si el delito resulta de inobservancia 
de reglas de profesión, ocupación (...)". 
 
SEGUNDO: DE LA VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS POR LAS PARTES:   
 
2.1. DE LA FISCALÍA: 
El Ministerio Público al inicio de este contradictorio presentó una imputación específica 
en contra de la acusada, evitando lo mismo en la estructura de un delito imprudente.  El 
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Ministerio Público en función a lo que argumentó con sus antecedentes procesales en 
la respectiva etapa  de control de acusación, estructuró la presente  importación en 
función a la existencia de la creación de un riesgo jurídicamente relevante y 
evidentemente en la realización del riesgo visto y verificado en el resultado lesivo; el 
ministerio público lo largo de ser contradictoria ha considerado que efectivamente  la 
tesis incriminatoria han sido acreditada de manera plena, sin embargo el ministerio 
público debe ser responsable de sus pronunciamientos y evidentemente exponer de 
manera detallada que es lo que específicamente se aprobado en este juicio.  En este 
juicio se ha comprobado lo siguiente: que con fecha 30 de abril del año 2012 la menor 
Geraldine Romero Maestranza acudió al servicio la emergencia del hospital Luis 
Heysen Incháustegui a realizarse  una atención médica conforme se ha podido acreditar 
totalmente no sólo con la declaración de sus padres, órganos de prueba ofrecidos por el 
ministerio público como son Nancy Carmelita Mestanza Bobadilla y la persona de 
Valdemar Romero Chumbe, también conforme así ha quedado acreditado a través de la 
declaración de la persona de Gonzalo Agio Mego  y específicamente del registro  que 
se verificó y se dio lectura del libro de emergencia de Essalud específicamente de dicho 
hospital; asimismo ha quedado  como hecho probado que la menor Geraldine Romero 
esperanza fue atendida por la imputada Kelly Álvarez Rivas y que esa atención no 
solamente se llevó a cabo en una ocasión previa al 30 de abril del año 2012 sino que 
también se llevó a cabo en el mes de enero  del 2012,  así como también en el mes de 
febrero  el mismo año,   esto ha permitido exponer y sustentar a través de la historia 
clínica emitida por Essalud y que ha sido expuesta en este contradictorio, así también 
el ministerio público fue preciso en exponer puntos importantes antecedentes 
sintomáticos que manifestaba la menor específicamente en las atenciones de dichos 
meses, lo que para el ministerio público queda en clara evidencia que la imputada 
Kelly  Álvarez Rivas conocía respecto del padecimiento y por lo tanto el pronóstico que 
podía existir ante una mala atención de la misma. el padecimiento final que tuvo la 
menor como consecuencia no como enfermedad fue la causación  de un estado de 
hipoacusia mixta lo que implica en el buen entendido de la literatura médica una 
afectación y un compromiso no sólo conductual es decir a través de un conducto físico 
sino también sensorial,  una afectación al oído derecho que a atentado y afectado de 
manera clara y evidente su desarrollo personal, eso ha quedado acreditado como hecho 
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probado a través del informe médico de fecha 13 de agosto de 2012 escrito por el propio 
doctor Pedro Ricra Jiménez en donde de manera concluyente expone dicho 
padecimiento correspondiéndolos  con los resultados,  exámenes que había tenido a la 
vista y que  en el mismo informe médico en una de las primeras partes   expone cuáles 
fueron los antecedentes que tuvo,  esto es los resultados del examen de timpanometría  y 
la tomografía específicamente de la afectación  del mastoides,  dicho resultado de la 
tomografía se expuso también en ese contradictorio y donde se concluye una afectación 
del hueso mastoides lado derecho específicamente a lo  catalogado como una 
hipodensidad y una afectación del seno esfenoidal, en otras palabras la afectación a la 
cual se estaba haciendo mención en dichos resultados se corresponde con lo que él 
mencionó que con la sintomatología o la manifestación física de lo que es la 
causación  del Estado de hipoacusia del 
cual se debe precisar nuevamente que no se está ante una enfermedad sino ante una 
consecuencia ya que la enfermedad fue la que no pudo ser atendida en su momento por 
parte de la imputada, esto es la  hipertrofia que tuvo la menor tanto en lo que es las 
amígdalas y específicamente esta hipertrofia del no diré que no fue detectado en su 
oportunidad debido al  proceder negligente que el ministerio público va a desarrollar en 
su oportunidad.  El resultado de la  timpanometría que también se expuso y se concluyó 
en este contradictorio reflejaba un aspecto también indispensable e 
importante,  indicaba reflejos auditivos disminuidos y conforme la exposición  que en 
su momento el órgano de prueba el doctor Ponce Linares también refirió que había una 
afectación y un compromiso relacionado con un determinado porcentaje, el claramente 
refirió que no encontraba un perfecto estado al 100% si no una disminución al 85%, en 
tal sentido pues es lo que incluso le generó la necesidad de hacer la  remisión directa 
para su posterior atención en el hospital Almanzor Aguinaga Castro ya que conforme 
lo indicó no existía capacidad en el hospital Heysen  evidentemente hecho muy 
posterior al comportamiento no realizado por parte de la imputada.  También ha 
quedado acreditado que la menor Geraldine Romero Mestanza fue designada con 
atención de urgencia tres al momento de que paso por el tópico de emergencia con fecha 
30 de abril del año 2012,   lo cual  no sólo se ha podido acreditar con la declaración del 
doctor Gonzalo Agip Mego  bien claramente refirió que si consignó este estado de 
emergencia tres,  sino también con el libro de registro de atención  de emergencia que 
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pone claramente los puntos relacionados con atención en el espacio de urgencias la 
consignación de la urgencia número tres,  lo cual es importante para lo que  el ministerio 
público posteriormente va a exponer en razón que para el Ministerio Público se sostiene 
como el deber de garante de la imputada.  ha quedado acreditado que la 
menor  Geraldine Romero  Mestanza no fue atendida por la imputada al Kelly Álvarez 
Rivas con fecha 30 de abril del año 2012, a pesar de las exigencias manifestadas por 
sus padres y de la exposición conforme ambos órganos de prueba han indicado, no 
solamente de los antecedentes que  padecía   y de la atención que le había brindado esta 
doctora en los meses de enero y febrero, sino también que a pesar de la exposición de 
diversas normas formaban parte de proceder y del conocimiento de cada uno de los 
médicos que laboran en una institución de  salud quedado totalmente al margen la 
posibilidad de poder excusarse en que no trabajaba o que no estaba  asignada a un 
servicio de emergencia,  toda vez que las normas de Essalud  contenido a través de una 
resolución ministerial  son de aplicación  totalitaria a los médicos de instituciones 
públicas;  esta situación de no atención ha sido corroborada no solamente con la 
declaración  de la parte imputada sino también con la declaración de los padres de la 
menor Nancy Mestanza Bobadilla y Valdemar Romero Chumbe,  así como 
también  con el formato de reclamación 0052- 2012 y 0053-2012 del libro de 
reclamaciones. así también ha quedado acreditado que la menor agraviada llegó a ser 
intervenida quirúrgicamente muy posteriormente a través del doctor Pedro Ricra 
Jiménez quien en su  exposición y conforme ya lo ha indicado a través de la 
consignación de su informe de fecha 13 de agosto de 2012  consigna el padecimiento 
final  que tuvo la menor esto es la consecuencia manifestada a través de una hipoacusia 
de tipo mixta  y con ello la afectación de lo que en términos caseros se entiende como 
del sentido del oído y lo que se ha podido inmediar en este contradictorio el ritmo de 
vida que puede llevar ahora a través de la exposición de su forma de comportarse  podría 
extenderse ella actualmente conforme han referido sus padres. Conforme a las 
facultades establecidas en el artículo  156º del código procesal penal y es evidente que 
las normas no tienen por qué ser probadas sino invocadas,  es necesario que tengamos 
entendido un concepto relacionado con la imprudencia que el ministerio público está 
imputando en este acto;  los delitos imprudentes si bien es cierto pueden ser de manera, 
omisiva a través de la  creación de un riesgo jurídicamente relevante,  esto no solamente 
114 | P á g i n a  
 
 
pueden ser realizados a través de una conducta positiva,   la doctrina ha desarrollado 
pues que los tipos omisivos también constituyen conductas imprudentes, 
generalizadamente la doctrina ha admitido la modalidad culposa en lo que conocemos 
como omisión impropia, lo cual nos lleva un punto importante relacionado a los delitos 
de omisión impropia es el  desarrollo del deber  de garante, este manifestado en el 
comportamiento propio de un médico en el presente acto que es lo que a nosotros nos 
incumbe desarrollar. Jesús Gómez López nos dice que el elemento más 
característico  de la omisión impropia es precisamente el sujeto activo y dentro de ello 
su posición de garante, el cual indica que encuentra determinado en otras 
normas   complementarias al tipo penal y que por lo mismo obran como elementos en 
reenvío;  del mismo parecer Francisco Muñoz Conde  expone de que cualquier sujeto 
que tenga la obligación de tratar o de  impedir la producción de un resultado en virtud 
de determinados deberes cuyo cumplimiento haya asumido en razón de su   profesión 
está obligado a  evitarlos y de ello se  deviene el deber de garante. Es necesario precisar, 
y que obviamente no puede ser materia de un debate la exposición de normas 
internas  como la  resolución ministerial del 20 de abril del año 2006, muestra como es 
el proceder que deben de llevarse a cabo a través de  la atención en los servicios de 
emergencia  de las instituciones médicas en el Perú;  en el punto tópico de atención 
claramente indica "los pacientes con daño de prioridad dos o prioridad tres  son 
derivados para su atención en los  diferentes tópicos de atención general o atención 
especializada según corresponda el caso,  esa misma norma indica que la interconsultas 
solicitada  por el servicio o área debe ser atendida con prioridad  y debe ser respondida 
de manera inmediata con el servicio correspondiente la atención del  paciente por el 
médico especialista debe realizarse un tiempo no mayor a los 30 minutos degenerada 
la solicitud  bajo responsabilidad";  así mismo el reglamento de la ley Nº 29414 en su 
artículo 7º nos indica algo que es importante mencionar en este acto y que nos dice que 
"toda institución prestadora de los servicios de salud está obligada a garantizar que los 
médicos ejerzan su labor con libertad para juicios clínicos",  esto significa que no existe 
forma alguna de escudar una no atención en la existencia de un impedimento por parte 
de directivas o de algunas supuestas responsabilidades cuando de por medio se 
encuentra la salud de las personas;  conforme el ministerio público lo expuesto no 
solamente existía en ese caso la urgencia de tensión de una menor, sino que era una 
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menor que ya había sido atendida  por la imputada y que así como puede ser y como se 
ha podido entender en este contradictorio algo totalmente ilógico que se refirió 
relacionado  con el desconocimiento de las normas de salud cuando se es un profesional 
médico, cuando solamente se pretendió escudar un no actuar e indicando que 
desconocía las normas porque no trabajaba en los servicios de emergencia,  cuando por 
ningún lado en la norma que se  ha citado se refiere a que estas solamente tienen que 
ser  comprendidas  y estudiados  o leídos por los médicos que trabajen en los servicios 
de emergencia,   esto es de cumplimiento general para todos los médicos y 
evidentemente se trata de una  institución que conforme la exposición que la propia 
imputada hizo en el contradictorio existe una vinculación estrecha en lo que se 
indicó  referencias médicas o derivaciones   del área de emergencia para su atención,  ya 
que el consultorio externo no es ajeno  conforme se ha demostrado a través de la lectura 
de estas normas al servicio de emergencia,  ya que perfectamente es posible que del 
servicio de emergencia sean derivados para su atención el interconsulta, esta 
disposición de las normas y de su deber  de garante fue comunicado incluso por parte 
de los padres de la menor agraviada,  lo cual involucra que la imputada tenía perfecto 
conocimiento del padecimiento de la menor;  así como no es creíble entender que 
desconocía sobre las normas de salud tampoco es creíble entender que habiendo 
atendido  dos veces a una paciente pueda desconocer sobre su estado y si la atendido 
dos veces no por causas totalmente ajenas al padecimiento  que se le mostraba en ese 
momento se le expuso que viene con una consecuencia más grave de la que ya estaba 
manifestada en el mes de enero y en el mes de febrero. En el caso la pregunta es ¿un 
médico no puede generar una previsión a futuro?  de lo que puede entenderse como una 
consecuencia o una degeneración de una enfermedad que ha sido posible ser atendido 
advertido por esa persona, lo cual tiene un vínculo directamente  con la estructura típica 
que el ministerio público ha estado planteando; la creación de un riesgo jurídicamente 
relevante se establece por dos factores fundamentales  que son los criterios de 
previsibilidad objetiva y diligencia debida; los supuestos de  previsibilidad objetiva son 
totalmente exactos,   se manifiestan en función a lo que uno como médico observa en 
el momento bien y se entiende que esto puede suceder si no existe una buena atención 
médica,  incluso no sería descabellado suponer  que de manera intencional se 
comportaron como si no les  importará  el resultado lesivo a ocasionarse a la menor, en 
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este caso evidentemente se encuentra disminuida de uno de sus sentidos y que clama 
por justicia por parte de las instituciones del Estado. el ministerio público ha traído una 
causa, que si bien es cierto se ha podido luchar contra algo que evidentemente se 
ha  manifestado en este contradictorio, el evento más notorio de pretender disfrazar  un 
pronunciamiento médico formal establecido en un informe médico en donde se 
expone  antecedentes o simplemente la presentación de una carta y una exposición que 
no se supo dar respuesta a través de un médico órgano de prueba ofrecidos  por la parte 
imputada, respecto  de consignar y decir simplemente que  firmó un documento 
porque  no reparó en la exposición de una consecuencia  o de una causaion de un daño 
en la menor agraviada, cuando dentro del informe de y el encabezado claramente 
establecía cuáles son los exámenes médicos que tuvo a la vista y que cualquier literatura 
médica puede decir una afectación de esta naturaleza tanto en el resultado de una 
tomografía, como  en el resultado de una timpanometría tienen correlación con el 
pronunciamiento médico que se expuso en ese informe;  es por ello que el ministerio 
público en este caso invoca a los supuestos  o los criterios establecidos a través de los 
acuerdos plenarios respecto de lo que entendemos por retractación y lo que podemos 
nosotros contar para saber qué puede ser válido o no,  dicho pronunciamiento  en 
atención a qué tipo de antecedentes puedan haberse advertido.   se ha pretendido ofrecer 
en este caso pericias  supuestamente sobre pronunciamientos que nos alejan de una 
realidad que ha sido manifestada a través de documentos y que el ministerio público los 
ha expuesto  y un padecimiento que la menor agraviada tiene actualmente; sin 
embargo,   eso ha sido elocuente cuando ninguno de los dos peritos pudo dar 
explicación:  en primer lugar, porque no lo tuvieron a la vista a la menor y lo más 
grosero es que se dejó en claro que se alcanzó documentales  para que ellos puedan 
hacer su pronunciamiento sin informarle sobre la existencia de un proceso  judicial y el 
tipo de responsabilidad que podían tener,   habiendo sido solamente la parte imputada 
la que le alcanzó los documentos que  consideraban ellos necesarios para emitir un 
pronunciamiento que evidentemente no ha fue oficial.  En este caso de los tres tipos de 
procederes imprudentes que la doctrina conoce  evidentemente el ministerio público ha 
sido claro  en desarrollar el supuesto  de negligencia, descuido, la omisión  a la 
aplicación o la falta de  diligencia,  eso es lo que el ministerio público   sostiene,  no se 
pudo sostener un proceder adecuado en un acto médico urgente y necesario que pudiera 
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haber evitado el resultado decisivo de la menor,  y que pudo haber tenido en estos 
momentos una menor con ningún tipo de  padecimiento y que  pudiera tener un ejercicio 
pleno de todos sus sentidos; sin embargo no nos encontramos ante esa realidad,  porque 
conforme el ministerio público lo expuesto en este acto ha sido conexiones de directa a 
la causación   del riesgo que ha generado  el proceder imprudente a través del desarrollo 
de la omisión impropia,  esto es un no hacer por parte de la imputada. Por tal motivo el 
Ministro Público en este extremo se ratifica en su pretensión punitiva de una año seis 
meses de pena privativa de libertad contra de la imputada Kelly Álvarez Rivas; así 
como también la asignación de una reparación civil ascendente a S/.10,000, ello 
considerando el daño personal al proyecto de vida  que ya ha expuesto el ministro 
público  en este acto y que se manifiesta en la consecuencia generada a la menor 
agraviada. 
 
2.2. DEL ABOGADO DEFENSOR DEL ACUSADO  
 
La fiscalía ha hablado de riesgo jurídicamente relevante,  de realización de riesgos,  del deber 
de garante, omisiones, negligencias, imprudencia, impericia o descuido; sin embargo se ha 
olvidado de lo más importante  y es que se está hablando de un delito que supuestamente 
trataría de lesiones culposas graves  y desde la perspectiva fiscal debieran reprocharse a 
título de omisión, para empezar que omita la realización de un determinada  actividad para 
ser reprochado en el ámbito del derecho penal;  ¿cualquier sujeto omite cualquier cosa? no, 
cuando se habla de la famosa posición de garante como en cualquier clase de omisión: 
primero tiene que existir un deber de actuar eso es fundamental, el sujeto tiene que 
definitivamente contar con el imperio o necesidad de actuar,  lo que pasa en este caso en 
concreto  se ha escuchado a los padres de la menor quienes han dicho que fueron al servicio 
de emergencia y fueron atendidos por el médico inicialmente también acusado el doctor 
Gonzalo Agip Mego,  quien ha dicho que atendido a la menor en emergencias;  y la  fiscalía 
hábilmente  ha mencionado parcialmente el informe del doctor,  cuando en su momento  se 
dejó claramente establecido que ese informe del doctor Gonzalo  Agip Mego  daba cuenta 
de que la menor había sido atendido por emergencia y de que esa menor había recibido un 
tratamiento cetilicina,  y que el destino de esa menor en términos de médico que atendió en 
el sistema de emergencia había sido su casa, el también en juicio ha dicho que le dio de alta 
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a la paciente; entonces si supuestamente le dio de alta a la paciente donde quedan las 
afirmaciones que dice la madre de la menor  que ha venido a declarar en juicio y  que dice 
que el médico le brindó una interconsultas, para empezar el doctor mismo ha dicho que las 
interconsultas se realizan a través de una documentación interna, donde está la interconsultas 
aprobada a partir  de la cual es el paciente era derivado de otro médico,  dicha documentación 
no existe,  lo que se ha pretendido decir es que como la mamá se va y levanta la voz a un 
médico  en un servicio de atención entonces surge jurídicamente la obligación de atenderla. 
(la madre de la menor se alteró) lamentablemente lo que acaba de suceder es lo que ha pasado 
en realidad en el hospital, ya que simple y sencillamente creemos que porque levantamos la 
voz tenemos la obligación de ser atendidos,  lo cual no sucede eso la posición de garante no 
surge porque alguien se va y pide atención médica,  ya que estamos ante un centro de salud 
de carácter nacional, es posible que surja obligación de  un médico que atiende a 25 
pacientes  el término extraordinario, porque sus pacientes ordinarios son 15 pacientes más, 
bajo la lógica de la fiscalía existiría el deber de garante en su patrocinada porque atendió 
antes a los pacientes lo cual no es cierto,  no es bajo ningún parámetro la creación del deber 
de garante.  María del Carmen Gómez Rivero sostiene "Silva Sánchez propone limitar los 
casos en los que el médico ha asumido expresamente el tratamiento,  dicha posición de 
garantías sólo  habría de excluirse en los casos porque la demanda de auxilio no sea 
vital";   de que demanda de auxilio se está hablando en este caso,  comprendido en su exacta 
dimensión el médico que atendió a esta niña le dijo que se vaya a su casa y le dio simple y 
sencillamente cetiricina, no existe obligación jurídica no sólo porque no existe el documento 
que se llama interconsulta el cual nunca fue realizado, sino que además porque en el caso 
concreto esta menor fue derivada por el médico a su casa sólo  prescribiéndole el 
medicamento ya señalado;  entonces de que deber de garante se está hablando si el médico 
que la atendió la mando a su casa. Por tanto, ¿qué obligación jurídica de atender surge en su 
patrocinada? ninguna, acaso hace surgir obligación jurídica de actuar en su patrocinada o en 
cualquier funcionario público desde país que alguien lo requiera o que alguien lo demande, 
claro que no; están sometidos por supuesto al procedimiento formal que existe. La menor ya 
había sido atendida,   entonces no existe la obligación de actuar,  no existe degeneración del 
famoso deber de garante no sólo por el documento, sino también por la realidad porque el 
médico le dijo que no tenía afectación que derive a una interconsulta. Ahonda en la idea del 
famoso deber de garante el profesor Jacobo López Barca de Quiroga,  tiene una obra que se 
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llama tratado de derecho penal parte general, específicamente en la  página 812 de la edición 
primera  del año 2010 sostiene: "La función de garantía que corresponden las instituciones 
que generan confianza   en el sentido indicado es proporcionada por la concreta 
personas  incorporadas a la misma....  y más adelante dice:  la posición de garante finalmente 
deriva de la incorporación del garante  a la institución que genera esa confianza 
garantizada  normativamente, pero lo más importante vital y trascendente el plan de servicio 
de cada organización,  establecimiento o institución sanitaria determina cuál es el profesional 
sanitario al que corresponde desarrollar la prestación de asistencia".  la prestación de 
asistencia no le correspondía a su patrocinada,  la única forma de que ella atienda es a través 
de la denominada interconsulta, y peor aún si como en el caso en concreto  ya se habían ido 
donde un médico en emergencia, ya había sido atendido por un médico en  emergencia,  ya 
había sido diagnosticada por un médico de emergencia  y por supuesto se había determinado 
que la menor fuera a su casa;  por tal razón no existe posibilidad de que en esa 
organización  médica  recaiga alguna obligación en su patrocinada, no existe posibilidad 
jurídica; el que un ciudadano maya y pida atención de un médico para su hijo no significa 
que haga surgir en el famoso deber de garante,  como se pretende. Segundo punto: en 
cualquier clase de omisión no solo es necesario que exista la obligación de actuar, que no 
existe en el caso en concreto, sino que además  es necesario que  demuestre la existencia del 
resultado lesivo y la fiscalía pretende reprochar a la defensa que a los que ha ofrecido como 
peritos no han desarrollado un informe pericial en las formas contenidas en el Código, esa 
información fue recabada por la propia fiscalía, no se trata de que la defensa ha ofrecido 
peritos de parte para que vengan cualquier cosa, fue información que la propia fiscalía 
solicito, lamentablemente Bazán  Mesarina no estaba para ese momento como fiscal 
encargado para esta investigación, la fiscalía pidió ayuda al colegio médico de Chiclayo, 
pidió  ayuda al hospital nacional de otorrinolaringología o a la clínica  centro médico de 
especialidades pediátricas del doctor Ricra, pidió informe al instituto nacional de salud del 
niño y son ellos quienes han ofrecido esta información el doctor Ricra quien ha estado 
presente en el juicio quien además ha sido capaz por supuesto que la menor no tenía una 
hipoacusia mixta como lo reprocha la fiscalía, también ha venido  el propio señor  Carlos 
Alfredo Ramírez Marroquín médico del instituto nacional de salud, quien ha dicho que la 
niña no tiene hipoacusia de carácter mixta; entonces de que  se está hablando. primero, no 
existe la obligación y además de que no existe la obligación tampoco existe evidencia en 
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este juicio que la menor tenga hipoacusia mixta tal como se reclama, por otro lado y como 
tercer elemento de cualquier omisión incluida la impropia que exista un nexo entre la 
inactividad de su patrocinada  con el resultado producido; entiéndase bien que ni siquiera se 
ha demostrado el resultado de la hipoacusia mixta, han venido los peritos que la propia 
fiscalía solicito y ello han dicho que no tenía  hipoacusia mixta, la  mejor y máxima 
demostración es que el señor representante del MP en la anterior sesión pidió se atienda 
como prueba de oficio un informe médico del niño, precisamente para tratar de demostrar la 
supuesta hipoacusia  mixta, oportunidad que no se le brindo porque no estaba cobijado en el 
plan normativo del Código Procesal Peruano. cuando el doctor Gonzalo Alexander Agip 
Mego estuvo presente en audiencia dijo que en cuanto a la prioridad para los pacientes el 
número tres es de un paciente que no requiere atención inmediata, es decir no corre riesgo 
la vida del paciente y no presentaría alteración de órganos vitales, por tanto podría ser 
atendido en un tópico de emergencia; en ningún momento refirió que debe ser atendido por 
interconsulta, ni siquiera la prioridad uno, porque es el medico quien tiene que determinar la 
urgencia; simple y sencillamente la menor no tenía la necesidad de atención en el caso en 
concreto. También se ha dicho que el resultado de la timpanometría señala reflejos auditivos 
disminuidos, la pregunta es ¿los reflejos disminuidos son hipoacusia de carácter mixto?; no 
los son, resulta que esa timpanometría lo que dice reflejos auditivos disminuido en un 85% 
el marco de audición, lo cual no lo ha referido el medico porque cuando se le interrogo en 
audiencia señalo que la timpanometría fue de carácter normal. El propio doctor Ponce que 
también lo ofreció la fiscalía como testigo. Además se ha dicho que su patrocinada  no 
atendió a la menor, porque no tenía la obligación de atenderla, que el desconocimiento de 
las normas de salud no le relevaría Kelly Álvarez Rivas de la obligación de atender, ninguna 
de las normas de salud que ha leído el señor representante del MP señalan la obligación de 
su patrocinada de atender a la menor, es más el propio doctor ha leído que debe existir una 
interconsulta,  en el caso en concreto nunca ha existido interconsulta; además el propio 
doctor Agip Mego dijo que nunca dio esa interconsulta. Es importante decir que el doctor 
Ricra señalo que lo que tenía  la niña era un taconamiento que se podía corresponder con 
una enfermedad de gripe que era lo común. Entonces de qué clase de lesiones graves se está 
hablando, no existe. Si ello es así, se puede decir que ni siquiera se ha cumplido el tipo penal 
objetivo en una  omisión. Primero, porque no existe el deber de actuar de su 
patrocinada;  segundo, porque no existe el resultado dañoso, lesivo señalado como 
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hipoacusia de carácter mixto; tercero, porque no existe imputación objetiva de resultado. 
Recordemos que la imputación objetivo que señalaba el doctor es un marco de imputación 
normativa, es la herencia que viene legando el funcionalismo en el ámbito del Derecho 
Penal; y se funda dependiendo a la variante señalada por Claux Roxin o en la variante del 
rol señalada por el propio Gunter Jacobs; entonces el marco de normativismo funcionalismo 
nos pretende acercar a que solo se nos puede imputar objetivamente un resultado cuando 
hayamos infringido nuestro rol. la defensa vuelve a lo mismo, a pesar de que ni siquiera es 
necesario hablar de imputación objetiva, su patrocinada  ha infringido el rol que le compete, 
porque el rol que  tiene en ese servicio es atender las interconsultas cuando vengan de 
emergencia como pretende sostenerse, siempre y cuando exista interconsulta, y se vuelve  a 
lo mismo, no es jurídicamente obligación de ella  atender a la paciente, si ello es así la única 
conclusión a la que se puede arribar es que no se ha cumplido siquiera el tipo penal objetivo 
del delito imprudente, y con ello no existe la oportunidad de imputar el resultado "lesiones 
culposas" por generación de hipoacusia mixta por una omisión de atención debida que 
supuestamente  hubiere podido tener su patrocinada; si ni siquiera se cumple el tipo objetivo, 
entonces la defensa está en condiciones de sostener que la conducta  no es típica y si la 
conducta  no es típica simple y sencillamente no hay delito. por tanto, lo que corresponde en 
consecuencia es absolver de los cargos de la acusación fiscal, dicho sea de paso forma en 
que se actuó desde hace  ya muchísimo tiempo cuando se declaró fundada una excepción de 
improcedencia de acción, y que se dijo por una decisión de  segunda instancia que 
debía escucharse a los peritos. Ya se cumplió con lo que dijo la sala y los peritos han dicho 
que la menor no tenía hipoacusia mixta, e incluso el principal testigo ha dicho que su 
patrocinada no tenía la obligación porque el de ninguna forma dio una interconsulta. Por 
esas consideraciones, la defensa se reafirma en su posición de que su patrocinada debe ser 
absuelta de la acusación fiscal. 
 
2.3. AUTODEFENSA DEL ACUSADO  
 
TERCERO: DE LA VALORACION JUDICIAL DE LAS PRUEBAS 
 
HECHOS ACREDITADOS: 
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Respecto de los hechos objeto de imputación, del debate probatorio se ha llegado acreditar 
lo siguiente: 
 Que la menor Geraldine Romero Mestanza de 6 años, fue atendida el día 30 de abril 
de 2012 a horas 3:00 pm aproximadamente, en el área de emergencia del Hospital 
Luis Heysen Incháustegui por el médico Gonzalo Alexander Agip Mego, por padecer 
un severo dolor de oídos, quien después de su evaluación concluyo diagnosticándole 
OMA (otitis media cerosa) por lo cual le recetó un tratamiento antihistamínico, 
prescribiéndole cetirizina y dándole como instrucciones cumplir con el tratamiento y 
acudir a evaluación por consultorio externo de especialidad, el tratamiento consistió 
en cumplir con tomar el antibiótico que venía tomando ya hace dos días, continuar 
con el analgésico que también venía tomando y se le agregó un antihistamínico, 
como coadyuvante por si el cuadro provenía de un antecedente alérgico, disponiendo 
su alta, asimismo registró su atención como prioridad 3, conforme se desprende de 
la declaración del testigo médico Gonzalo Alexander Agip Mego, la acusada Kelly 
Gulina Alvares Rivas y parcialmente con lo declarado por Nancy Carmelita 
Mestanza Bobadilla De Romero y Valdemar Jose Romero Chumbe y el libro de 
registro  de emergencia. 
 La prioridad 3 es para un paciente que no requiere atención inmediata, no corre riesgo 
la vida del paciente y no presentaría alteración de órganos vitales, podría ser atendido 
en un tópico de emergencia, conforme se desprende de la declaración del testigo 
médico Gonzalo Alexander Agip Mego. 
 Que el médico Gonzalo Alexander Agip Mego no derivó a la paciente con la 
especialista porque no lo requería al encontrarse estable, sin fiebre, conforme se 
desprende de la declaración del testigo médico Gonzalo Alexander Agip Mego y 
parcialmente con lo declarado por Nancy Carmelita Mestanza Bobadilla De Romero. 
 Que dicho día doña Nancy Carmelita Mestanza Bobadilla De Romero se acercó al 
consultorio donde atendía la médico Kelly Gulina Alvares Rivas quien se encontraba 
atendiendo pacientes y le solicitó atendiera a su hija, respondiéndole que no la 
atendería porque no había sido derivada hacia su consultorio externo, además que 
tenía otros pacientes por atender, respuesta que momentos después también se la 
brindó a su esposo Valdemar José Romero Chumbe quien llegó al Hospital ante su 
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llamado, conforme se desprende de la declaración de ambos testigos e incluso Kelly 
Gulina Alvares Rivas. 
 Que la menor Geraldine Romero Mestanza ya había sido atendida en otras dos 
oportunidades por la citada médico Kelly Gulina Alvares Rivas, en los meses de 
enero y febrero, por tener problemas con sus oídos, quien le diagnostica que su hija 
tenía otitis media del oído derecho y otitis media crónica del oído izquierdo, historia 
clínica Nº 75477. 
 Que la menor Geraldine Romero Mestanza presenta reflejos auditivos disminuidos, 
conforme se desprende de los resultados de timpanometría actuados en juicio.  
 Que la menor Geraldine Romero Mestanza de 6 años, no presenta Hipoacusia mixta, 
toda vez que lo que presentaba era una hipertrofia adenoidea normal por crecimiento 
asimétrico, hipertrofia de amígdalas moderadas y severas, otitis cerosa bilateral a 
predominio derecho, conforme se desprende de la declaración del perito médico 
Pedro Ciro Ricra Jiménez y el informe médico de fecha 12 de agosto del 2012, así 
como la declaración de Carlos Alfredo Ramírez Marroquín y el Memorando Nº 161, 
de fecha 11 de julio del 2013, y el medico Ricardo Alberto Ponce Linares. 
 Que la menor Geraldine Romero Mestanza presentaba hipodensidad en celdillas 
mastoideas derecha e n relación a proceso inflamatorio, colección que ocupa seno 
esfenoidal en relación a proceso inflamatorio engrosamiento de la mucosa del seno 
maxilar derecho, conforme se desprende del resultado de tomografía del 17 de mayo 
del 2012. 
 
3.3. HECHOS NO ACREDITADOS: 
 
 Que al ser conducida la menor Geraldine Romero Mestanza al servicio de 
Emergencia del Hospital ESSALUD nivel II “Luis Heysen Incháustegui”, el médico 
pediatra de turno Gonzalo Alexander Agip Mego, dispusiera que la madre de la 
madre a través de consultorio externo solicite una cita adicional, para que la menor 
fuera atendida por un profesional otorrinolaringólogo de turno.  
 Que el pedido de la cita adicional solicitada por Nancy Carmelita Mestanza Bobadilla 
De Romero y su esposo Valdemar José Romero Chumbe, a la médico  Kelly Álvarez 
Rivas, se haya dado en atención a la información que habría sido proporcionada y 
124 | P á g i n a  
 
 
diagnosticada en el consultorio de emergencia, para que atienda a la menor 
agraviada.  
 Que como consecuencia de esta circunstancia de omisión en la atención es que la 
menor Geraldine Romero Mestanza ha sufrido la pérdida parcial de la audición.  
 Que la médico Kelly Álvarez Rivas de conformidad a los protocolos médicos haya 
estado en la obligación de atender a la menor Geraldine Romero Mestanza. 
 Que la decisión de la médico Kelly Álvarez Rivas de no atender a la menor Geraldine 
Romero Mestanza, obedezca a razones antojadizas y arbitrarias, ha traído como 
consecuencia que ésta presente hipertrofia adenoidea atípica, hipertrofia de 
amígdalas moderadas severa y Otitis Serosa bilateral a predominio derecho; ha sido 
definitivamente como consecuencia del proceder negligente de la imputada.   
 
CUARTO: JUICIO DE SUBSUNCIÓN O TIPICIDAD. 
 
4.1. El delito de lesiones se produce cuando el autor a consecuencia de una acción u omisión 
impropia causa, produce u origina un daño grave o leve en la integridad corporal o salud de 
la víctima, que puede ser por dolo o culpa. 
 
4.2. La modalidad típica en cuestión hace alusión, al que "por culpa", causa a otro, daño en 
el cuerpo o en la salud, esto quiere decir, que primero debe descartarse el dolo, para ello 
debe verificarse que el riesgo no permitido creado por la conducta del autor, no era 
cognoscible por el mismo, que no tomó conocimiento efectivo (dolo eventual), de que su 
comportamiento tenía aptitud de lesión para el bien jurídico protegido6, siendo que en el caso 
concreto, se tiene del título de la imputación efectuada, que esta es culposa. 
 
4.3. Asimismo, debe analizarse si el autor infringió una norma de cuidado, el deber que le 
estaba prescrito por ley, que le exigía adecuar su conducta conforme ciertos parámetros 
regulados en la normatividad aplicable, de acuerdo a la actividad desplegada; a dicha 
información, habrá que agregar lo siguiente: Que la contravención normativa haya generado 
un riesgo jurídicamente desaprobado, esto es que la acción haya desbordado el plano de 
                                                 
6 PEÑA CABRERA FREYRE, Alonso R. Derecho Penal. Parte Especial. TOMO I, Lima, Idemsa, 2010, p.279. 
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legalidad, a partir de ahí, se podrá saber si es que ha ingresado al ámbito de protección de la 
norma7.   
 
4.4. En este caso teniendo en cuenta que la imputación efectuada hacia la médico acusada 
Kelly Gulina Alvares Rivas consiste en no haber atendido a la paciente Geraldine Romero 
Mestanza, que ingreso por emergencia al Hospital Luis Heysen Incháustegui por presentar 
signos de un severo dolor de oídos, considero que a lo largo del juicio, no se ha logrado 
demostrar que la acusada Kelly Álvarez Rivas haya infringido el deber objetivo de cuidado, 
al negarse a otorgarle una cita adicional para consulta externa a la menor Geraldine Romero 
Mestanza, toda vez que si nos ubicamos en el contexto de los hechos, y conforme a la prueba 
actuada en juicio se tiene: i) Que la menor fue ingresada por el servicio de emergencia, 
habiendo sido atendida por el doctor Alexander Mego Agip, a las 14:48 horas 
diagnosticándole OMA (otitis media cerosa) por lo cual se le prescribió CETIRIZINA  y le 
otorgó su alta, además de darle instrucciones para su tratamiento, esto es cumplir con tomar 
el antibiótico que venía tomando ya hace dos días, continuar con el analgésico que también 
venía tomando y se le agregó un antihistamínico, como coadyuvante por si el cuadro 
provenía de un antecedente alérgico; en consecuencia encontrándose la paciente en situación 
de alta la acusada no tendría la obligación de atenderla; ii) Porque el médico que  atendió a 
la menor, doctor Alexander Agip Mego, nunca le expidió una interconsulta, requisito 
necesario para ser atendido por consultorio externo, conforme aparece del ítem 6.1. de la 
NORMA TÉCNICA DE SALUD DE LOS SERVICIOS DE EMERGENCIA, donde se 
señala: “en caso de requerirse la opinión de otro especialista, el médico tratante que solicita 
una interconsulta debe registrarla en la Historia Clínica consignando, la fecha y hora, en 
que solicito, el motivo y la especialidad requerida. Similar información será registrada en 
el formato de interconsulta, conteniendo fecha y hora, nombres y apellidos, servicio que 
solicita, servicio inter-consultado, breve resumen de la Historia Clínica, motivo de la 
interconsulta, diagnostico presuntivo, nombres y apellidos del solicitante, selo y firma. La 
interconsulta solicitada por el servicio o Área de emergencia, debe ser atendida con 
prioridad y debe ser respondida de manera inmediata por el servicio correspondiente o el 
especialista responsable. La atención del paciente por el médico especialista debe realizarse 
en un tiempo no mayor a los 30 minutos de generada la solicitud, bajo responsabilidad", en 
                                                 
7 Ibídem, p. 279. 
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ese sentido, sin la orden antes citada, la acusada no tenía la obligación de otorgar una cita 
adicional para atender a la menor; y iii) Respecto a la condición de Prioridad III con la que 
se catalogó el ingreso de la menor por emergencia, se debe señalar que según la DIRECTIVA 
Nro. 002-GG-EsSalud2001 referido a las NORMAS PARA LA ATENCION DE 
PACIENTES EN LOS SERVICIOS DE EMERGENCIA DE Essalud (Art. 7.2), la atención 
de los pacientes quienes ingresan por emergencia, son ingresados a triaje, donde el 
profesional de salud, luego de realizar el control de los signos vitales del paciente, determina 
la prioridad del daño del mismo, correspondiendo  PRIORIDAD III a Tópico de Emergencia 
III, sobre esto último el ítem 7.2.18 señala que la atención a estos pacientes: “...se realiza en 
el Tópico de Emergencia III y ...” lugar diseñado para atender, evaluar, diagnosticar y tratar 
a los pacientes con dicha prioridad. La misma norma en el Anexo 1 sobre lista de daños 
según prioridad, respecto a Prioridad III refiere: “Paciente que no presenta riesgo de muerte 
ni secuelas invalidantes, amerita atención en el tópico de emergencia III, teniendo prioridad 
la atención de casos I y II e incluso precisa que la Otitis Media Aguda se encuentra en esta 
categoría. Ahora la NTS Nro. 042-MINSA/DGSP-V.01 NORMA TECNICA DE SALUD 
DE LOS SERVICIOS DE EMERGENCIA, respecto a PRIORIDAD III cataloga a este daño 
como de Urgencia Menor, correspondiendo su tratamiento en tópico; ahora si bien dicha 
norma señala también que los pacientes con Prioridad III son derivados para su atención a 
los diferentes tópicos de atención general (Medicina, Cirugía, Pediatría o Gineco – 
Obstetricia) o atención especializada (Traumatología, Neurocirugía, Cardiología, u otras), 
sin embargo ella está condicionado a la evaluación de cada caso, siendo que en el caso 
concreto, conforme se tiene de lo declarado por el médico Alexander Agip Mego y el libro 
de registro de emergencia, éste no dispuso el apoyo por otra área; que estando a las razones 
expuestas corresponde absolver a la acusada. 
 
4.5. Respecto a lo sostenido por el Ministerio Público se debe indicar lo siguiente: i) Que si 
bien la médico acusada Kelly Álvarez Rivas atendió en anteriores ocasiones a la menor 
Geraldine Romero Mestanza, ello no implica que por esa circunstancia este obligada a 
atenderla, o que tenga la condición de garante, extendiendo citas adicionales a requerimiento 
de sus padres, toda vez que el otorgamiento de citas de esa naturaleza está sujeta a criterio 
médico o en su defecto a orden de interconsulta expedido por otro personal de salud; ii) No 
está acreditado por medio de prueba alguno que la menor padezca de hipoacusia mixta, 
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siendo que el diagnóstico consignado en el informe médico de fecha 13 de agosto de 2012, 
ha sido explicado en juicio por el médico Pedro Ricra Jiménez que lo expidió que ello 
obedece a un error, indicando las razones a las que obedeció el mismo; en todo caso esta 
situación no enerva la ausencia de obligación de la acusada para atender en ese momento a 
la citada menor, lo mismo corre para las razones de su disminución de capacidad auditiva o 
la posterior operación a la que fue sujeta 
 
III. PARTE RESOLUTIVA 
 
Por los fundamentos expuestos, valorando las pruebas y juzgando los hechos según la sana 
crítica, en especial  conforme a los principios de la lógica,  y en aplicación de los artículos 
citados y además los artículos IV del Título Preliminar, artículos 12, 16, 23, 29, 41, 45, 46,  
93, y 428 del Código Penal; 393 a 397, 399 y 500.1, del Código Procesal Penal, el Juez del 
Octavo Juzgado Unipersonal Supraprovincial con sede en Chiclayo de la Corte 
Superior de Justicia de Lambayeque, administrando justicia a nombre de la Nación. 
  
FALLA:   
 
1. ABSOLVIENDO a la señora KELLY GIULINA ÁLVAREZ RIVAS del delito 
contra la vida, el cuerpo y la salud en la modalidad de lesiones graves culposas, 
tipificado en el artículo 124° tercer párrafo del Código Penal, en  agravio de 
Geraldine Romero Mestanza.  
2. En consecuencia dispone que CONSENTIDA y/o EJECUTORIADA que quede la 
presente, se dispone el archivo definitivo de la presente causa, anulándose los 
antecedentes que se hayan podido generar como consecuencia del presente proceso. 
 
Así lo pronuncio, mando y firmo juzgando definitivamente en la Sala de Audiencias de mi 
Despacho en Audiencia Pública de la fecha. TR y HS. 
 
